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(Sin corregir) 


Señores Representantes Jorge Orrico y Daisy Tourné (ad hoc). 


Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari, Diego Cánepa, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Alvaro Lorenzo, Edgardo Ortuño, y Javier Salsamendi. 


Señores Representantes Gustavo Espinosa Mármol, Daniela Payssé y Edgardo 
Rodríguez. 


Señores Representantes Daniel García Pintos e Iván Posada. 


Señores Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala, Juan José Bruno, Germán 
Cardoso, Silvana Charlone, Sandra Etcheverry, Jorge Gandini, Doreen Javier Ibarra, 
Pablo Iturralde Viñas, Liliám Kechichián, Horacio Yanes y Senador Carlos Moreira. 


Señores Ministro del Interior, doctor José Díaz; Subsecretario, doctor Juan Faroppa; y 
doctores María Noel Rodríguez, Miguel Migliónico, y José Luis González, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, integrada con Derechos 
Humanos da la bienvenida al señor Ministro del Interior, doctor José Díaz, un viejo integrante de esta Casa, 
no un integrante viejo sino un viejo integrante. 


Dado el éxito de esta convocatoria, que hace que seamos bastante más que los nueve miembros que 
integramos la Comisión, voy a solicitar que votemos la autorización para que todos los compañeros y 
compañeras de la Cámara que han decidido acompañarnos puedan pedir la palabra y hacer uso de ella. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La sesión de hoy de esta Comisión es integrada con la de Derechos 
Humanos, por lo que, en caso de votar, deberían hacerlo los miembros de ambas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, pero además de ellos, se encuentran presentes legisladores que 
no integran ninguna de las dos Comisiones. De todas maneras, dado el éxito -reitero- de la 
convocatoria, solicito a los miembros de las Comisiones de Derechos Humanos y de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración aprobar esta propuesta. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
———Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La convocatoria al señor Ministro es a los efectos de recabar información acerca de los lineamientos 
generales de las propuestas de esa Secretaría de Estado. 


La Mesa va a conceder la palabra al señor Diputado Lacalle Pou, ya que fue quien solicitó la concurrencia, 
pero, dada la generalidad del tema, pedimos a los legisladores en general -sin personalizar en él- que sean 
breves, a efectos de que puedan intervenir todos y el señor Ministro pueda contestar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Trataremos de ser concisos y breves. 


En primera instancia, agradecemos al señor Ministro por su concurrencia. Lo sabemos una persona que tiene 
afecto por esta Casa. No lo conocemos, pero todas nuestras informaciones nos indican que es una persona de 
bien, una persona que en este mes de Gobierno ha tratado de hacer cosas. Obviamente, a veces las buenas 
intenciones pueden ser criticables desde nuestro punto de vista, pero, antes que nada, debemos reconocer en 
él a un caballero -como se ha dicho en los medios de prensa y por parte de todos los partidos-, que apenas 
comenzada su labor manifestó que si se cometía un error se iba a decir y a corregir. En los hechos, es de 
gente inteligente reconocer cuándo uno puede haber errado. 


Agradecemos nuevamente su comparencia. 


A continuación, vamos a entrar de lleno a la convocatoria, que no es específicamente -como se puede leer en 
la versión taquigráfica- acerca del supuesto o presunto proyecto de ley cambiante, que hasta el día de hoy no 
conocemos; solo conocemos lo último que salió publicado en la prensa de hoy. 


El día que asume el señor Ministro, plantea objetivos a llevar a cabo por parte del Ministerio que encabeza. 
Entre ellos, se encuentra la aprobación del Código de Procedimiento Policial, la mejora en la selección del 
ingreso de personal a la Policía; algo para nosotros muy importante, como es el pago de aportes del Servicio 
222, y una compresión o reducción de la jornada laboral, sin que esto signifique una disminución de los 
salarios. Es más: se dice por ahí que, en la medida de las posibilidades, se podrían ir incrementando los 
salarios policiales. También se habla de una ley de patronato para las víctimas del delito y para aquellos reos 
que han sido liberados. 


Esa es, quizá, la presentación en sociedad del Ministro y del nuevo Ministerio. Pero, en seguida viene un 
cúmulo de episodios que, en lo personal -como tal vez le ocurre a muchos legisladores-, conocemos por 
declaraciones propias del señor Ministro o, a veces, de personal sujeto a jerarquía, personal subalterno, como 
lo es, entre otros, el Director Nacional de Cárceles, de cuyas declaraciones también nos ocuparemos en 
algunos minutos. 


En definitiva, de lo primero que nos enteramos es de un proyecto de ley de descongestionamiento de las 
cárceles. El planteo de la coalición de Gobierno, por simplificarlo, dice: "A: hay muchos presos." -que es 
cierto-; "B: viven en condiciones de hacinamiento." -que es cierto-; "Entonces, A más B igual a C, esto es, la 
inminente liberación de presos". Precisamente aquí es donde discrepamos, porque nosotros no creemos que A 
más B dé este resultado. No quiero poner un número, porque hemos escuchado cifras de mil, mil quinientos o 
tres mil, según se cite en la prensa nombre y apellido de quien lo dijo o solo la fuente. Hemos tratado y 


vamos a seguir tratando en el futuro de no guiarnos por fuentes. Cuando nos dicen qué persona es la que lo 
dice, lo tomamos por cierto, y cuando se habla de fuentes, por algo no se aclara quién lo dice. 


Es cierto que hay muchos presos. Estimo yo que la gran mayoría están presos debidamente y hay otros que 
no. Pero para reducir esta cantidad de presos y el hacinamiento que existe en las cárceles hay leyes, que para 
nosotros son muy buenas, y podemos decirlo porque no han sido redactadas por nuestro Partido. Hay una ley 
que redactaran los ex Diputados Daniel Díaz Maynard y Jorge Barrera en el período pasado, referida a las 
penas alternativas. También está la Ley N* 17.272, que reforma una norma anterior, por la que se establece el 
instituto de la gracia y de la libertad anticipada en base a la visita de cárceles por parte de la Suprema Corte 
de Justicia. Se trata de dos institutos que hoy están vigentes, y seguramente podremos convenir en que la 
Justicia -que es un capítulo aparte- no los ha podido, nos los ha sabido o no los ha querido aplicar. Y cuando 
hablamos de la Justicia, por supuesto que nos tenemos que referir a cada uno de todo el universo de Jueces 
existentes. 


Se hace referencia por parte del Ministerio a algo con lo que estamos totalmente de acuerdo y que tiene que 
ver con aquellos procesados con prisión que ya han cumplido una larga "condena" -entre comillas- y que se 
los está privando de su libertad con la posibilidad no solo de que después no recaiga una sentencia que 
condene, sino de que el Estado pueda ser víctima -con un abogado vivo y audaz- de una pérdida millonaria en 
lo económico. Primero hay que tener en cuenta el aspecto humano del supuesto reo al que no se le puede 
confirmar su procesamiento y, luego, la pérdida económica por parte del Estado, y, en ese sentido, ¿quién 
puede determinar cuánto vale el día de una persona dentro de un establecimiento carcelario? 


Creemos que en el cúmulo de declaraciones del señor Ministro está una de las cosas que debemos focalizar, y 
será sobre el Código de Proceso Penal, o también la Justicia. Y aquí no hay que tener miedo de hablar de la 
Justicia, porque una cosa es la separación de Poderes y otra es no poder criticarlos ampliamente. 


Se nos dice que hay muchos reclusos, pero también hay muchos que deberían estar adentro y no están. Al 
respecto, podemos recurrir a varios ejemplos. Yo cito uno: el del Juzgado Penal de Las Piedras. Desafío a que 
se compruebe cuánta gente ha llevado detenida la Policía luego de un arduo trabajo y cuánta, habiendo 
testigos, comprobándose prueba o semiplena prueba, ha quedado fuera de los establecimientos carcelarios. 
Creo que el problema a enfrentar por parte del Ministro podría ser peor. 


Nos hemos referido a la cantidad de presos, a las condiciones de hacinamiento, a las penas alternativas y al 
instituto de la gracia, y ahora nos vamos a remitir a expresiones del señor Ministro -aquí viene la primera 
pregunta puntual- acerca de la posibilidad de encontrar otros edificios estatales que estén en condiciones, no 
solo desde el punto de vista de la construcción sino de la locación, para recluir algunos presos. Algún 
miembro del Partido Colorado o el propio señor Ministro me podrán informar al respecto, pero recuerdo que 
durante el Ministerio del escribano Stirling, cuando se produjo el destrozo del Penal de Libertad, se llamó a 
licitación para construir módulos carcelarios de acero, infranqueables, limpios y con ciertas comodidades. 
Creo que esta debe ser una de las cosas que tiene que hacer el Ministerio, es decir, construir más cárceles. 
Esto no quiere decir meter más presos -lo subrayo para alguien que después esté aburrido y lea la versión 
taquigráfica-, sino que no estén en condiciones de hacinamiento. 


Puntualmente, quisiera saber qué locales ha visto hasta el día de hoy esta Comisión que el señor Ministro dijo 
que se establecería conjuntamente con la Facultad de Arquitectura y con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, en qué condiciones están, de quién son patrimonio y bajo la égida de qué institución se encuentran. 


Debo repetir algo que dije días pasados cuando la señora Diputada Tourné presidía la Comisión. Me gusta 
decir en la cara de las personas lo que digo en la prensa y viceversa. Creo que las declaraciones del señor 
Ministro y de algún subalterno han sido inoportunas, desafortunadas y han causado alarma pública, entre la 
gente, la ciudadanía, el pueblo y, quizá -o sin quizá-, entre aquellos que menos recursos tienen y viven en 
condiciones de inseguridad permanente. Quien no ha sido víctima de un delito, tiene un familiar o un vecino 
que sí fue víctima, o bien ha sufrido una tentativa. Estamos agregando inseguridad con las expresiones 
aparecidas en los titulares -creemos comprender que la ciudadanía, en esta vida tan alocada que lleva, lee los 
titulares a pinceladas gruesas- en cuanto a que se va a liberar a los presos primarios, más aun cuando se dice 
que son 1.500 y el Director Nacional de Cárceles agrega que tendrían que ser 3.000. Y con esa suma de A 
más B igual C no solo se pone nerviosa a la ciudadanía en general, porque estas expectativas se dan de las 
rejas de las cárceles para afuera, pero también de las rejas para adentro. 


Creo que se ha causado mucho nerviosismo, y así queda de manifiesto en el matutino "La República”, en su 
edición del 19 de marzo, al levantar declaraciones de la Asociación de Familiares de Presos Sociales. Estos 
señalaron: "se están tomando medidas por parte de las actuales autoridades, pero no se ha hecho ninguna 
consulta a los presos, que son en realidad los que directamente están involucrados en esto". Más adelante, 
agregan: "Lo que pasa es que los anuncios hechos por el Presidente Tabaré Vázquez, de una pronta atención 
al sistema carcelario, no se concretan y los presos siguen sin atención médica, y no se ha mejorado la 
alimentación. En verdad, nada ha cambiado, y se puede caer en el descreimiento". Después, acotan: "No se 
puede dilatar respuesta". 


Por su parte, nos surge una preocupación muy grande cuando un conocedor del tema -no un partido político 
ni la oposición- como el doctor Ravecca, también hace declaraciones en ese sentido acerca de las noticias que 
decíamos que causaron alarma pública. Dice: "Este tipo de noticias genera perturbación, lógicamente. 
Supongo que con la creación de los Consejos de Salarios hay gente que está convencida que le van a subir los 
sueldos un 45%. Se trata de expectativas y de cierta perturbación, pero no creo que pase eso. Los presos 
tienen claro que un motín o una situación no deseada iría en contra de ellos mismos". 


Creo que el daño se ha producido dentro y fuera de las cárceles. Pero, dentro de las cárceles, también nos 
preocupa la supuesta huelga de hambre que se llevó a cabo en La Tablada y en algún otro instituto 
penitenciario. El señor Ministro ha dicho -es un Ministro político y anuncia que va a hacer declaraciones 
políticas; celebramos que así sea, porque preferimos un Ministro que hable cuando se le pregunta y no uno 
que no lo haga- que cataloga a la huelga de hambre como una medida pacífica de lucha. Se puede estar de 
acuerdo o no. Pero lo que nos preocupa es lo que dice el Director Nacional de Cárceles, sometido a jerarquía, 
quien contradice la versión del señor Ministro y expresa: "Esta medida significa una falta disciplinaria". 
Entremos ahora a lo que ha sido este largo devenir, de idas y venidas de la supuesta ley; y digo supuesta 
porque al día de hoy -por lo menos, hasta ayer de noche; quizás hoy ingresó- no había un proyecto de ley en 
el seno del Parlamento. Primero se habló de un proyecto de ley de urgente consideración, pero luego de una 
reunión del señor Ministro con la bancada o con los miembros de las Comisiones de Constitución de ambas 
Cámaras, se decide sacarle ese rótulo. Esto se compara con la liberación de presos de 1985, y aquí quiero 
hacer un breve paréntesis: no todos los sectores -como se ha afirmado desde la coalición de Gobierno- 
votaron esa liberación. 


El 22 de marzo -de nuevo me remito a la prensa; lamentablemente, es la información que tengo- se dice que 
se liberarán entre mil y mil quinientos presos y se detalla qué tipo de presos: los primarios con media pena 
cumplida y se habla de "sin importar el delito". Reitero que esto se dijo el 22 de marzo. Un asesino a sangre 
fría es primario la primera vez que mata; un violador de una menor es violador la primera vez que viola, 
como también lo es en el caso de un carterista o de quien comete un hurto menor. Pero en aquel momento se 
habló de primarios, y creo que eso ahondó aún más la crisis de inseguridad que padece nuestra sociedad. 


Por suerte, según la última noticia que tenemos -la fresquita-, la del miércoles 6, se dice que aumentan las 
exigencias para liberar a los presos. Por allí se menciona que esto no se va a aplicar sobre todos los delitos; 
inclusive, se dice que no se va a liberar a los presos por el delito de copamiento, cuando teníamos entendido 
que este delito se pensaba derogar. O sea que no solo no se va a derogar, sino que ahora tampoco los 
primarios que hayan cometido este delito van a ser liberados. Me quedo con esta última versión, que ojalá sea 
la que se siga en adelante. 


También queremos hacer hincapié en otro medio de prensa, ya que lo que se dijo nos preocupó sobremanera. 
Voy a leer el titular del artículo sobre una entrevista que se realizó el jueves 24 de marzo al señor Ministro. 
Este es un titular que puso la prensa; no fue lo que dijo el señor Ministro. Dice: "Un anuncio para evitar 
motines”. Pero el señor Ministro afirmó que el proyecto "era una señal ante una situación de grave 
intranquilidad que teníamos en los 7.500 reclusos que hay en todo el país". No soy especialista en el sistema 
carcelario y mucho menos quiero suplantar a un entendido en estos temas, pero si se le ha dicho a los 7.500 
presos que van a liberar a un lote de ellos, me imagino que la mayoría se peinó para salir en la foto. Imagino 
que aquellos que pueden estar en esas circunstancias habrán dicho: "Yo hago el mono, pongo la foto de la 
familia en la mochila y me toca a mí", y a medida que pasen los días y vean que no les toca, se generará más 
intranquilidad y más expectativas que, seguramente, en su gran mayoría se verán frustradas, porque es lógico 
que así sea. 


Lo del Director Nacional de Cárceles merece un capítulo aparte, sobre todo porque se trata de una persona 
que está sometida a jerarquía. Cuando sale de la boca del Director Nacional de Cárceles una declaración, la 
asumo como permitida por la jerarquía o como sancionada por parte de la jerarquía. Cuando un jerarca hace 
este tipo de declaraciones lo que espero es que agarre un carpetín, se dirija a donde corresponde y termine 
radicando una denuncia penal. El señor Director Nacional de Cárceles dice que tiene la percepción de que ha 
existido corrupción o corruptela en jerarquías gubernamentales anteriores en los traslados de Cárcel Central. 
Las preguntas puntuales son: ¿se ha radicado alguna denuncia penal en este sentido? ¿Se ha iniciado un 
sumario administrativo? ¿En qué situación se encuentra el Director Nacional de Cárceles después de esto? Ni 
siquiera lo presumo, estoy convencido de que esas no fueron las palabras del señor Ministro; estoy seguro. 


El otro día se hablaba en la Comisión acerca de los Jefes de Policía; se nombró a los diecinueve y a los dos o 
tres días hubo dos destituciones. No sé si formalmente fueron destituciones; creo que hubo una renuncia 
forzosa. Aquí es donde admiramos la actitud del Ministro al decir que se cometió un error; pero nosotros no 
creemos que se haya cometido un error porque cuando se dan los argumentos, se dice que fue porque no 
tenían el perfil adecuado -lo tenían dos días antes y no lo tenían dos días después- y también porque no 
cayeron bien en las respectivas sociedades de Artigas y de Rivera. Esta es una terminología tan amplia como 
criticable, porque para saberlo habría que hacer un referéndum. Las versiones que tenemos dicen que 
dirigentes locales de la coalición de Gobierno criticaron por presuntos hechos el nombramiento de estos Jefes 
de Policía y, luego, fue pedida o aconsejada su renuncia. 


No solo por las dos personas involucradas -que no tengo el gusto de conocer-, sino por la institución Jefe de 
Policía, nos preocupa una remoción -voy a utilizar la jerga futbolera- por un grito del talud, netamente 
parcializada, de dos Jefes de Policía que se supone que desde el día en que los nombran se deben a toda la 
sociedad, pero se les termina pidiendo su renuncia. 


No sé si he podido ser breve, porque son muchas las hojas de prensa que tuve que leer hoy a la seis de la 
mañana... 


(Interrupción de la señora Representante Tourné.- Respuesta del orador) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor redondee su exposición, señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por último, queremos preguntar al señor Ministro acerca de un reportaje 
que se le hizo en el diario "El País". Aclaro que lo que cito es siempre entre comillas. Se dice que "Hay 
una operación política con respecto a todo el tema del sistema carcelario". Yo debo decir aquí y en 
todos lados con mucha firmeza que no hay una operación política. No es ni ha sido práctica del Partido 
Nacional, ni lo va a ser en el futuro, utilizar estos temas como herramienta política. Es más, ha sido el 
Partido Nacional el que a través de sus distintos sectores ha llevado adelante esta problemática 


No creo que sea pertinente que se haga este tipo de críticas. Cuando uno escucha en un programa radial a un 
vecino o a una vecina, O lee las cartas de lectores en algún medio de prensa -de todo el abanico de colores y 
posiciones- advierte que la gente quedó nerviosa. No son críticas infundadas; son apreciaciones serias y 
sentidas. 


Nosotros queremos escuchar atentamente al señor Ministro. De la iniciativa que arrancó como una topadora 
que dejó a todo el mundo boquiabierto al proyecto de ley que se presentará -en caso de concretarse- creo que 
habrá una gran diferencia. Estoy seguro de que será un proyecto de ley sensato; muchos de sus artículos 
podrán ser modificables, pero entendibles y acompañables. 


Lo que me preocupa es el lapso que ha pasado a partir de estas declaraciones rimbombantes que de un lado 
de la reja y del otro han generado expectativas, nerviosismo y alarma pública. Este es el tema que todos 
debemos afrontar y en cuya resolución todos debemos colaborar. 


Por otra parte, hoy he escuchado declaraciones de la Suprema Corte de Justicia. Todas las opiniones son 
válidas: las de Juan Pueblo y las de la Suprema Corte de Justicia. Pero eso no necesariamente deberá 
coartarnos a los legisladores al momento de realizar nuestra tarea, porque a nosotros nos corresponde legislar, 
al señor Ministro la iniciativa y al Poder Judicial aplicar la ley. Apelo a que el Poder Judicial aplique la ley, 
aspecto en el que se deberá hincar el diente; porque instrumentos provistos por todos los partidos sobran y a 


veces paga el pato un Ministro o un legislador porque el Poder Judicial no hace uso de sus facultades. El 
juzgar no es un derecho sino un poder-deber, y el Poder Judicial juega un rol importantísimo en ese sentido. 


Agradezco la paciencia del señor Presidente y también la presencia del señor Ministro, a quien escucharemos 
atentamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que hay nueve legisladores anotados y que el tema en el que 
debemos centrar la atención es el siguiente: "Información acerca de los lineamientos generales de las 
propuestas de esa Secretaría de Estado". 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Comienzo diciendo que la vuelta a esta querida Casa - 
cumpliendo otro papel- es para mí no solo una obligación constitucional sino una gran satisfacción, 
porque considero que el Parlamento es el principal escenario para lograr grandes consensos y acuerdos 
nacionales. Sin duda el área vinculada al Ministerio del Interior está llena de problemas cuya solución 
requiere el más amplio consenso de todas las fuerzas políticas y sociales del país. 


Vuelvo contento; veo caras de viejos amigos, de funcionarios y funcionarias del Poder Legislativo que tanto 
quiero, empezando por la Secretaria de esta Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración que nos soportó durante los últimos cinco años de nuestra actividad parlamentaria; integré 
esta Comisión -la presidí dos o tres veces-, en la cual trabajamos los Diputados de todos los sectores en forma 
ahincada y constructiva. 


Justamente, a esta altura del año pero hace quince años, con la asunción del Gobierno del Partido Nacional, 
estábamos discutiendo, a iniciativa del doctor Daniel Díaz Maynard, la situación de huelga que se vivía en la 
Cárcel de Libertad. No voy a hacer referencia al papel que allí desempeñamos ni al que hizo la Comisión, 
porque eso ya es historia; pero sí quiero apelar al espíritu constructivo que imperó en aquellas circunstancias, 
que veo que hoy también existe en esta Sala. En ese sentido, empiezo por reconocer la intervención del señor 
Diputado Lacalle Pou, quien nada tiene que agradecerme, dado que soy yo el agradecido por sus palabras, 
por su reconocimiento y por su apelación, hacia el final de su alocución, a la disposición a colaborar entre 
todos en la búsqueda de las mejores soluciones en estos y otros temas que tiene planteados el Ministerio del 
Interior. 


Aquí vengo, entonces, con la disposición más abierta, más transparente, más diáfana y, al mismo tiempo, más 
respetuosa para con el papel y el aporte de los señores parlamentarios. Muchos me conocen: soy un hombre 
de principios y de firmeza, pero al mismo tiempo flexible. Sé escuchar, sé conciliar y sé negociar. Quizás eso 
me venga por mi vieja vocación de abogado laboralista que siempre procura en los convenios, en los 
Consejos de Salarios y hasta en los juicios, los acuerdos conciliatorios que pongan fin al entredicho o a la 
controversia entre el patrón y el trabajador. 


Yo quiero empezar por distinguir dos aspectos en esta convocatoria. Por un lado, los actos de administración 
y de Gobierno llevados adelante en este mes escaso por el Ministerio del Interior. Esa es la rendición de 
cuentas permanente que todo Ministro y todo gobernante tiene que hacer ante el Parlamento. No se trata de 
discutir ni de dar cuenta de iniciativas legislativas, que normalmente vienen en forma directa al Parlamento. 
Quien les habla pensó, desde antes de asumir, que había una etapa previa a la elaboración de las leyes a cargo 
del Ministerio, una etapa de consulta, inclusive a nivel político partidario, no solamente de los operadores o 
actores. 


O sea que con mucho gusto vamos a aprovechar esta oportunidad para exponerles las ideas y los avances que 
hemos ido logrando en la elaboración de esa ley sobre el sistema penitenciario, que no solo apunta a su 
descongestionamiento. Queremos exponer nuestras ideas, pero también escuchar las de ustedes para recoger 
en el texto definitivo -como lo señalaba el señor Diputado preopinante-, ideas o sugerencias que los señores 
Diputados puedan plantear. Quiere decir que en la instancia de consideración de este y de los demás 
proyectos de ley o decretos en los que estamos trabajando tenemos la convicción de que es necesario 
consultar, como lo hemos ido haciendo en los últimos días en instancias públicas y también a nivel de 
partidos políticos, de organizaciones sociales y de los propios sectores del arco parlamentario. 


Vamos a empezar con los actos de administración y de gobierno del primer mes y con las perspectivas que 
tenemos en el trabajo que estamos desarrollando, naturalmente que siguiendo los compromisos públicos que 


nuestra fuerza política asumió ante la ciudadanía. Como no puede ser de otra manera, este Ministro y los 
demás Ministros del Gobierno trataremos de llevar adelante en este quinquenio las medidas programáticas 
que anunciamos en la campaña electoral. 


¿Cuál fue el punto de partida en materia de administración y de gobierno del Ministerio del Interior? El punto 
de partida fue empezar a tomar medidas en torno a la seguridad pública como eje del trabajo ministerial, 
porque la labor permanente de esta Cartera es preservar el orden público y mejorar la situación de seguridad 
que heredamos que, como todos sabemos, está lejos de ser la mejor. Lo que queremos es convertir este tema 
medular de todo Ministerio del Interior en el eje de nuestras preocupaciones. 


Al mismo tiempo, pretendemos atender -esperemos que sea un proceso transitorio- la crisis humanitaria en 
las cárceles. Como ustedes verán, la perspectiva del Gobierno para el final del quinquenio es tener un sistema 
penitenciario distinto, administrado y gobernado de forma diferente, que no sea uno de los tantos cometidos 
que tiene este Ministerio del Interior. Pero del dicho al hecho hay un gran trecho y, como ustedes verán, 
tenemos planteadas las fases de ese proceso que nos llevará a contar con un Instituto Nacional de 
Rehabilitación, organismo descentralizado encargado de administrar y gobernar todo el sistema penitenciario 
nacional. 


Para llevar adelante la gestión de este Ministerio, centrada como eje permanente en la seguridad ciudadana, 
en la plena vigencia de los derechos humanos, tenemos que integrar el instrumento de la preservación del 
orden, que es el instituto policial, con la sociedad, porque no hay soluciones que pasen solamente por lo 
institucional. Si no involucramos a la sociedad, a la sociedad civil, a todas las fuerzas que componen la 
sociedad uruguaya, solo la Policía no va a poder resolver los graves problemas de seguridad que existen en el 
país. Entonces, cuando hablamos del instituto policial, de reforzarlo, de mejorarlo e integrarlo mejor a la 
sociedad civil, estamos pensando en mejorar la seguridad ciudadana en el Uruguay. 


En ese sentido, antes de asumir y en los primeros días de gestión hablamos con personalidades de distintos 
sectores, tanto sociales y culturales como políticos, en torno a una idea que el Ministerio todavía no ha 
concretado pero que piensa llevar adelante. Me refiero a tener una Comisión asesora en políticas públicas 
para contar con un mecanismo que no solo nos aporte ideas y sugerencias, sino que también vaya pasando 
siempre un peine fino a las iniciativas ministeriales que apunten a generar políticas públicas, políticas de 
amplio consenso. 


A partir de esta concepción pensamos lograr la mayor apertura posible hacia la sociedad civil y hacia todos 
los sectores cuando se planteen problemas, no solo generales sino también concretos. Este mes hemos podido 
dar ejemplos de cómo nos movemos y de cómo pensamos seguir moviéndonos en esta materia. 


Para potenciar el instituto policial que hemos heredado, en los criterios empleados para las designaciones de 
las Jefaturas de Policía de las Direcciones Nacionales y sus respectivos comandos, nosotros decidimos hacer 
una gran apuesta a la profesionalidad y al respeto a la carrera policial. Como ustedes saben, podríamos haber 
designado a los diecinueve Jefes de Policía que fueran de nuestra fuerza política, pero optamos por la misión 
difícil de elegirlos entre los Oficiales de Policía. La tarea fue difícil por muchos motivos, empezando por uno 
que es natural: no creo que haya una persona que conozca realmente a fondo a la oficialidad, su trayectoria, 
su carrera, sus conocimientos, y mucho menos nosotros, que por primera vez entramos en el Gobierno. A 
pesar de los riesgos que corríamos en esta materia, preferimos optar por la elección de profesionales de la 
Policía, porque entre todos queremos construir un instituto policial altamente profesional, cualificado, mejor 
preparado; queremos una Policía que sea de la sociedad, del Estado y no un reducto clientelar o partidario. 
Por eso hicimos nuestra apuesta a la profesionalidad. 


En efecto, cuando hicimos las designaciones, primero de los Jefes de Policía y de los Directores Nacionales y 
luego de los respectivos comandos -estamos hablando de un centenar y medio de designaciones importantes 
para este Ministerio, seguramente el más complicado en esta materia por el número y por la forma en que 
deben hacerse estos procedimientos-, adoptamos el criterio de considerar la profesionalidad de la persona a 
elegir, su trayectoria y su perfil social. Quiero aclarar el sentido exacto de este concepto que, naturalmente, 
entendieron todos los Oficiales con quienes nos fuimos reuniendo antes de asumir, previamente a las 
designaciones. Cuando hablamos de perfil social, sobre todo nos estamos refiriendo a los Jefes de Policía por 
la índole de su función, que ya no es la del viejo jefe político de antaño; es una figura políticamente 
importante en cada departamento y debe tener -ese es nuestro criterio, en el acierto o en el error- un 


determinado nivel general de respaldo en la sociedad de que se trate. Realizamos las designaciones en la 
seguridad de que estábamos, en cada caso, resolviendo lo mejor. 


Inmediatamente después de que anunciamos las designaciones de los Jefes de Policía y Directores Nacionales 
-no con dos o tres días de antelación, sino bastante antes de asumir-, recibimos la información de que en los 
departamentos de Rivera y Artigas no habían caído bien en la opinión pública las personas que habíamos 
elegido. No quisimos apresurarnos; naturalmente, antes habíamos hecho el anuncio y mantuvimos todas las 
designaciones. El 2 de marzo se le entregó a cada uno sus respectivos despachos de designación y recién 
hacia fines del mes de marzo llegamos a la conclusión de que nos habíamos equivocado y que nuestro deber, 
ante el error, era corregirlo pero no hacerlo en forma burocrática, formal o mandando a un funcionario 
jerárquico, sino ir personalmente a cada uno de esos departamentos. En los actos que son numerosos y 
generan mucha expectativa pública, tuve la oportunidad de hablar, de explicar a la ciudadanía de Rivera y de 
Artigas, las medidas de relevo que habíamos adoptado y los cambios que habíamos hecho, precisamente 
explicándoles los criterios y el error que habíamos cometido en cada uno de esos departamentos. 


No quisimos cuestionar ni ir para atrás en los temas relacionados con las carreras profesionales de estos 
jerarcas relevados. Efectivamente, uno presentó la renuncia, no forzado, sino en forma espontánea: el ex Jefe 
de Policía de Rivera. En el otro caso, como eso no ocurrió, se determinó -como estamos habilitados para 
hacerlo- el cese del funcionario y la sustitución por dos destacados Oficiales de Policía, que creo van a 
mejorar grandemente la performance de las Jefaturas de Policía de Artigas y de Rivera. 


Fuimos, hablamos, explicamos, y en el acierto o en el error -ustedes juzgarán; cada uno tendrá sus puntos de 
vista, que para mí son muy respetables-, creemos que hicimos lo que correspondía hacer: lo mejor para el 
instituto policial, para el país, para los departamentos de Artigas y de Rivera. 


Hay otro elemento medular para el fortalecimiento del instituto policial, aparte de acertar en lo posible en las 
designaciones. Creo que jugamos con mucha ponderación; tuvimos en cuenta exclusivamente eso y no los 
antecedentes políticos-partidarios, como en algún caso se nos ha enrostrado. Fuimos abiertos; no nos 
importaba la filiación de nadie, sino que tratamos de ubicar a los mejores en cada uno de los lugares, 
poniendo las mejores piezas, digamos así, que conocíamos en los lugares más importantes del instituto 
policial que, como todos sabemos, están en las Jefaturas de Policía de Montevideo, de Canelones, de 
Maldonado, de Colonia, en algunas Direcciones Nacionales especialmente importantes para la prevención y 
la persecución del delito, sobre todo del delito organizado, como la Dirección Nacional de Drogas o la 
Dirección Nacional de Información e Inteligencia. 


El segundo elemento es el de las Comisarías. Nosotros encontramos, sobre todo en la zona metropolitana, 
pero también en términos generales en el conjunto del país, Comisarías en extrema debilidad, que son la base 
fundamental del desarrollo de las políticas y del servicio policial. En la zona metropolitana, las Comisarías de 
Distrito que se establecieron en los últimos tiempos supusieron una suerte de desmantelamiento de las 
Comisarías, en materia de cometidos, pero también de recursos humanos. Por imperio de movimientos que se 
hicieron en la estructura de grados y de cargos en el instituto policial, nos encontramos con que faltaban 
Comisarios para las Comisarías y que abundaban los Comisarios Inspectores, que por disposiciones legales 
vigentes no podían ocupar las jefaturas de las distintas Comisarías. 


Aquí hicimos dos cosas. Por un lado, potenciar y volver a las viejas Comisarías. Esto nos lo aconsejaron los 
dos comandos de la Jefatura de Policía de Montevideo: el saliente, que visitamos antes de asumir y que ya 
nos había anticipado que la experiencia no había sido buena y que había que volver al viejo sistema de 
Comisaría, y naturalmente que también el nuevo comando, encabezado por ese gran Oficial de nuestra 
Policía que es el Inspector Principal Ricardo Bernal. 


Entonces, había que fortalecer las Comisarías en todo el país y modificar el decreto que las regulaba, en 
cuanto a quién las encabeza y la forma de ampliar sus jefaturas también a los Comisarios Inspectores, a fin de 
disponer de Oficiales cualificados en este intento de potenciar, no solo acá sino en todo el país, las 
Comisarías. 


Un tercer elemento fue el de ordenar la propia casa ministerial, que está y sigue estando todavía llena de 
irracionalidades y de despilfarros. Empezamos por tomar medidas severas respecto del parque vehicular, 
tanto a nivel del Ministerio central -empezamos por la casa-, en donde había un uso absolutamente abusivo, 
contrario al servicio público, y lo extendimos al conjunto del país, a jefaturas y Direcciones Nacionales. 


En nuestro Ministerio, estamos trabajando en otras irregularidades que encontramos, como por ejemplo en lo 
que refiere a los viáticos, que no son tales, en cuanto a los vales de combustibles y en algo aún más 
importante que es la irracionalidad en el manejo de los recursos humanos. No tenemos pocos funcionarios en 
el Ministerio del Interior; son algo más de 28.000. Lo grave es que están muy mal distribuidos. Allí mismo, 
en la casa, en el casco del Ministerio, había 1.200 personas cumpliendo labores, como es obvio, labores 
básicamente administrativas. 


Entonces, empezamos a potenciar los recursos humanos de lugares muy carenciados como, por ejemplo, las 
propias Comisarías, la Dirección Nacional de Cárceles, la Dirección Nacional de Drogas y la propia de 
Migraciones. Estamos sacando el personal que desborda el casco ministerial y llevándolo a otros lugares. Ya 
son algunos centenares menos los que hay, en este momento, en el Ministerio del Interior. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Aunque me gustaría seguir hablando de corrido, por esta vez 
le concedo una interrupción al señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Diputado, la Mesa solicita que los pedidos de 
interrupciones sean dirigidos a ella. 


Puede interrumpir el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera saber si se han detectado irregularidades y abusos en el Ministerio 
del Interior y, en ese caso, si se han iniciado sumarios y si se ha hecho alguna destitución. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Esas irracionalidades y despilfarros fueron producto de 
determinadas políticas que se llevaron a cabo durante un tiempo que desconozco. Nosotros corregimos 
la política y no hemos analizado si detrás de ello hay o no corruptela. Si en el decurso del trabajo de 
superación de esta situación encontráramos irregularidades de ese tipo, tomaríamos las medidas del 
caso. Pero nuestro objetivo es cambiar la política más que ahondar en la investigación de las razones - 
llamémosle así- que estaban detrás de esa política. De todas maneras no rehuimos esa posibilidad. 
Entre otras medidas de administración y de gobierno, estamos tratando de potenciar las labores de 
vigilancia de irregularidades y corruptela en el Ministerio del Interior. Ya estamos trabajando -lo digo 
entre paréntesis- en torno a una Comisión de Asuntos Internos debidamente jerarquizada en el seno 
del Ministerio. Tiene capacidades fuertes en materia de investigación y de dictámenes, justamente para 
ir cambiando la situación del Ministerio desde ese punto de vista. 


Por otra parte, también tomamos medidas con respecto a una partida que se empleaba para un sector de los 
funcionarios del Ministerio -no todos- que recibían una compensación sacada de los fondos confidenciales 
del Ministerio. Esto nos pareció una irregularidad política notoria. Suprimimos radicalmente ese tipo de 
compensaciones que, además, no eran generales en el Ministerio sino para un número de funcionarios -no sé 
la cifra exacta- que se beneficiaban con ese complemento. 


Entonces, estamos empezando a ordenar la casa. Para los próximos meses nos propondremos metas de 
superación de las irregularidades e irracionalidades. Por el informe que me entregó ayer el Director de la 
Policía Nacional, jerarca muy calificado, ya podemos decir que en este proceso de enviar funcionarios desde 
la Secretaría del Ministerio a las distintas dependencias que tenían notorias carencias, se han bajado alrededor 
de ochocientas personas. Además, en el tema de estas irracionalidades estamos trabajando con el criterio de 
que cada uno de los funcionarios de los distintos subescalafones vaya a trabajar en su respectivo 
subescalafón. Desde el punto de vista de la seguridad pública y del mejoramiento del instituto policial para 
prevenir y reprimir el delito, esto quiere decir que todo el personal ejecutivo, salvo excepciones que 
confirman la regla, tendrán que cumplir funciones ejecutivas, y que todo el personal penitenciario tiene que 
cumplir funciones penitenciarias porque, como se verá más adelante, ahí tenemos tremendas carencias y 
penurias de todo tipo. 


Me gustaría hacer referencia a un cuarto elemento en el desarrollo de actos de administración y de gobierno 
en este primer mes. Hemos planteado desde el comienzo, en el discurso del 2 de marzo en la Escuela 


Nacional de Policía -dije bastante más cosas de las que señaló el señor Diputado Lacalle Pou-, que para 
mejorar el instituto policial también tenemos que dignificar la Policía y humanizar el desarrollo del servicio 
policial. Esto también fue expresado por todos los integrantes del equipo de dirección del Ministerio. En ese 
discurso también aclaramos que durante este año tenemos que ejecutar el presupuesto anterior y que los 
sectores sumergidos -no solo los de este Ministerio- iban a ser contemplados en forma gradual en la nueva 
ley de Presupuesto. 


En materia de bienestar social este Ministerio tiene recursos que básicamente salen por aportes de los 
funcionarios en actividad y en retiro. En este plano también encontramos una situación un tanto caótica desde 
el punto de vista del uso de esos recursos en las distintas áreas que hacen al bienestar social de la Policía. 
Antes de asumir creamos varios equipos para estudiar el mejor uso de estos recursos, que no son pocos, para 
optimizar su uso en nuevas políticas sociales, porque no solo se dignifica al policía a través de mejores 
sueldos -que los merecen- sino también a través de una mejor formación, que la necesitan. También son 
necesarias políticas sociales, que son requeridas por aquellos sectores más sumergidos, los que ganan sueldos 
realmente miserables. En esta materia, antes de asumir hemos constituido una Comisión de Asuntos Sociales 
integrada por representantes de las Direcciones Nacionales involucradas en esta temática social, básicamente 
la de sanidad y la de prevención social del policía, que está ultimando una serie de propuestas para mejorar el 
nivel de bienestar social de la Policía. Estas propuestas van desde ampliar los seguros que se han contratado 
con el Banco de Seguros del Estado hasta restablecer el Parque de Vacaciones de la Policía, que está en 
desuso desde hace varios años. 


Desde el punto de vista del papel de la sociedad en el desarrollo de la seguridad pública, estamos evaluando 
lo que hemos encontrado de experiencias anteriores que realizó el Ministerio del Interior en aquella serie de 
Comisiones, de colaboración, de vecino alerta y demás. Sin perjuicio de aprovechar todo lo bueno de esa 
experiencia, la idea es que se potencialice el relacionamiento del trabajo de la seguridad pública con las 
organizaciones sociales, culturales, humanitarias, parroquiales, que tienen arraigo en las barriadas de 
Montevideo y en las ciudades y pueblos del interior. Se trata de aprovechar la experiencia acumulada durante 
años por esas organizaciones y tratar de desarrollar una verdadera trabazón en el trabajo entre todos para 
mejorar la seguridad ciudadana, sin perjuicio de mantener y desarrollar los derechos humanos a lo largo y 
ancho del país. 


En ese sentido, ya hemos integrado diversas Comisiones. Antes de que estallen los problemas de seguridad, 
que sabemos que se dan en distintas áreas, hemos convocado a distintas organizaciones para integrar 
Comisiones de estudio de soluciones y de seguimiento de los problemas de la seguridad, porque los temas de 
la seguridad se acotan en un lado, después saltan por otro, vuelven a acotarse y otra vez saltan. Pero ya 
sabemos que tenemos un gran problema de seguridad rural, no solo por el tema del abigeato. En nuestra 
campaña, que se ha ido despoblando, la ausencia de la gente facilita el desarrollo de distintas transgresiones a 
la ley, que no son solo el robo de ganado, puesto que se dan otras tropelías. Es por eso que constituimos una 
Comisión interinstitucional e intersocial con el fin de que estén todas las organizaciones de productores 
rurales, aparte de las instancias públicas correspondientes. A través de esta Comisión, ya resuelta, vamos a 
delinear las políticas de seguridad rural, donde abrevaremos experiencias aisladas que conocemos de distintas 
patrullas rurales o brigadas especiales para combatir el abigeato, pero ampliando la mira de la seguridad 
rural. 


También hemos creado una Comisión interinstitucional e intersocial de seguridad en el transporte público de 
pasajeros, la que será convocada la semana próxima. Como ustedes saben, muchas veces hay muertes de 
compañeros trabajadores del transporte. 


En el transcurso del mes se nos creó una situación complicada en un barrio debido a los megabailes, que 
también acarrean problemas que van desarrollándose a lo largo y ancho, no solo de Montevideo sino de la 
zona metropolitana. A raíz de esto estalló un problema gravísimo en un barrio, por lo que dispusimos una 
serie de medidas que seguidamente comentaré. A su vez, llegamos a la conclusión de que tenemos que contar 
con una Comisión Asesora Honoraria que integre al gremio de los boliches, de las discotecas, a los vecinos y 
a las instituciones públicas involucradas en los megaespectáculos -tales como la Intendencia Municipal de 
Montevideo, el INAU y los distintos servicios policiales afines a esta temática- para ver si logramos encauzar 
la seguridad pública en el desarrollo de esta actividad bailable lucrativa, pero de entretenimiento al fin, de los 
jóvenes y a veces no tanto. Es decir que también con respecto a este tema hemos resuelto integrar una 
Comisión Asesora de carácter honorario para la articulación de propuestas y para hacer un seguimiento a fin 


de comprobar que lo que allí se propone se está llevando a cabo, que las distintas instituciones públicas y 
vecinales se comprometan a cumplir lo que se acuerde en esta Comisión y que, naturalmente, el Ministerio 
resuelva. 


No crean los señores Diputados que el caso de La Aguada se resume simplemente en el episodio tristísimo, 
trágico, de la muerte de un joven en uno de los locales bailables, que es el Interbailable. 


SEÑOR ALONSO.- Estamos tratando de prestar atención a la exposición del señor Ministro, la que 
indudablemente está articulada para ser una larga descripción de las políticas que el Ministerio 
pretende implementar. 


Con el ánimo de ser cortés, nos gustaría entrar en tema. La convocatoria al señor Ministro ha sido bastante 
amplia, pero todos sabemos de qué queremos hablar. La intervención del señor Diputado Lacalle Pou al 
inicio de la sesión circunscribió el tema sobre el cual estamos preocupados. Seguramente, tendremos muchas 
instancias y quizás en el día de hoy también podamos atender otros asuntos, pero repito, con la mayor de las 
cortesías y el mayor de los respetos que siento hacia el señor Ministro, que entiendo que sería conveniente 
comenzar a hablar de la existencia o no de un proyecto de liberación de presos en el marco de alguna 
estrategia que el Ministerio está manejando, a fin de intercambiar opiniones al respecto y referirnos a la 
forma en que se ha procedido por parte del Poder Ejecutivo en lo que hace a la comunicación de todo este 
tema. 


Lamento haber tenido que hacer esta intervención, pero veo que si no seguiríamos avanzando sobre otro tipo 
de responsabilidades del Ministerio que no dejan de ser importantes, pero la intención de la Comisión -así lo 
convinimos con la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración- era tomar 
contacto directamente con las autoridades del Ministerio del Interior a efectos de conocer qué se está 
pensando respecto de la liberación de presos, y a partir de allí ayudar a que la medida que se implemente o la 
iniciativa que se remita pueda contar, por lo menos, con las opiniones de quienes no estamos participando en 
el Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente de esta Comisión integrada desea aclarar que la citación dice: 
"Información acerca de los lineamientos generales de las propuestas de su Secretaría de Estado". Por 
lo tanto, estamos en tema y no voy a interrumpir al señor Ministro cuando lo está abordando. 
Naturalmente -hablo en nombre de la bancada de Gobierno-, considero que ninguna medida puede 
entenderse aisladamente. Acá tengo un informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana, del año 1998, 
que precisamente dice eso. Me extenderé sobre este punto cuando llegue mi tiempo. El señor Diputado 
Abdala me mira y se ríe porque él integró esa Comisión. 


Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- De cualquier manera, aparte de la aclaración pertinente del 
señor Presidente, para tranquilidad de los legisladores haré el mayor esfuerzo de síntesis posible; pero 
les pido que me dejen informar acerca de los actos de administración y de Gobierno que hemos 
desarrollado y de los que pensamos implementar en algunos aspectos. 


El problema de La Aguada tenía antecedentes de dos o tres años atrás. Ese no fue el primer muerto en ese 
barrio a raíz de los bailes. La gente vivía realmente en un estado de perturbación y alarma durante los fines 
de semana, no solo por los destrozos de los distintos edificios a la salida de los bailes sino también porque de 
noche se cobraba peaje a los vecinos para entrar a sus casas. El Ministerio del Interior resolvió tomar la 
medida de no permitir, en forma temporal, el desarrollo de estos megaespectáculos y generar un espacio 
interinstitucional e intersocial a fin de escuchar a los vecinos y empresarios para buscar soluciones. A los 
pocos días, en la semana siguiente, se logró un acuerdo para superar la situación de alarma social que 
efectivamente vivía el barrio La Aguada. Subrayamos que esta experiencia de conjuntar a los distintos 
sectores para ir resolviendo estos temas de seguridad pública entre todos estará siempre en la agenda de 
nuestro Ministerio. 


(Murmullos) 


Hemos potenciado algunas Direcciones Nacionales que nos son especialmente importantes, en las que ya se 
han producido y se seguirán produciendo cambios. En primer lugar, cabe señalar la Escuela Nacional de 
Policía -para nosotros desde hace muchos años la niña de los ojos de un Ministro del Interior de talante 
humanitario y democrático-, en donde hay mucho trabajo por hacer. Tendremos que aprovechar la 
cooperación interna, la de la Universidad y de otras instituciones educativas del país y del exterior. 


(Murmullos) 


En segundo término, también estamos potenciando y reorientando la Dirección Nacional de Inteligencia 
e Información para que concrete sus objetivos, su misión. 


(Murmullos) 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Señor Presidente: le pido que por favor ordene un poco el 
debate; nadie escucha al señor Ministro porque se está tratando de que se entre en el tema de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido a las señoras y señores Representantes que guardemos el respeto debido 
hacia quien está hablando. 


Estamos en el tema de la citación; ¡tengámoslo bien claro! Esa es la actitud que la bancada de Gobierno ha 
asumido desde siempre: estamos en tema porque sostenemos que los distintos aspectos no pueden tratarse 
aisladamente, ya que no tendría ningún sentido hacerlo. 


Por lo tanto, cedo la palabra al señor Ministro, con las excusas del caso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Asimismo, durante este primer mes hemos realizado algunas 
acciones policiales realmente exitosas, sobre todo en el importantísimo tema de la droga y de la pasta 
base. En el primer mes se hicieron tres intervenciones que golpearon duramente el corazón de este 
proceso, lo que es importante desde el punto de vista del daño que la droga ocasiona en nuestra 
muchachada, en la sociedad en su conjunto, y también es un golpe contra uno de los factores que viene 
incidiendo en la violencia y en el incremento del delito en nuestro país. 


En cuanto a estímulos y recursos para esta Dirección Nacional, quiero decir que hemos hecho avances en 
forma sistemática desde el primer día, trabajando para el próximo presupuesto de la importantísima Ley 
Orgánica Policial, de manera de superar la actual normativa vigente. 


Hemos trabajado también en torno a un nuevo Código de Procedimiento Policial que hace falta al Instituto. 
Además, estamos trabajando en un Código de Ética y en un Código de Faltas. Y aquí hago un paréntesis para 
decir que sobre todas estas iniciativas normativas -más allá del esfuerzo de comunicarnos, de pedir 
asesoramiento, de enviar borradores para que en distintas instancias públicas se enriqueciera la iniciativa de 
esta ley, en la que ahora voy a entrar, y más allá de que esa experiencia no ha resultado de lo mejor-, vamos a 
insistir en un procedimiento acerca del que he hablado con algunos dirigentes políticos. Me refiero a que 
cuando tengamos las pautas fundamentales de cada uno de estos proyectos o decretos, las vamos a hacer 
circular como tales, como pautas, para que todos los sectores políticos y sociales puedan arrimar sus 
sugerencias, sus propuestas, sus críticas, lo que nos permitirá, cuando nos sentemos a articular la iniciativa 
legislativa del Ministerio del Interior, recoger lo más posible esas sugerencias, de forma que cuando el 
proyecto de ley venga al Parlamento cuente con varios asesoramientos, varios pasajes en la búsqueda de 
amplio consenso, porque es fundamental que lo tenga alguna de estas leyes. 


Se trata de un nuevo procedimiento que en nuestra opinión en el futuro va a rendir buenos frutos; señal 
también de un estilo que lleva adelante este Ministerio del Interior. 


En suma -y aquí termino el capítulo sobre seguridad pública e instituto policial-, quiero decir, con total fuerza 
y convicción, que un altísimo porcentaje de nuestra preocupación y de nuestro trabajo en el Ministerio del 
Interior ha estado y seguirá estando en este eje vertebral de la seguridad pública. 


Con respecto a la crisis humanitaria en las cárceles debo decir que, por lejos, es la peor que ha ocurrido en los 
últimos veinte años. Vamos a dar muy breves pinceladas sobre la materia, sobre la crisis y la emergencia 


humanitaria que hemos heredado, para entrar concretamente en el proyecto de ley. 


Pero antes de ello quiero decir que hay una relación muy estrecha entre resolver bien los problemas 
penitenciarios en cualquier país y los temas de la seguridad pública, porque no es lo mismo que salga un 
procesado o un penado bien rehabilitado, reeducado, con capacidades laborales que de repente no tenía al 
ingresar al establecimiento carcelario, a que salga un delincuente aún peor, como está ocurriendo en la triste 
realidad penitenciaria del Uruguay de hoy. Entran a las cárceles por haber delinquido y salen mucho más 
peligrosos que antes. Tenemos que revertir esta situación entre todos; esto no lo descubrí yo, no es una 
originalidad mía; estoy seguro de que ustedes también lo comparten. 


Cuando hablamos de sistema penitenciario no solo lo hacemos por razones humanitarias sino también de 
seguridad pública, de mayor tranquilidad para nuestra población. 


En breves pinceladas, ¿cuál es la situación que tenemos hoy en día? Tenemos alrededor de siete mil 
quinientos penados y procesados en los establecimientos carcelarios. Hay números que se van ajustando; voy 
a dar cifras generales. Además, hay alrededor de tres mil plazas en el conjunto de estos establecimientos. No 
diremos si son buenas o malas; en general todas son muy malas. Quiere decir que hay condiciones inhumanas 
de alojamiento. Seguramente, hay más de cuatro mil personas que no tienen lugar. Y cuando digo que no 
tienen lugar, quiero decir que no tienen cama, ni colchón; duermen en el suelo. Esta es la realidad que 
tenemos. Pero esa misma realidad de vida absolutamente inhumana, violatoria de los derechos del hombre, 
también la vive el policía. 


El personal policial para estas tareas es escaso; sobra en un lado y escasea en otro. Esto genera una relación 
entre el policía -que en realidad tendría que ser el personal penitenciario- y el recluso absolutamente contraria 
a la práctica internacional que habla de un guardia penitenciario cada veinticinco reclusos. Y hay lugares, 
señoras y señores Diputados, donde la relación es de un policía para ciento treinta o más reclusos. El 
COMCAR es el ejemplo lapidario de esta realidad. 


Esto tiene dos graves consecuencias, no digamos en los temas del tratamiento y la profilaxis del delito -que 
en esas condiciones no puede existir-, sino en la propia actividad laboral del policía que trabaja en un 
régimen de una semana sí y una no. Durante una semana entera debe estar las veinticuatro horas del día en el 
servicio penitenciario, lo cual hace que acumule jornadas semanales; es violatorio de la ley de jornada 
máxima, ya que se ven multiplicadas por tres, por cuatro o por cinco. 


A esa relación desventajosa del policía -que a veces carece hasta del mínimo equipamiento, de botas, de ropa 
de trabajo-, se agrega que sufre las mismas penurias alimentarias de los reclusos; es una suerte de recluso una 
semana sí y una semana no. Esa relación tan desventajosa genera episodios como el que ocurrió en este mes 
de marzo. El desborde de los reclusos con respecto al personal policial dio lugar a que un oficial oriundo de 
Rivera sufriera un ataque muy fuerte. Este hecho provocó la inmediata aplicación de una sanción en ese 
módulo y, naturalmente, la atención médica, psicológica y económica que dispusieron las correspondientes 
Direcciones Nacionales de Sanidad y de Asistencia Social Policial. 


La relación que existe en Uruguay entre el número de procesados y penados y el conjunto de los habitantes 
del país nos coloca en unas tasas que solo dos países de América Latina superan. Tenemos una tasa de 
prisionización -denominación que utilizan los técnicos y que a mí me cuesta usar porque soy medio paisano- 
absolutamente elevada que habla a las claras de que no solo el sistema judicial -permítaseme decirlo- sino 
también el legal lo están determinando. De esos siete mil quinientos reclusos, casi la mitad son primarios, y 
de ellos, un altísimo porcentaje son jóvenes. Como se comprenderá, la situación de la salud en estas 
condiciones es crítica, no solo por la carencia de personal sanitario sino, al mismo tiempo, por las 
condiciones de vida de los reclusos, que es campo fértil para todo tipo de enfermedades, de algunas de las 
cuales ya ni se hablaba, como la sarna o la tuberculosis, y otras más modernas como el sida. 


En cuanto a la salud tenemos dos problemas. Uno es la atención en los recintos carcelarios -en algunos 
lugares es extraordinariamente crítica- y el otro es la asistencia hospitalaria. Al desaparecer la Cárcel de 
Punta Carretas, que tenía el hospital penitenciario dentro el sistema, nos quedamos sin ese servicio, por lo 
cual la atención hospitalaria y de clínicas especializadas se tornó un verdadero vía crucis para el sistema 
penitenciario uruguayo, puesto que hay resistencia inclusive en los hospitales públicos para resolver estos 
problemas. 


En los últimos años creció a más del doble la cantidad de reclusos y no se tomaron las previsiones financieras 
para mejorar el presupuesto de alimentación, por lo que heredamos una situación absolutamente 
impresentable que, como dije hace un momento, es sufrida también por el propio policía de custodia. En 
suma, no solo se siguen incumpliendo los deberes constitucionales en materia de procesados y de penados 
sino que también se violan incontables derechos humanos de los presos y de quienes los custodian. 


¿Cuáles son -para ir después a las medidas del Gobierno en esta materia- las causas que han generado, desde 
nuestro punto de vista, en el acierto o en el error, esta verdadera inflación penitenciaria que sufre el país? 
Están las causas tradicionales del delito, pero también hay algunas nuevas sobre las cuales tenemos que fijar 
la atención. Me refiero al impacto de la brutal exclusión social, al impacto de la droga en materia delictiva y 
al impacto de algunas leyes aprobadas en la Legislatura anterior, con perdón de los legisladores de aquella 
época. 


Una de las primeras medidas que empezamos a desarrollar en el período de transición, en el Hotel Presidente, 
fue la creación de comisiones de todo tipo, en las que se cruzaban operadores penitenciarios de todas las 
áreas del Poder Judicial, Magistrados, Fiscales y Defensores de Oficio, que escucharon todas las voces. Para 
ello contamos con dos asesores como equipo de coordinación, pero fueron decenas y decenas los 
profesionales y los técnicos que nos ayudaron a pensar cuáles podrían ser las primeras medidas para enfrentar 
esta verdadera crisis humanitaria que íbamos a asumir, este Estado violador de los derechos humanos que 
íbamos a tener la responsabilidad de conducir. El doctor González y la doctora Rodríguez se reunieron en 
diciembre, enero y febrero con decenas y decenas de personas y nos ayudaron a pensar cuáles serían las 
medidas para enfrentar la situación y sus causas, porque no se puede solamente atender la situación 
penitenciaria sino que hay que apuntar a los elementos fundamentales, a dónde están las causas que 
generaron esta verdadera explosión de reclusos en el sistema penitenciario uruguayo. 


En el tema del hacinamiento, lo primero que pensamos fue que ese incremento brutal de penados y de 
procesados que se había producido debía ser atendido mediante la ampliación de la capacidad locativa de los 
recintos carcelarios, tema en el que los señores Diputados seguramente habrán pensado. Empezamos a 
trabajar en esta materia, y los primeros quince días después de asumir, a través de un notable trabajo del 
Departamento de Arquitectura del Ministerio del Interior pudimos tener un "dossier" del estado locativo 
carcelario en todo el país. Se trataba de conocer las carencias de todo tipo, no solo en la parte de alojamiento 
sino también las situaciones que presentaba cada uno de los servicios. 


Vamos a hacer otro paréntesis. Conviene decir que el sistema carcelario uruguayo no es un sistema sino un 
caos, porque hay una Dirección Nacional Penitenciaria que atiende cuatro o cinco cárceles, está el CNR -una 
experiencia piloto interesante- y las diecinueve cárceles departamentales, cada una de las cuales tiene una 
Dirección y un gobierno independiente. 


Como decía, en los primeros quince días de gestión no solo supimos a ciencia cierta cuáles eran la situación 
locativa y las posibilidades de ampliar algunos recintos o contar con otros, sino las posibilidades que había de 
actuar desde dentro del propio Ministerio del Interior. 


Podemos mencionar los adelantos que hemos hecho en esta materia. En Libertad, para reconstruir el carcelaje 
que se destruyó en el último o penúltimo motín, hicimos un proyecto junto con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, y con alrededor de un millón de dólares se podrá agrandar el recinto. Ya están cubiertos los 
dos anillos de seguridad y con esa inversión se lograrán setecientas plazas más. 


Se está ultimando el proyecto para una nueva cárcel en las afueras de Canelones. Allí también vamos a poner 
recursos para terminarla, con lo que lograremos quinientas plazas más. 


Si utilizamos a "full" el CNR, sin perder su carácter de experiencia piloto interesante para el futuro Instituto 
Nacional de Rehabilitación, ganamos doscientas plazas más. Este local se construyó hace bastante tiempo y 
funciona con un tercio de su capacidad. En esta situación de hacinamiento nos damos el lujo de tener un CNR 
ocupado en la tercera parte. 


También tenemos la posibilidad de incrementar la capacidad de Cabildo ya que se amplió el inmueble. Allí, 
con no muchos recursos, vamos a generar descompresión entre las mujeres reclusas en la Cárcel de Mujeres. 
Se está estudiando lo que podría representar el reciclaje de la barraca del COMCAR, porque con no muchos 
recursos financieros se podría ampliar su capacidad, ya que tiene la seguridad perimetral cubierta en 


trescientas plazas más. Todo esto lo puedo decir porque desde el comienzo constituimos una Comisión de 
infraestructura carcelaria integrada por los Ministerios del Interior y de Transporte y Obras Públicas y la 
Facultad de Arquitectura, que está desarrollando una intensa labor. Cuando esta se constituyó los primeros 
días de marzo, se le planteó trabajar en dos frentes: mejorar lo que tenemos, ampliando la capacidad locativa, 
y visitar aquellos inmuebles del Estado que pudieran ser adecuados, paulatinamente. Entre ellos, hay algunos 
de ANCAP, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y otros que ha prometido el Ministerio de 
Defensa Nacional. Habrá que visitarlos y en el momento en que se nos franquee la puerta la Comisión hará el 
trabajo pertinente. Luego tomaremos las medidas más sabias posibles para utilizar lo que el Estado no emplea 
y mejorar la infraestructura carcelaria en nuestro país. Ese tema lo tenemos planteado desde el primer día. 


En cuanto al tema de la salud, en los primeros días creamos una Comisión interinstitucional con el Ministerio 
de Salud Pública y una representante cualificada en la materia de la Suprema Corte de Justicia. Allí se ha 
venido avanzando en esa doble dirección: mejorar la asistencia en recintos carcelarios y resolver la situación 
de 7.500 reclusos que no tienen un hospital penitenciario y tienen que pasar todo tipo de dificultades para ser 
atendidos. Estamos trabajando en ello y pensamos involucrar a sectores de la sociedad civil, como el 
Sindicato Médico del Uruguay, la Asociación de Estudiantes de Medicina, la Facultad de Medicina, sistemas 
de asistencia médica colectiva, etcétera. Desde el primer día empezamos a tomar medidas para resolver entre 
varios actores el tremendo problema de salud que tienen los establecimientos carcelarios. 


Me voy a referir ahora al tema de la alimentación. Una de las primeras órdenes que dimos a la Dirección 
Nacional de Cárceles y también impartimos a las Jefaturas de Policía de todo el país fue que hicieran un 
proyecto para mejorar la dieta de los reclusos, que fuera humanamente suficiente, y nos pusieran los números 
arriba de la mesa, para ver de dónde sacábamos los recursos, a fin de que este nuevo plan alimentario se 
pudiera llevar adelante. Estamos en eso. 


Hemos ido dos veces al Patronato, cuya Junta Honoraria preside el mencionado gran ciudadano de este país, 
don Oscar Ravecca, y que integran figuras de la talla de la doctora Jacinta Balbela y otras. Como dice el 
doctor Ravecca, este Patronato es la cara social del sistema penitenciario y la verdad es que desarrolla una 
labor encomiable, a pesar de que tiene muy poca prensa. La primera visita que hice antes de asumir mi cargo 
en el Ministerio del Interior fue al Patronato. En esa oportunidad, el doctor Ravecca me arrimó un carpetón 
con materiales: el informe Tommasino y una cantidad de antecedentes legislativos del ámbito penitenciario, 
así como la ley de 1985 sobre libertades anticipadas y provisionales, a la que me voy a referir cuando entre a 
considerar directamente el proyecto de ley. 


Además, quiero expresar que este mes hemos firmado un proyecto de seguimiento para una zona del 
departamento de Tacuarembó. Se trata de un convenio entre la Intendencia Municipal de Tacuarembó y la 
Suprema Corte de Justicia para atender a los procesados sin prisión o a aquellos que, a pesar de haber sido 
indagados, finalmente no fueron procesados por falta de pruebas. Se pretende crear un equipo técnico para 
hacer el seguimiento de esta gente, reconducirla y evitar que prosiga en cauces delictivos. Para ello vamos a 
destinar tres técnicos que dos veces al mes visitarán San Gregorio de Polanco y Paso de los Toros, a fin de 
atender esta problemática. 


Asimismo, estamos auspiciando un proyecto de una ONG de Cerro Largo, relativo al desarrollo de políticas 
educativas en la cárcel de dicho departamento. No solo vamos a tratar de acompañar esas iniciativas, sino 
también de estimularlas, porque creemos que van a ayudar mucho al sistema penitenciario en su conjunto. 


¿Cuáles son las expectativas de nuestra política penitenciaria en tres pinceladas? Visualizamos nuestro 
trabajo en el quinquenio en tres fases. La primera -en la que estamos- es superar la crisis humanitaria, es 
decir, humanizar las cárceles, ponerlas en el camino de lo que deben ser. La segunda fase es lograr un sistema 
único penitenciario dentro del Ministerio del Interior y superar estos más de veinte sistemas penitenciarios 
que conviven en un caos infernal de estructuras. Finalmente, la tercera fase -que se llevará a cabo a fines del 
quinquenio- consiste en aprobar una ley por la que se crea el Instituto Nacional de Rehabilitación. El buque 
insignia para nosotros es el proyecto de ley de nuestro gran compañero y amigo, el ex Diputado Díaz 
Maynard. Naturalmente, pretendemos construir esta iniciativa entre todos -como todas las cosas importantes, 
entre todos-, para que no sea patrimonio de nadie. En ese sentido, vamos a tener que trabajar muy duro, 
porque la transición entre lo que tenemos ahora y lo que tendría que ser no solo va a costar reflexión, sino 
imaginación, ideas y recursos económicos y humanos preparados para un cambio cualitativo de la política 
penitenciaria nacional. 


Vamos a entrar al tema del proyecto de ley. Antes que nada quiero aclarar que todavía estamos elaborando el 
borrador. Seguidamente, voy a explicar por qué han ocurrido estas cosas. En primer lugar, quiero expresar el 
sentido de este proyecto. No solamente se trata de aportar desde la ley una medida para alivianar, aligerar la 
situación penitenciaria, sino que también se pretenden conseguir otras cosas. En el tema del 
descongestionamiento es donde nos surgen las grandes dificultades y dudas, no en otros. Cuando nuestros 
asesores confeccionaron un borrador de proyecto -en un proceso que explicaré-, sobre el que había sido 
consultada mucha gente cualificada -como dije hace un rato, en el Hotel Presidente-, en el que se integraba 
una serie de medidas, que van más allá del descongestionamiento y que pretenden humanizar el sistema 
penitenciario para mejorar la seguridad pública -ese podría ser el título de la ley, porque todavía no lo tiene-, 
se pretendió utilizar el mecanismo legal como una contribución al gran tema del hacinamiento carcelario, 
pero no la única. No trabajamos en esa única dirección. Nunca pensamos en mil ni en mil quinientas personas 
liberadas. Nuestra duda era componer una solución equilibrada. Esto lo dije otras veces públicamente, pero 
eso a veces no lo recogen los diarios. El equilibrio debe ser entre las liberaciones anticipadas y las 
provisionales que nosotros vayamos determinando en forma gradual, a través del instrumento de la ley, y no 
del proceso penal, que atasca todas las situaciones de penados y procesados -procesados con largas 
preventivas y penados con las dos terceras partes de la pena cumplida que no reciben ninguno de los 
beneficios excarcelatorios del sistema- por trabas objetivas del sistema procesal penal. 


Entonces, tiene que intervenir el poder político, tiene que intervenir la ley para aligerar esta situación y 
generar las condiciones de salidas -vía libertades provisionales y anticipadas- que tengan la capacidad, a 
través de los patronatos, de asistir esas salidas y vigilarlas. Esa es la técnica que nosotros copiamos letra por 
letra de la ley del año 1985, que votamos casi todos los sectores, aunque parece que el Herrerismo no lo hizo. 
Nuestro sector acompañó esa idea que, si mal no recuerdo, fue propuesta por la doctora Adela Reta, una 
estupenda penalista que todos quisimos y seguimos queriendo. 


En aquel momento -como también sucedió previamente a nuestra asunción-, el reclamo que se hacía era el de 
la amnistía, motivado en el hecho de que los primeros días de la Legislatura de 1985 habíamos votado la 
llamada ley de amnistía para los presos políticos del país. A nosotros nos gustó aquella técnica jurídica 
empleada, que no era la de amnistía para los presos comunes, porque no se corresponde. Las amnistías que, 
precisamente, extinguen los efectos del delito se piensan para situaciones excepcionales, generalmente de 
carácter político y no para la delincuencia común. Esto no quiere decir que en aquel momento no hubiera 
también una presión -no esta que tenemos nosotros por parte de siete mil quinientos presos-, pero la había, 
aunque tal vez fuera más psicológica que objetiva o fáctica por parte de los centenares de reclusos -mil o mil 
quinientos- que había en aquella época. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El Ministro reflexiona bien en torno al tenor literal de la ley, 
pero quiero recordar que claramente esa ley surge en un contexto del país que nada tiene que ver con 
el presente. Tengamos un punto de entendimiento en este aspecto. Es una ley que naturalmente permite 
alivianar la presión de los establecimientos penitenciarios, pero surge de un Poder Judicial que estaba 
totalmente maniatado y estábamos en un país donde la redemocratización implicaba muchas cosas. La 
comparación vale, en todo caso, como instrumento legislativo, pero no es lo mismo. Admito que el 
señor Ministro traiga esa ley al presente, pero quiero decir que, dado que los jueces de aquella época 
aplicaban la ley con una severidad descomunal, ¿cómo no utilizar en ese momento una ley para 
descomprimir, para descongestionar? 


Está bien que el señor Ministro traiga el texto, porque si eventualmente le sirvió de fundamentación para 
trabajar, bienvenido sea, pero no es lo mismo lo que pasó en aquel Uruguay que lo que sucede en el Uruguay 
de hoy con veinte años de democracia. Su planteamiento tiene mucho más que ver con el funcionamiento del 
proceso penal. 


No le hago una picardía, pero me llamó la atención que no se haya entrado por el lado del proceso penal. El 
Secretario de la Presidencia hizo de esta una bandera central de su reflexión jurídico-política. Tenemos un 
Código del Proceso Penal en "stand by" desde hace un tiempo importante. Pienso que se trata de dos 
carreteras simultáneas: por un lado, encontramos su planteamiento de fondo en materia de seguridad pública 
en clara concordancia con una reforma del proceso penal que se está imponiendo y, por otro, lo que al señor 
Ministro le genera estas consecuencias y afecta el sistema de seguridad pública, en buena medida es el mal 
funcionamiento del proceso penal. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Efectivamente, comparto con el señor Diputado Abdala esa 
diferencia de situación entre el año 1985 y el 2005. Asimismo, considero que también hay otra 
diferencia; no podemos comparar la situación de explosión penitenciaria que tenemos ahora con la de 
aquel momento. 


Yo simplemente me referí a la ley -y ahora lo voy a explicar- porque fue un principio de inspiración como 
herramienta jurídica para superar reclamos de amnistía por una vía, a nuestro entender, técnicamente mejor y 
no porque se tratara de iguales situaciones, ya que veinte años después nada puede ser igual. 


En cuanto al proceso penal, siempre he dicho que genera grandes situaciones de atascamiento, porque gente 
que ya debería tener el beneficio de la libertad anticipada o provisional, no lo tiene. Eso está contemplado en 
esta ley; es de las cosas sobre las cuales no tenemos dudas. Estoy hablando de crear en definitiva esa 
Comisión para que, a partir de proyectos muy concretos y muy realistas que existen aquí en el país, se traiga 
al debate parlamentario rápidamente una propuesta -tal vez en dos tiempos- o una reforma más cortoplacista 
con los elementos con que contamos. Entonces, podríamos dejar un espacio mayor para una reforma más a 
fondo del proceso penal uruguayo. 


¿Cuál fue el punto de partida en la elaboración de este borrador, que todavía no es proyecto de ley porque no 
lo tenemos articulado? El punto de partida era derogar algunas normas de leyes anteriores que, a nuestro 
entender, habrían generado una parte de esa infracción penitenciaria sobre la que nos hemos referido. No 
estoy diciendo que se deba derogar todas las normas, sino buena parte de ellas. Además, sobre este tema nos 
hacemos eco de la opinión prácticamente unánime de la Cátedra de la Facultad de Derecho. Después, para 
tranquilidad de ustedes, podremos ampliar en esta materia. Pero quiero aclarar que, para tranquilidad de los 
señores legisladores, el delito de copamiento no lo derogamos. 


A raíz de esa visita al Patronato, se me prendió la lamparita y recordé la ley de 1985. Los presos me 
preguntaban si iba a votar o no la amnistía. No lo hemos estudiado porque a mí no me gustaba, ya que creo 
que la amnistía funciona para otras situaciones y no para la delincuencia común. 


El bien querido y apreciado doctor Oscar Ravecca me arrimó la Ley N* 15.743 sobre libertad anticipada y 
provisional que establece: "Se aprueba por única vez un régimen excepcional para presos comunes". Este es 
el punto de arranque de los artículos correspondientes a nuestro proyecto de ley. Empezamos prácticamente 
calcando el proyecto, que en su artículo 2*, luego de hablar del régimen excepcional de libertad anticipada y 
provisional que se establece en la presente ley, expresa que "[...] se aplicará, por única vez, a los penados y 
procesados que estaban privados de libertad al 1 de marzo de 1985 [...]". Esta es una de las cosas que 
mantenemos, cambiando el año, naturalmente. "Cualquiera sea la naturaleza del delito", decía, pero nosotros 
nos dimos cuenta de que en las actuales circunstancias no era posible aplicar eso porque disparaba el número 
de personas que estarían en condiciones de salir. 


Después, el artículo 2* dice: "El Juez de la ejecución, de oficio y sin más trámite, otorgará la libertad 
anticipada a los penados comprendidos en el artículo 1% de esta ley, cuando hayan cumplido la mitad de la 
pena impuesta por sentencia definitiva basada en autoridad de cosa juzgada". En las actuales condiciones, 
una norma así como está aquí -más allá de que en algunos de los primeros borradores eso estaba incluido- 
nos dispararía inconvenientemente el número de reclusos a ser liberados. Nosotros queremos el instrumento 
de la ley no para liberar masivamente sino para, desde la ley, contribuir a descongestionar en un número 
razonable, compatible con la capacidad que tengamos desde el Patronato, en forma gradual, de asimilar esta 
situación. Se trata de ayudar por vía de la ley y no solo haciendo más locales, porque esta es una vía mucho 
más rápida que la otra para mejorar la situación de hacinamiento. Por eso se adoptó en los primeros meses de 
1985, ya que era una forma rápida de resolver ese problema. 


El artículo 3” se refería a los procesados sin condena. Se tomaba como base el cumplimiento de la mitad de la 
pena que le hubiera correspondido para los distintos casos o etapas del proceso penal: si estaba en sumario, 
en unificación de pena, etcétera. 


Esa es la técnica que nosotros hemos pensado para esta parte del proyecto. Pero, como dije, esto no es lo 
único que trae el proyecto. Antes de explicarles nuestras vacilaciones y nuestras dudas -producto de que no 
teníamos todos los elementos informativos, ni de la Dirección Nacional de Cárceles ni de la Suprema Corte 
de Justicia: cuando los tuvimos, empezamos a hacer los ajustes, de los cuales ustedes fueron enterándose 


porque, como en todas las cosas, estas escapan a veces al control de quienes están trabajando-, quiero hacer 
hincapié en un aspecto al que hace referencia la doctora Reta, un año después, en 1985, en un artículo que 
publicó el diario "El País". La originalidad de esta ley de 1985 es doble. Por un lado, emplea una técnica de 
libertades anticipadas y de libertades provisionales aligeradas para el cumplimiento de ese beneficio que en 
todo sistema penal tiene una persona procesada o penada: la posibilidad excarcelatoria por esa doble vía. 
Pero, por determinadas circunstancias -las de 1985 y las actuales-, estamos en una situación de gran 
explosión penitenciaria a atender. 


Entonces, aquí estaba la medida para facilitar por una sola vez esas libertades, en el caso de 1985 sin ningún 
tipo de limitación y en el caso nuestro, por razones obvias, con bastantes excepciones a esta nueva modalidad 
de beneficio excarcelatorio. 


Está el tema del papel del Patronato, de lo que es salir bajo su vigilancia y atención y de lo que es salir -como 
sale normalmente un delincuente que se benefició de la libertad provisional antes de ser condenado o, 
habiendo sido condenado, por el transcurso de determinado tiempo de condena logra el beneficio de la 
libertad anticipada- con una vigilancia burocrática de la Policía, que anota donde está, pero nadie controla. 
No es lo mismo. 


Cuando hablamos del índice de reincidencia, en 1985 alcanzaba al 24% y ahora trepó al 40%. Estamos 
hablando de las situaciones normales, de las salidas con beneficios excarcelatorios sin la vigilancia, sin la 
atención de la persona liberada y de su familia que en aquella oportunidad hizo el Patronato. La doctora Reta 
pone el acento en esto y tal vez nos enseña un camino que quizás tendríamos que estabilizar para que el 
sistema de excarcelaciones en el futuro proceso penal uruguayo no termine con liberados que no estén 
contenidos de alguna manera en la primera etapa de su salida en libertad. Deberían estar contenidos desde el 
punto de vista de la asistencia y de la vigilancia. En el marco de aquella ley -en la que proyectamos, 
también-, si el liberado no cumple las normas y los planes de asistencia y de vigilancia del Patronato, este 
directamente pide a la Policía que lo detenga, vuelve al establecimiento carcelario de origen y pierde el 
beneficio. No se trata de salir para hacer lo que se quiera, sino de salir bajo la vigilancia, atención y asistencia 
del patronato. 


Aquí tenemos una ventaja relativa con respecto a 1985. Vamos a tener fondos liberados en el Plan de 
Emergencia Social -donde hay un representante del Ministerio del Interior- para atender no solo la situación 
de esa franja de policías en estado de necesidad económica brutal, sino de los familiares de los presos. 
Cuando salgan estos y otros presos habrá que integrarlos al Plan de Emergencia. Esa es otra manera de 
ayudar a bajar el índice de reincidencia. La eficacia de un sistema penitenciario, cuando se llega al último 
recurso de la reclusión, radica en que cuando el preso salga reincida lo menos posible. Se trata de bajar ese 
porcentaje, como se bajó en 1985, inspirándonos en la técnica de esa ley. 


Adviértase lo que decía la doctora Reta: "Que el año pasado incorporamos a la Ley N* 15.743 del 14.5.85 una 
disposición para que los liberados no quedaran sometidos a la vigilancia policial, sino a la vigilancia del 
Patronato de Encarcelados y Liberados, que se reflotó y que funciona ahora, con mucha eficacia, no solo en 
Montevideo, sino en todo el país y que determinó que con respecto a aquellas personas que quedaron 
comprendidas dentro de la ley, el índice de reincidencia bajó del 16% al 8%, lo que está indicando que se va 
por buen camino, cuando se busca una forma de libertad vigilada, pero que no sea una vigilancia puramente 
de control sino de carácter asistencial. Que el preso libre, que ha estado separado de la sociedad, la familia, 
que está solo y marcado, tenga como sentir apoyo". 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Yo tengo la misma admiración que usted por el señor Oscar 
Ravecca: enorme. Es un personaje al que algún día la nación tendrá que tributar el homenaje que 
merece, ya que ha dedicado su vida a estos temas. 


Ahora bien: el planteo que usted hace implica una reformulación absoluta del Patronato. No podemos 
funcionar con ese minipatronato que existe, lo cual implica una enorme cantidad de recursos, para montar un 
Patronato distinto. 


El propio señor Ravecca decía, en torno a esto que está sucediendo, que la inquietud que se vislumbra en los 
establecimientos carcelarios "es natural, en la medida en que para los reclusos la libertad es el bien más 
preciado". 


La única manera que tenemos de ayudarlo con seriedad, señor Ministro -lo digo con buena disposición y 
talante constructivo-, es cuando empecemos a trabajar en el proyecto, porque ahora -se lo digo con buen 
ánimo- escuchamos su parecer, sus opiniones, sus deseos, sus ambiciones, sus anhelos, pero estamos en el 
aire. En algún momento, cuando termine esta reunión, mañana, pasado mañana o cuando usted lo entienda, 
tendremos que trabajar sobre el borrador al que se está haciendo referencia para poder colaborar. 
Francamente se lo digo. 


Uno siente que todo lo que usted plantea constituyen planteos y deseos muy constructivos, pero nos 
preguntamos cómo, cuándo, con qué recursos, bajo qué modalidad y en cuánto tiempo se podrá concretar ese 
Instituto Nacional de Rehabilitación cuya naturaleza desconocemos. Como decía un compañero, ese es el 
quid de la cuestión. 


Insisto: estamos para ayudar, pero tenemos que aterrizar un poco más y disponer del material. Disculpe la 
intervención; no lo estoy interpelando. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Vamos a ver si ahora me dejan terminar, porque si no no 
vamos a entendernos. 


En la intervención del señor Diputado Washington Abdala se mezclan cosas. Cuando hablamos del Instituto 
Nacional de Rehabilitación no decimos que va a estar mañana; está previsto en la tercera fase, en el tramo 
final del quinquenio. Lo que hago es un anuncio para que ustedes tengan una idea de hacia dónde vamos, de 
cuáles son las perspectivas, de modo que puedan cumplir la función de contralor que les corresponde. Ahora 
estamos abrumados por la crisis humanitaria; ni siquiera estamos saliendo de ella como para que hablemos de 
otra cosa. De todos modos, me pareció constructivo que supieran cómo pensamos encaminar el trabajo en 
esta materia. 


Ya se ha aclarado la técnica jurídica que empleamos y el sistema de libertad asistida y vigilada que 
proponemos; falta responder si el Patronato de Montevideo y los del interior estarían capacitados para 
cumplir con la labor que le cometerá la futura ley, o como lo hizo la de 1985. Por nuestra parte, ya estamos 
disponiendo de más recursos humanos para el Patronato y vamos a acercarles todos los que sobran en otros 
lugares, a fin de ampliar su función y hacerla permanente. La idea es que alcance no solo a estos liberados 
sino que se desarrolle lo suficiente como para que se constituya en el organismo de vigilancia y asistencia del 
futuro liberado del país. 


Además, pensamos dotarlo de los recursos financieros que sean necesarios; los medios que se hayan 
empleado para otras cosas, los utilizaremos para lo que sea preciso a efectos de superar esta tremenda 
situación de crisis humanitaria. 


¿Cuáles son las otras normas que incorpora el proyecto, sobre las que casi no tuvimos dudas desde el 
comienzo, cuando se partió de la derogación de normas inflacionarias y se siguió con el análisis de la ley de 
1985, que fue una fuente de inspiración? En primer lugar, en uno o dos artículos incorporamos un capítulo 
sobre la redención de la pena; se trata de que quien trabaje o estudie tenga la posibilidad de achicar la pena 
que le corresponde. Esto tiene dos efectos; por un lado, estimula la posibilidad de rehabilitación del recluso - 
es un estímulo moral para que estudie, trabaje y se rehabilite- y, por otro, en la medida en que achicará la 


pena, redundará en una disminución del número de reclusos, porque llegará antes el momento de salir en 
libertad. 


Además, incorporamos como norma programática la creación de un Centro de Asistencia a las Víctimas del 
Delito. Siempre se ha hablado de las víctimas pero, según lo que yo sé, no se ha concretado ni ha habido un 
proyecto de ley para la creación de un Centro que las atienda. Esta norma no es solo programática -lo que ya 
constituye un paso institucional importante- sino que, además, hasta que el Presupuesto no nos dé otra 
posibilidad, comete a la Dirección Nacional de Prevención Social del Delito -que está quedando sin 
cometidos, porque la prevención social está en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social- la atención de la 
víctima, lo que en el futuro será tarea del centro, patronato o instituto que se cree a tales efectos. 


También incorporamos un artículo para ratificar el protocolo facultativo a la Convención contra la Tortura, lo 
que constituye una señal de que el Ministerio toma rumbos nuevos en la materia. 


Asimismo, está prevista la creación de una Comisión de Reforma del Código del Proceso Penal, porque 
entendemos que en eso radica una de las claves para tener un mejor sistema penitenciario. Aclaro que no es 
esta la única clave para lograrlo -estamos hablando del proceso-, pero es muy significativa en la actual 
situación. 


Por otra parte, hemos pedido información acerca de un tema que responde a una inquietud del señor Diputado 
Lacalle Pou: la ley de penas alternativas. Se trata de una muy interesante medida de políticas penitenciarias 
que intenta vías alternativas para resolver el tema de los transgresores de la ley, pero que ha tenido escasa o 
nula aplicación. Estamos analizando los factores legales o materiales que impiden que esta ley cumpla el 
papel progresista que le corresponde como una de las vías para encauzar a los transgresores de la ley. La idea 
es tomar medidas al respecto y, en todo caso, incorporarlas en este proyecto. Reitero que estamos pidiendo al 
Poder Judicial la información pertinente para ver si es posible incorporar alguna norma que colabore con esta 
ley de mejora de la situación carcelaria en el país. 


No sé si podré contestar todas las preguntas; he anotado con prolijidad lo que planteó el señor Diputado 
Lacalle Pou para que lo que no quede comprendido en esta exposición general pueda ser subrayado en 
cuestiones particulares. 


El último capítulo refiere a un tema de administración y de Gobierno, sujeto a la atenta vigilancia del 
Parlamento Nacional; tiene que ver con la forma en que hemos venido manejando la bomba de tiempo que es 
la situación en las cárceles. Haré una breve referencia a los antecedentes en esta materia, porque en esta ya 
larga transición democrática hubo varios Gobiernos en los que se produjeron diferentes estallidos; estoy 
hablando desde el primer Gobierno del doctor Sanguinetti hasta las últimas Administraciones. Ha habido 
huelgas de hambre con muertes antes y muertes después -generalmente caratuladas como suicidios y motines 
con destrucción masiva de los establecimientos carcelarios que costaron millones y millones de dólares al 
país. ¿Cómo frente a esta situación, la más explosiva de todas las que ha habido en el país, y con los 
antecedentes que había no íbamos a idear -con aciertos y con errores- métodos de negociación, de contacto y 
de búsqueda de soluciones para esos siete mil reclusos, tratando de evitar que estalle esa bomba de tiempo 
que es el sistema penitenciario nacional? 


Tenemos puntos muy críticos; algunos de ustedes seguramente los conocen. Uno de ellos es el COMCAR de 
Montevideo, que tiene una situación realmente muy grave. Pero también constatamos situaciones graves en 
algunos lugares del interior. Buenas situaciones solo hay dos: la del CNR y la de la cárcel de Paysandú, como 
adelantaba el señor Diputado Washington Abdala 


¿Qué hicimos antes de asumir? Ustedes comprenderán que una fuerza nueva que asume es asediada por 
múltiples sectores de la sociedad, desde los individuales hasta los colectivos. Antes de asumir, nuestros 
asesores y nuestros equipos en materia penitenciaria mantuvieron largas conversaciones, sobre todo con los 
familiares. Desgraciadamente, ahí no tenemos un referente único representativo. 


Por otro lado, hicimos contactos directos. Hablamos con las autoridades penitenciarias de aquel momento 
para saber cómo estaban manejando el problema de las cárceles del interior, si funcionaban o no comisiones 
de reclusos, si los habían integrado o no; es decir, saber lo que de alguna manera estaban pidiendo. Nosotros 
conocíamos el problema pero no las características de las peticiones ni las expectativas que legítimamente o 
no tenían esos siete mil quinientos compatriotas. 


Esa situación explosiva fue la que determinó que desde el comienzo, desde el discurso presidencial del 1* de 
marzo, declaráramos la emergencia humanitaria, dando una fuerte señal de nuestra preocupación por el 
problema. Nuestra intención fue que esa gente sintiera que el Gobierno asumía consciente de la realidad que 
estaba recibiendo y que tenía la disposición de enfrentar la emergencia humanitaria con medidas, que no son 
fáciles. Por allí se ha dicho -creo que fue "La República" el diario que recogió esas expresiones- que no se 
han visto cambios. Entiendo que quien está en esas condiciones quiera cambios de un día para el otro, pero 
los que estamos aquí sabemos lo que se ha hecho en este mes, actuando con el pie en el acelerador, 
trabajando jornadas extenuantes, tocando todas las teclas posibles para dar realmente respuestas objetivas y 
ostensibles. 


Amén de ello y a pesar de que a través de todos los medios íbamos adelantando opiniones sobre cómo 
estábamos encaminando la emergencia humanitaria, qué medidas estábamos tomando -la comisión de 
infraestructura, la comisión de salud, el tema alimentario-, unos diez días antes de la Semana de Turismo, de 


fuentes penitenciarias y de acá, de este Parlamento, nos abrumaron con llamadas de todo tipo anunciando que 
el motín se venía. Lo primero que hicimos fue llamar al Director Nacional de Cárceles, porque sabíamos que 
en las cárceles de su competencia está el 80% de la bomba explosiva, para ver qué noticias nos daba y, sobre 
todo, para ordenarle que él y los mandos medios de las cárceles urgentemente tomaran contacto con la 
población reclusa. A su vez, le hicimos un punteo de las medidas de urgencia y de mediano y largo plazo que 
estaba desarrollando el Gobierno -pensando o ejecutando-, a fin de enfrentar esa realidad. Así se hizo. 
Inclusive, le dije que si había condiciones para crear comisiones para integrarlos en un proyecto de mejora de 
la situación penitenciaria, había que dar luz verde, ya que es preferible tener a la gente organizada, saber qué 
piensan, qué reclaman, no para ir marcando el paso de ellos sino para conocer cuáles son sus necesidades y 
sus reclamos a fin de atender de la mejor manera posible esa realidad. 


No obstante esos esfuerzos, que sé que se cumplieron, y que en los primeros días dieron bastante resultado 
porque se fue desactivando lo que se venía, que era una huelga en todos los establecimientos carcelarios, el 
viernes 18, antes de Semana de Turismo -que para mí no fue ni de Turismo ni Santa- estalló lo que esos 
rumores días antes habían anunciado: empezó la huelga en la cárcel de Libertad y en La Tablada. A pesar de 
que La Tablada es de lo mejor que hay -están los de mínima-, allí también estalló la huelga. Fueron 
doscientas o trescientas personas. Llamé al Director Nacional de Cárceles para instruirle que pusiera a 
disposición el escaso servicio sanitario que teníamos para que no ocurriera ninguna tragedia, como se hace 
cuando hay una huelga de hambre: hacer la vigilancia sanitaria correspondiente. Entre lo que un artículo de 
prensa le atribuye a Navas sobre una huelga de hambre, que es una manifestación pacífica de fuerza que 
hacen los reclusos, y los conceptos que estoy exponiendo acá, hay una diferencia abismal. Averiguaré si ese 
es su punto de vista personal en la materia, en el sentido de considerarla una falta del personal penitenciario, 
una falta disciplinaria, a fin de imponerle una visión distinta que tiene el Ministerio a partir de ahora. 


Entonces, el viernes 18 estalló la huelga y el sábado y el domingo se empezó a extender en el COMCAR. Se 
imaginarán el choque, la grave preocupación que esto representó para nosotros, los que estamos al frente del 
Ministerio del Interior y, por consiguiente, con la responsabilidad del sistema penitenciario. Si explotaba el 
COMCAR, explotaba lo más grave que tiene el sistema penitenciario. 


Fue en esas circunstancias que el lunes 21 me pareció bien -asumo toda la responsabilidad que me 
corresponde- insistir, ya en forma más ordenada, en la conferencia de prensa realizada después del acuerdo 
con el señor Presidente de la República, como siempre se hace a la salida de los acuerdos en el propio 
Edificio Libertad. Tengo en mi poder el esquemita que llevé; como ustedes comprenderán, hablé de todos los 
temas de la semana, primero los positivos, como los éxitos en la lucha contra la droga, el avance para mitigar 
la alarma social en el barrio de La Aguada y otras medidas por el estilo. Luego, dije: "Bueno, tenemos esta 
situación de una huelga de hambre", que dimensioné de acuerdo con la información que tenía y mirando la 
cámara hice un pedido a los reclusos para que depusieran la medida y que comprendieran que el Gobierno 
estaba trabajando en soluciones para superar la emergencia humanitaria. Ahí hice una mención rápida a esas 
medidas; inclusive, llevé un papelito para que lo tuvieran los periodistas. 


Con respecto a este proyecto de ley, que para algunos señores legisladores generó alarma social -respeto sus 
opiniones aunque no sean las mías-, asumo la responsabilidad de haber dicho lo que dije, de que estamos 
trabajando en una ley que tenía tales contenidos y entre otros el de desatascar la situación de procesados con 
larga preventiva y penados con larga condena que no se beneficiaban de las libertades provisional y 
anticipada respectivamente. No hablé de números; ni ahí ni nunca del Ministerio salió el número. Siempre 
hablamos de criterios, como he hecho ahora, un criterio de que salga un número de reclusos que ayude a 
descomprimir la situación -repito, como medida auxiliar de las de fondo- y, al mismo tiempo, a través de los 
patronatos, tener la capacidad de asistir y vigilar esas salidas. 


¿Qué ocurrió en el sistema penitenciario? Se desactivó la huelga. Eso es algo que no se dice en las 
reflexiones que se hacen pero entiendo que debe estar. No estoy cantando victorias y no acostumbro hacerlo. 
Soy una persona sin soberbia, con humildad y, por consiguiente, admito que se piense distinto en esta 
materia. Creo -lo digo con humildad, sin vanidad y sin vanagloriarme- que el manejo que hemos hecho de 
esta situación explosiva viene bien. No digo que esto no termine mal porque no tengo la bola de cristal, pero 
haremos lo imposible para que siga discurriendo sin estallidos en las cárceles, no solo porque esto atrasaría 
todo y porque haría daño a mucha gente que a veces muere en estos motines, sino también por la destrucción 
que significaría y las trabas brutales que generaría para llevar adelante un cambio hacia la humanización de la 


política penitenciaria y una reclusión acorde con la cantidad de habitantes que tiene el país y no tengamos 
esta tasa infernal de reclusos. 


Se ha dicho que se ha generado alarma social en virtud del anuncio tan escueto que se ha hecho. Aquí 
podríamos entrar en una discusión sin fin. Reitero: admito que se crea que se ha generado alarma social e 
intranquilidad por la seguridad de la gente. Considero que el problema de la seguridad se vive a diario en 
todos los barrios y que esto no potenció la intranquilidad, la inseguridad ni generó más rapiñas, arrebatos y 
miedos en la sociedad de los que ya hay. En este punto también tenemos que hacer un esfuerzo para 
dimensionar bien las cosas y no generar ese desfase que creo que existe entre una inseguridad real, 
importante y grave y la sensación de inseguridad que existe. De cualquier manera, este es un grave problema 
que estamos afrontando con éxitos parciales y con dificultades varias a lo largo y ancho del país. 


El señor Diputado Lacalle Pou también preguntaba respecto al juicio que hice frente a esa andanada 
mediática que siguió al anuncio del lunes 21 de marzo. Lo que dije fue tomado exactamente por el diario "El 
País", que me hizo un largo reportaje con una objetividad digna de encomio. Yo dije que en vez de abordar el 
problema se estaba haciendo política con él. No acusé a ningún legislador ni a ningún partido; trasmití lo que 
estaba sintiendo, quizás como consecuencia de mi hipersensibilidad como luchador social y político. La 
realidad objetiva nos indicaba que en vez de abordar los problemas de fondo que traía el anuncio de este 
proyecto de ley, el problema se circunscribía a un aspecto y se inflaban números que nadie había dado y que 
nadie tiene, porque en el equipo todavía nos faltan cifras para redondear una propuesta en esta materia. 
Reitero: dije que en vez de abordar el problema se hacía política con él. Inclusive, esta fue una frase 
destacada en la página editorial del diario "El País". En el acierto o en el error, me mantengo en esta postura. 
Es lo que pensé y es lo que sigo pensando, aunque no de ustedes que han venido aquí en plan de discutir, de 
criticar -lo que me parece muy bien- pero, al mismo tiempo, han mostrado disposición para colaborar con 
este proyecto de ley cuando esté redondeado, tal como han dicho todos los legisladores que han hecho uso de 
la palabra. 


Hemos recibido comentarios de diversas fuentes. Para terminar de ajustar el alcance de estos artículos de 
libertad anticipada y provisional -que no será indiscriminada ni incluirá en el beneficio a delitos realmente 
graves o a delincuentes con figuras muy complicadas- nos faltan algunos comentarios, así como informes del 
Poder Judicial y de la Dirección Nacional de Cárceles. Por lo tanto, en esto también vamos a ser cuidadosos 
para que -repito- con el criterio de que el número sea asimilado correctamente por el sistema de vigilancia de 
que dispone el proyecto, ese equilibrio no se rompa. 


Con respecto a una expresión que algún medio de prensa habría recogido del señor Director Nacional de 
Cárceles, Inspector Enrique Navas, sobre presuntas corruptelas en jerarquías del Gobierno anterior, debo 
decir que es la primera vez que escucho esto. Obviamente, voy a verificar la exactitud de esa información y 
tomaré las medidas correspondientes. Recojo con oídos bien abiertos lo planteado por el señor Diputado 
Lacalle Pou, quien ha dado estado parlamentario a esa versión de prensa. 


Creo que no he omitido ninguno de los planteos del señor Diputado Lacalle Pou, ya que en el decurso de mi 
exposición general he aclarado todas las dudas. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Ministro contestó casi todo, pero quedaron dos temas en el tintero, 
que fueron planteados al principio. 


Uno de ellos es la pregunta acerca de si el Ministerio cree que aplicándose el instituto de la gracia, la libertad 
anticipada y las penas alternativas -tal como días pasados reconocía o admitía el señor Diputado Chifflet- 
esas ya son medidas más que suficientes para el deshacinamiento del sistema carcelario. 


Con respecto a la opinión de la Suprema Corte de Justicia -que no la descartábamos pero tampoco era un 
principio rector-, ¿no será que muchas veces, como en el caso mencionado por el señor Ministro de los 
procesados que llevan una pena cumplida, no se trata de un problema de carencia legal sino de celeridad 
judicial? Además, el señor Diputado Washington Abdala hacía referencia a algo que tratábamos de plantear, 
que es la rápida puesta en marcha del Código del Proceso Penal. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Dije -tal vez no lo expliqué muy bien- que las penas 
alternativas, cuyas bondades doctrinarias reconozco, de alguna manera no estaban siendo aplicadas 


por distintas carencias, ya sea legales o materiales, y que estábamos pidiendo al Poder Judicial la 
información de por qué no se aplican para ver si en el proyecto también introducimos una norma que 
facilite su cumplimiento. 


Cabe señalar que antes de asumir, también me reuní con la Suprema Corte de Justicia. Respecto al Poder 
Judicial, ¡ni qué hablar del tremendo respeto institucional que le tenemos! Empecé mi labor de hombre 
público como empleado judicial, ingresado por concurso. Estuve aproximadamente dieciséis años allí, en 
donde inicié mi carrera; los primeros años como abogado los hice en el Poder Judicial. O sea que lo quiero 
mucho y lo conozco bastante profundamente porque en esos años recorrí varias oficinas. 


A la Suprema Corte de Justicia le presentamos el último borrador que teníamos en ese momento -también a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay y a otras instituciones-, diciéndole que era solo un borrador de los 
asesores, que no comprometía la opinión definitiva del Ministerio y que servía a los efectos de recoger 
opiniones. Ya les habíamos mandado las pautas para el futuro; eso lo enviamos enseguida y no nos 
respondieron, a lo mejor a la espera del proyecto pero, en definitiva, no hubo respuesta. 


Quiero que vean lo que dice el comienzo de la carta que tiene una cantidad de coincidencias y de 
observaciones. Aclaro que se trata de observaciones que comparto -vamos a entendernos- y no bien vinieron 
los informes, nosotros y los asesores corregimos ese borrador. En la carta se establece: "Ante su nota de fecha 
23 de marzo de 2005 en primer término quiero expresarle la satisfacción de la Corporación que represento 
por haber sido previamente consultada respecto del proyecto de ley relativo al descongestionamiento del 
sistema penitenciario, pues se trata de cuestión que atañe directamente a las funciones del Poder Judicial y de 
problemas que preocupan gravemente a sus autoridades.- En segundo lugar y ante la grave situación que se 
registra en los establecimientos penitenciarios del país, la Suprema Corte de Justicia entiende que 
corresponde puntualizar que la solución encarada con '... el objetivo de descongestionar el sistema 
penitenciario a efectos de mejorar las condiciones de reclusión y evitar la sistemática violación a los derechos 
humanos de las personas privadas de libertad...', como se enuncia en su nota referida, debe ser, tal como se 
propone, de índole legal, desde que requiere la adopción de medidas de carácter general que escapan a la 
competencia constitucional del Poder Judicial". Y así sigue, indicando coincidencias y discrepancias con los 
textos y haciendo también alguna sugerencia que hemos recogido en nuestro actual borrador, así como otras 
del Patronato referentes a la gradualidad y a cómo se haría esta liberación. 


Hay también un procedimiento ingenioso para hacerlo por orden alfabético, de forma que el Patronato pueda 


ir asimilando por grupos a la gente, estableciendo para cada uno de ellos los planes de asistencia y vigilancia 
correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay trece oradores anotados, de manera que la Mesa propone un intermedio 
de veinte minutos y pido que cuando volvamos, dentro de nuestras posibilidades, tratemos de 
sintetizar. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 13 y 9) 


——— Continúa la sesión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Agradezco al señor Ministro, al Subsecretario y a las autoridades del 
Ministerio el tiempo dispensado. 


Han sido muy ilustrativos los temas desarrollados por el Ministro. Seguramente, no con la profundidad con la 
que lo han hecho mis compañeros de Partido y con la que lo harán, ya que algunos de ellos están trabajando 
desde hace largo tiempo en este asunto, quiero plantear un tema paralelo al mismo que ha sido preocupación 


de la bancada de Alianza Nacional y que en los próximos días vamos a formalizar ante el señor Ministro, 
pues daremos la discusión debida, como se ha venido haciendo puntualmente, por la preocupación que nos 
genera esta temática tan cara para la sociedad. Muchas veces vemos con preocupación la dificultad que 
genera el hecho de que una abuela no pueda ir tranquila al supermercado, de que los muchachos salgan de 
noche y uno quede preocupado, es decir, toda la problemática cotidiana que se produce en torno a esto. 


Debemos trabajar muy intensamente para no ahondar la problemática sino para solucionarla. Sinceramente, 
no estoy convencido de que sea a través de estos caminos que logremos una solución a este problema. De 
todos modos, vamos a trabajar con intensidad para lograr una mejoría del proyecto de ley, acerca del cual 
podremos opinar a fondo cuando lo conozcamos plenamente. Vamos a tratar de mejorarlo lo más que se 
pueda, pero dada la forma en que ha sido planteado hasta ahora, no lo acompañaremos. Nos comprometemos 
a profundizar en el análisis del importante problema que hay en las cárceles -que reconocemos- y entendemos 
que debe ser abordado, aunque no de la forma en que se está haciendo. 


Nos parece que discutir el problema que hoy está planteado en las cárceles, con el hacinamiento que hay, el 
problema de seguridad ciudadana, no puede ser obstáculo para discutir -y aquí entro al planteamiento que 
quiero realizar-, una política nacional en materia de seguridad ciudadana, para generar un espacio a través de 
una Comisión que sea el lugar donde se constituya, donde se elabore dicha política de Estado que, más allá 
de quien gobierne, sea aplicada y asegure su continuidad en el tiempo. 


Los problemas de seguridad muchas veces los tratamos como si fuéramos bomberos -apagamos un incendio-, 
es decir, los remendamos y no les damos solución de la forma apropiada. Si bien hay que solucionar los 
problemas cuando aparecen, lo que hay que hacer en Uruguay es generar políticas de largo plazo también en 
materia de seguridad ciudadana. Este es de los temas queridos para cualquiera porque es la felicidad de la 
convivencia de los ciudadanos y sus familias, de sus hijos; no tener seguridad ciudadana genera infelicidad 
en las sociedades. Cuanto más seguras puedan vivir, más felices serán. Creo que tenemos que 
comprometernos todos en ese sentido. Es lo que ha pasado hasta ahora. Muchas veces discutimos si las 
cárceles son de tal o cual manera, si el Código del Proceso Penal es el apropiado, otras si creamos un nuevo 
delito; después pensamos de qué forma mejorar la Policía. No voy a decir que profundizamos porque 
generalmente nos olvidamos de analizar al Poder Judicial y de saber qué hacer para que la Justicia funcione 
ordenadamente. 


Lo que Uruguay no hace desde hace muchos años -por lo menos desde la década del sesenta, cuando lo hizo 
con la SIDE- es elaborar políticas de largo plazo. 


Creemos que hay que convocar a todos los partidos políticos a esta Comisión y a los legisladores que estén 
participando, al Poder Judicial, a la Policía, a los Fiscales, al Ministerio Público; hay que discutir acerca del 
sector del Ministerio de Educación y Cultura que está vinculado a la administración de la Justicia y junto con 
todos los actores sociales, con las organizaciones no gubernamentales, con la participación de técnicos - 
psicólogos, sociólogos, antropólogos, asistentes sociales- estudiar a fondo qué políticas de seguridad 
ciudadana vamos a tener y qué planificación hicimos para estos temas. Los delitos y las dificultades que ellos 
generan en la convivencia cotidiana en las sociedades son viejos como el hombre mismo. Frente a esto, ¿qué 
respuestas da una sociedad? ¿Es correcto que una sociedad dé respuestas como las que está dando hoy a 
través de las cárceles que tiene? Seguramente no. ¿Es correcto ponernos a pensar puntualmente cómo se 
mejoran las cárceles? Por supuesto; creo que todos vamos a estar de acuerdo en planificar cárceles más 
grandes, enmarcadas en otro sistema, instaladas en medio del campo, donde la gente pueda reciclarse, 
reeducarse y no estar en un lugar que, en definitiva, es sede del delito congénito, como son todas las cárceles 
que hay en el Uruguay, con algunas de las excepciones que planteaba el señor Ministro. Nos parece que esa 
tiene que ser la política para el largo plazo. 


Entonces, acompañando la preocupación de mis compañeros -que sé que el señor Ministro y las autoridades 
comparten- acerca de los problemas de la seguridad ciudadana, quiero decir que estamos dispuestos a 
analizar a fondo el proyecto de ley que nos envíe el señor Secretario de Estado para tratar de encontrar una 
solución puntual. Sin embargo, no por discutir lo urgente debemos dejar de discutir lo importante. Vayamos a 
lo importante: lo que hay que hacer es pensar qué seguridad y qué sociedad queremos para adelante, para el 
año 2010, cuando termine este Gobierno, y también para mediados del siglo XXI. Creo que el Uruguay vive 
un buen momento para ponernos a pensar políticas de Estado de largo plazo. 


En este sentido, adelanto lo que oficializaremos en los próximos días: solicitar al señor Ministro que ponga 
en marcha una Comisión o lo que estime conveniente -no queremos cerrar el planteo- para constituir una 
política de seguridad ciudadana. Cuando el señor Ministro lo considere pertinente, me gustaría escuchar su 
opinión al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Preferiría que expusieran todos los señores legisladores y 
luego contestar en forma conjunta, pero adelanto mi total complacencia por la propuesta del amigo 
Iturralde Viñas. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Había ordenado algunas ideas, pero las reflexiones que ha hecho 
el señor Ministro -por demás amplias- nos sacan un poco del libreto. 


Yendo básicamente al grano, digo que el señor Ministro es un hombre más grande que yo y no le voy a dar 
consejos de vida porque, naturalmente, no lo voy a cambiar; pero déjeme decirle con total respeto que a partir 
del estado público que tomó este proyecto de ley del que el Gobierno hablaba con cierta urgencia, sin lugar a 
dudas se generó un estado de conmoción pública. No nos cabe duda de eso a quienes somos dirigentes 
políticos, representantes de la gente y recorremos permanentemente el país, porque la población nos plantea 
sus inquietudes. 


Soy Representante por el departamento de Maldonado y debo decir que no hay programa radial en el que no 
se hable del tema, con opiniones de la ciudadanía manifestadas a micrófono abierto. El asunto ha generado 
una profunda preocupación. Eso es de sentido común; debemos asumirlo y ser conscientes en ese sentido. 
Esto tiene que ver con lo que voy a pasar a detallar. Creo que al respecto el Gobierno está demostrando 
ingenuidad o desconocimiento -que no creo- o, tal vez, responde a lo que dijo el señor Ministro la semana 
pasada en un reportaje de un semanario: "¿Qué esperan? ¿Qué seamos como aquellos gobernantes de 
izquierda que llegaron al poder y traicionaron sus compromisos?". Creo que este tipo de actitudes responde a 
una doctrina, a una ideología y a una forma de proceder del Gobierno, que no cuestiono pero sí señalo, 
porque no salen de un micrófono ni de mí, sino de titulares por declaraciones que el propio señor Ministro ha 
hecho a la prensa semanas atrás. 


El tema de la inseguridad ciudadana que se ha generado -digo "inseguridad" porque la gente vive en un 
estado de inseguridad tremendo- está instalado en la calle y déjeme decir con sinceridad y con honestidad que 
es algo que preocupa a los votantes del Partido del señor Ministro, del Partido del señor Diputado Lacalle 
Pou, del Partido del señor Diputado Posada y del mío. Se trata de un tema de interés general de la sociedad, 
lo que percibimos permanentemente a medida que tomamos contacto con la gente. 


El debate está centrado en la liberación de los reclusos, que es lo que ha trascendido; es el tema urticante y lo 
que tiene preocupada y en vilo a la sociedad. El tema tiene varios componentes, pero el eje de la alarma 
pública es este, y creo que es en ese aspecto que no ha habido un manejo adecuado de la situación. 


Digo esto con respeto, porque, evidentemente, cuando asumió el Gobierno ya se estaba hablando de que se 
estaba trabajando en un proyecto de ley de urgencia para solucionar el tema del hacinamiento o de la 
superpoblación carcelaria. Somos conscientes de que el problema existe y de que hay que buscar una 
solución. Pero empezaron a pasar los días y las semanas y, sin lugar a dudas, la población carcelaria -también 
tenemos nuestras fuentes de información- empezó a inquietarse y la situación derivó en una huelga de 
hambre; pero por suerte, por ahora solo es una inquietud. No quiero agitar banderas porque no deseo ser 
cómplice y salir a la prensa a decir lo que puede pasar, pero debemos ser conscientes de ello, más allá de que 
el señor Ministro y yo tenemos un orden de prioridades diferente. El señor Ministro tiene la prioridad de 
solucionar el problema de la población carcelaria. Comparto esa inquietud, pero mi prioridad es dar mayores 
garantías a la sociedad de bien, a la gente que está fuera de las cárceles, sin descuidar los problemas que 
pueda haber en ellas, y trabajar para lograr soluciones. Pero es a partir de ello -sin apartarme del tema- que la 
población carcelaria ha entrado en estado de inquietud. Yo diría que hay establecimientos carcelarios en los 
cuales la cosa está complicada al día de hoy. Sin duda, es delicado generar expectativas a alguien que está 
privado de libertad en cuanto a que puede salir a mediano o corto plazo, diciéndose que el gobierno está 
trabajando en un proyecto para que recupere la libertad. Sin duda, las expectativas se alimentan de unos a 
otros, generando -yo diría- hasta una psicosis en los establecimientos: preguntan a los periodistas, llaman a 
los distintos medios de prensa para averiguar cuándo salen, porque eso es lo que quieren saber. 


En lo que respecta a las soluciones del sistema carcelario, no creo que ninguno de los legisladores presentes 
tenga dudas de que hay que buscar una salida, que se trata de un tema trascendente, ya que los derechos 
humanos también le caben a la población carcelaria y hay que procurar tratarla lo más humana y dignamente 
posible. Pero no creo que la solución directa sea liberar reclusos, porque muy lejos de estar solucionando el 
tema lo estaríamos duplicando o triplicando. Estaríamos poniendo a la sociedad, que está alarmada, en 
riesgos. De acuerdo con datos científicos que tenemos en nuestro poder, y que el señor Ministro debe manejar 
mejor que yo, está probado que aproximadamente el 50% de los reclusos que sale reincide. Entonces, no sé 
para qué estaríamos liberando a una cantidad de reclusos, que el señor Ministro todavía no ha determinado, 
aunque sí lo han hecho algunos de sus subordinados de acuerdo con ciertas declaraciones. Escuché al 
Director Nacional de Cárceles decir que el problema se soluciona liberando a 3.500 presos. Quiero saber si 
esa es su opinión. Yo lo escuché, señor Ministro, por más que su asesora me diga que no con la cabeza 
cuando lo estoy informando. Hablo idioma español y reitero que escuché al Director referirse a ese tema en la 
televisión. Quisiera saber si el Director Nacional de Cárceles habla de esos temas en su nombre, si está 
autorizado a hacer ese tipo de declaraciones y si esa es la opinión del señor Ministro. Naturalmente, no es que 
no sepamos acerca del número de reclusos que sería ideal liberar para dar solución a este problema. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quisiera que el señor Diputado Germán Cardoso me aclarara un tema puntual. Él 
hizo referencia a la reincidencia en el entorno del 50% de los procesados o penados cuando se los 
libera. Me gustaría saber sobre qué base da ese dato en esta Comisión, porque quien habla escuchó la 
exposición del señor Ministro, muy minuciosa y clara, en la que dio otra cifra. No sé qué base científica 
tienen las cifras que ha manejado la prensa, a qué estadísticas se refieren o a qué realidades. El señor 
Diputado se refirió a esa cifra del 50%, que es muy distinta a la que manejó el señor Ministro y 
quisiera que me aclarara de dónde la sacó. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Con mucho gusto voy a mandar al despacho del señor Diputado 
la documentación y los datos científicos a los cuales me remito, pero hoy queremos conversar con el 
señor Ministro. Lo invito a que vaya por mi despacho... 


(Diálogos) 


Voy a seguir formulando preguntas al señor Ministro porque quiero obtener respuestas. 


Me parece que las diferencias que el señor Ministro tiene en cuanto a lo que está pasando en los 
establecimientos carcelarios y a la cantidad de reclusos que tienen media pena computada y no están en 
libertad, serían con el Poder Judicial. La Suprema Corte de Justicia es la que otorga las libertades anticipadas 
con las características que el Ministro habla en ese proyecto, borrador o ley de urgencia; no tengo claro cómo 
se llama porque ha cambiado en varias etapas, pero al fin y al cabo es un proyecto en el que se está 
trabajando. Sin duda, la falla no está en el Ministerio ni en el gobierno actual o el anterior, porque las 
herramientas jurídicas existen. Las leyes para obtener la libertad anticipada ya existen. No agregaría 
demasiado trabajar en un proyecto de ley en el que esté contenida la libertad anticipada, más allá de que sea 
bienvenida. Se trata de herramientas jurídicas que ya existen, que pueden ponerse en práctica y, en definitiva, 
la Suprema Corte de Justicia es la que decide si las libertades se dan o no. 


En estos más de treinta días en los que el señor Ministro ha estado al frente de la Cartera surgieron algunos 
componentes que han contribuido a la alarma pública. Con total respeto quiero exponer mi análisis de la 
situación, con el que usted discrepará o no, pero es el sentir de mucha gente, por lo menos de mi 
departamento, y de colegas con los que he conversado. Usted derogó el decreto que permite que la Policía 
pueda detener por sospecha a los ciudadanos de toda la República. Si algún funcionario policial comete algún 
exceso en su proceder, existen mecanismos legales para que sea juzgado. Todos estamos de acuerdo con que 
no puede haber excesos en el procedimiento policial. Sin embargo, creemos que este tipo de resoluciones 
genera un caldo de cultivo para el auge y el aumento de la delincuencia. Por ejemplo, si hubiera una rapiña en 
la esquina y un móvil policial entiende, por determinadas circunstancias, que quien va caminando es el 
rapiñero, no tiene la posibilidad de detenerlo e interrogarlo. Estas situaciones se están dando y así nos lo han 
manifestado oficiales de la Policía en contactos que hemos mantenido. 


Voy a dar un dato del departamento de Maldonado -al que pertenezco-, que es alarmante por la asociación 
que tiene el tema seguridad con el turismo. El 92% de su población depende de la actividad turística y el 
factor primordial que destacan los turistas extranjeros cuando llegan a Punta del Este o al resto de la costa es 


la seguridad. Desde que el señor Ministro derogó ese decreto en Maldonado en treinta días ha habido la 
misma cantidad de rapiñas que en cinco años. Dejo por allí este apunte que es de la realidad. Se trata de 
hechos que alarman, porque hacen al modo de vida de un departamento que es muy importante para el país 
desde el punto de vista de los ingresos. Allí se han modificado en estos treinta días muchas formas de 
procedimiento de la Policía. Se han redistribuido los grupos PAC, que es la Policía de Alto Contacto, que 
había actuado con una probadísima eficacia y que contaba con la simpatía y el beneplácito de vecinos y 
comerciantes. Estos grupos dependían de un oficial que los coordinaba desde la Jefatura y ahora han sido 
absorbidos por cada seccional policial del departamento, con todas las consecuencias que esto trae. El hecho 
de que un funcionario policial esté inmerso en una Comisaría degenera una función específica que estaba 
marchando tan bien, como la de la Policía de Alto Contacto. En Maldonado, no diría que se ha desarticulado 
pero se ha puesto en cuarteles de invierno a la policía montada, que en materia de prevención de delitos, 
fundamentalmente en la zona de la costa, daba muy buenos resultados. Esto está probado estadísticamente y 
se pueden pedir los datos a la Jefatura de Policía de Maldonado acerca de los delitos en la costa antes y 
después de la existencia de la policía montada. 


Se ha disuelto el plantel de perros de la Jefatura de Policía de Maldonado. Los perros deben estar, pero el 
plantel no está funcionando. Se han tomado todas estas decisiones que nosotros vemos con profunda 
preocupación, porque esta situación de la seguridad -yo no quiero generar alarma- en el departamento de 
Maldonado -al igual que en el resto del país, disculpen que nosotros tengamos una visión local-, está 
degenerando en un problema muy grave. 


Se están viendo delitos diariamente, con un aumento en la intensidad, lo que no venía sucediendo. Si bien se 
trata de una zona a la que llega mucha gente desde afuera y es compleja en el funcionamiento porque es un 
departamento muy cosmopolita, realmente el factor seguridad es un tesoro al que nosotros no queremos 
sacarle los ojos de encima y al que aspiramos a respirarle en la nuca permanentemente, el buen sentido de la 
palabra, porque en eso nos va la vida a todos sus habitantes. 


Más allá de la buena voluntad del señor Ministro y de su buena intención -que aprecio y valoro por lo que ha 
expuesto en esta Comisión-, no tengo dudas de que sus anuncios han logrado un extraño fenómeno en la 
sociedad. 


Todos los artículos de prensa que han aparecido -que no son manifestaciones propias de un partido, sino de 
un Ministro-, han generado a esta altura una situación de gran confusión en la población carcelaria; sin 
embargo, en la población honesta ha generado un estado de pánico -así lo estamos sintiendo- y creemos que 
es allí donde el señor Ministro tiene que hincar el diente: resolver la situación a nivel de la opinión pública, 
trasmitiendo tranquilidad y anunciando las políticas que va a dar de aquí en adelante. 


Pero hay algo que está claro. Uno es un dirigente político, es hijo de la política y anda en la calle, y tal vez 
tiene esa mala costumbre de charlar con el bolichero, con el comerciante, con el empresario y con todos, y 
desde que han comenzado este tipo de anuncios en la prensa, que el Gobierno prepara una ley, sin lugar a 
dudas que los herreros han aumentado su trabajo considerablemente. La gente está enrejando sus casas de 
una manera muy importante. 


(Murmullos-Interrupciones) 


Pero dicho con el tono que se ha tomado, es una prueba directa del estado de ánimo de la población en 
cuanto a cómo se está tomando y siguiendo esta clase de anuncios. 


Creo que el hecho -yo le quería preguntar esto al señor Ministro, pero él se me adelantó- de que haya 
relevado del cargo a dos Jefes de Policía del país, por comentarios o porque le dijeron, es poco serio; lo digo 
con el mayor de los respetos. No me parece que esta sea una respuesta que funde una decisión y que esté a la 
altura de un Ministro o de un Ministerio. En definitiva, señor Ministro, usted eligió a sus hombres de 
confianza y los tendría que conocer, saber cuáles eran sus costumbres y la opinión más cercana de sus 
colaboradores acerca de ellos. En eso discrepo profundamente. No conozco personalmente a ninguno de los 
dos Jefes de Policía que han sido relevados de sus cargos; a través de la prensa luego de una entrevista con 
usted, escuché que uno de ellos manifestó públicamente que renunciaba porque no se sentía respaldado por el 
Ministro. Después lo escuché a usted valorar el hecho, como funcionario, como ser humano, y hablar de la 
profesionalidad del Jefe que renunciaba, lo que me llamó poderosamente la atención porque me pregunté por 
qué motivo usted le aceptaba la renuncia, ya que era un profesional bueno y destacado y usted lo había 


impuesto en el cargo. Realmente, me llamó poderosamente la atención porque una potestad que usted tiene, 
cuando un Jefe le presenta la renuncia, es aceptarla o pedirle que siga en funciones, que se mantenga en el 
cargo. 


Creo que el tema carcelario da para mucho. No quiero acaparar el uso de la palabra, pero sí quiero saber 
algunas cosas. Usted habla de manejo político de la situación. Déjeme decirle que yo considero que también 
ha habido manejos políticos por parte del Gobierno y de su Cartera. No tengo la más mínima duda de que el 
traslado de los reclusos Peirano fue un tema político por la forma en que se publicitó y el modo en que se 
hizo. Donde están recluidos "los Peirano" en este momento, es un lugar de privilegio, frente al resto de los 
reclusos, como no lo hay en ningún lugar de la República. En la chacra del establecimiento donde se 
encuentran alojados no perdieron ningún beneficio ni fueron en igualdad de condiciones respecto a los 
demás. Creo que aquí se utilizó un móvil y una gente, políticamente, por todos los hechos de conmoción 
pública que todos sabemos se generaron en torno a estos casos en el año 2002, y por la irritación que la 
ciudadanía tiene hacia estas personas. Entonces, de un lado y del otro, señor Ministro. 


Creo que el tema, más allá de sus buenas intenciones, se ha manejado con poca seriedad por lo que implica. 
Estamos hablando de la libertad de la gente; estamos hablando de gente que está privada de su libertad a la 
que se le está generando expectativas diariamente. A la vez, estamos hablando de los cientos de miles de 
hombres y mujeres honestos y de bien que están fuera de las cárceles, que están entrando en una situación de 
alarma y de conmoción por lo que puede suceder, por lo que se enteran un día en la prensa, a la semana se 
enteran de otra cosa y a la semana siguiente de otra. Ni siquiera usted tiene claro el número, como lo ha dicho 
aquí. 


Además, si el Director Nacional de Cárceles sale a decir que el arreglo del problema es soltar a tres mil 
presos, seguramente estará ordenando su problema como Director Nacional de Cárceles, pero le estará 
generando un problema de inconmensurables consecuencias al Ministro y a toda la sociedad que está afuera 
del establecimiento carcelario. 


Creo que está claro que usted y yo, más allá de las buenas intenciones que tengamos cada uno, manejamos 
conceptos diferentes en cuanto a la prioridad y al orden que queremos dar a los temas. 


Mientras usted -lo digo con respeto- vela por querer liberar una cantidad de reclusos, aunque todavía no 
sabemos cuántos, de los establecimientos carcelarios, yo quiero liberar a las personas decentes y trabajadoras, 
pero liberarlas del miedo que en este momento tienen en la calle. Esa es mi prioridad, frente a la otra. 


Mientras usted quiere descomprimir las cárceles, yo quiero descomprimir las casas de familia y los lugares de 
trabajo que están comprimidos por esta tensión que se ha generado en torno a todo este tema. 


Mientras usted aspira a unos días de licencia, como trascendió en la prensa, yo aspiro... 


(Interrupciones de la señora Representante Tourné y del señor Representante Ortuño) 


Estoy hablando con respeto; no le estoy faltando el respeto a nadie. Estoy haciendo apreciaciones 
políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúe, señor Diputado. Le solicito que se dirija a la Mesa. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Creo no haber ofendido a nadie; pido disculpas si lo he hecho. 
Solicito la autorización correspondiente para preguntar al señor Ministro como lo estoy haciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo que autorizar eso. Puede proseguir, pero le pido que redondee. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Lo que le pido al señor Ministro sanamente es que revea toda esta 
situación que se ha generado. No tengo el ánimo de perseguir políticamente a nadie, porque tampoco 
creo tener la fuerza para hacerlo. No me creo con ímpetu de poner o sacar a nadie por mi solo antojo, 
pero considero que este es un tema muy serio. 


Lo que planteaba el señor Diputado Iturralde me parece una medida muy razonable. Creo que la sociedad se 
merece otro tipo de debate en torno a este tema. No es sano que todos los días nos estemos enterando por los 
medios de prensa -que no publicamos nosotros- que ya han hablado de artículos de un proyecto de ley; 
inclusive se ha hablado del articulado ya con números establecidos. Por eso, me llama la atención que se 
hable de borrador. 


Tengo el artículo de un semanario que dice lo siguiente: "La sustitución del delito de 'copamiento"" -hoy, 
usted aseguraba que no iba a ser sustituido- "regulado por la ley 16.707 sanciona con ocho a veinte años de 
penitenciaría a quien cometa violencias o amenazas para apoderarse...", etcétera. 


"El Poder Ejecutivo entiende necesario modificar esta tipificación, aunque su derogación lisa y llana tendría 
un alto costo político y social que implicaría la retroactividad en beneficio de los actuales sancionados por 
esa norma". 


Dice más abajo: "Por esa razón proyecta sustituir el 'copamiento' por 'rapiña con privación de libertad", lo que 
reduce la sanción en función de las penas de esos delitos y de acuerdo al régimen de concurso previsto en el 
Código Penal”. 


A continuación dice: "El Ministro impulsa en el artículo 22" -nos llama poderosamente la atención que haya 
medios de prensa que ya manejen hasta el número de cada artículo- "crear el Patronato de atención a las 
víctimas de la violencia y el delito, con el cometido de llevar adelante la atención primaria de las víctimas de 
la violencia y el delito y sus familiares". 


No estoy poniendo en juicio que discrepe o no con la voluntad que usted tiene o tenga para llevar adelante 
este artículo en el proyecto, pero creo que no es sano que los Representantes de la Cámara de Diputados, los 
Senadores y todas las partes involucradas, inclusive la ciudadanía, se estén enterando de estas cosas de a 
poco y por sueltos de prensa, que siguen generando un caldo de cultivo y contribuyendo a que la situación 
genere mayor confusión aún. 


Creo que es muy razonable el planteo del señor Diputado Iturralde y me afilio a él, sin haberlo conversado. 
Sería muy sano, señor Ministro, que se generen las condiciones de diálogo imprescindibles y que usted dé un 
mensaje de tranquilidad a la sociedad, a la gente que está fuera de los establecimientos carcelarios, para - 
como se dice en la jerga pueblerina- bajar la pelota al piso y tratar de tranquilizar lo más posible. 


El proyecto de ley a presentarse quizás sea muy bueno -yo no lo conozco-, pero al dilatarse esta situación se 
ha generado un estado de conmoción, como todos sabemos. De algún modo, nosotros debemos velar por dar 
tranquilidad a la gente. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- En primer lugar, quiero manifestar mi satisfacción por la presencia de los 
señores Ministro y Subsecretario del Interior y de sus asesores. Como sin duda vamos a discrepar en 
unas cuantas cosas, antes que nada quiero decir que al actual Ministro lo conozco desde hace unos 
cuantos años. Trabajamos juntos en esta misma institución, la Cámara de Representantes. Fuimos 
compañeros durante diez años y puedo decir del doctor José Díaz que es un hombre trabajador, 
honesto, de dar palabra y cumplirla -eso lo pude aquilatar en esos diez años en los que estuvimos 
trabajando juntos- y coherente. El señor Ministro del Interior es un hombre que estoy seguro -si me 
tiene que desmentir, me desmiente-, piensa igual o muy parecido a como pensaba en la década de 1960, 
aunque con más años y más experiencia. Es un hombre coherente y esas cosas yo las respeto en la vida, 
porque el hombre que no es coherente, que es como una veleta que según de dónde venga el viento 
asume sus posiciones, no encaja con mi manera de ser. 


Dicho esto, hay muchas cosas que no comparto del tratamiento dado a este tema en estos últimos treinta días. 
No hace mucho más que el señor Ministro está a cargo de la Cartera, aunque empezó a hablar de este tema, 
como correspondía -porque había una transición ministerial-, allá por el mes de enero. 


Este tema de a poco se empezó a esbozar y a poner sobre la mesa de la opinión pública. Este tema, con el 
correr de los días, fue ganándose la alarma pública. Muchas veces expresiones del señor Ministro y otras, por 
trascendidos de prensa -¡vaya uno a saber si de fuente fidedigna o no!- fueron viento para las velas de la 
delincuencia. Eso es una realidad. 


El señor Diputado Germán Cardoso señala que en un período muy corto de días, durante el mes de marzo, se 
dio como una explosión de delincuencia que abarca, en contraposición, a un período mucho más grande, en 
meses o en años anteriores. Esa puede ser una forma de medida. 


En Montevideo, también. En mi casa me robaron, pero esa no es más que una casualidad, porque no estaba 
en esos momentos en Montevideo. Si no, posiblemente no hubiera pasado. Pero tendríamos que ver las 
estadísticas -el instituto policial y el Ministerio del Interior estarán trabajando en ello-, incluyendo los últimos 
días, para saber si esto que se dice es así. Y si esto que yo digo se abona en el sentido de que declaraciones de 
las nuevas autoridades del Ministerio, trascendidos en la prensa -ciertos o no- fueron viento en las velas de la 
delincuencia. 


Ahora bien: que alarma pública hubo -otros le llaman conmoción-, hay y habrá, no me cabe la menor duda. 


Me alegra mucho, además, que en medio de toda esta discusión o de este discurrir de varias semanas, se haya 
pasado de hablar de ley de urgencia a hablar de un proyecto de ley. Eso me parece altamente positivo. La ley 
de urgencia es un instituto, está prevista en la norma, pero todos sabemos que nos comprime o nos constriñe 
de tal manera que muchas veces no nos deja trabajar y profundizar adecuadamente. Me parece altamente 
positivo que ya no se hable de ley de urgencia y sí de proyecto de ley; cuando definitivamente venga, lo 
vamos a tener aquí y lo vamos a poder desbrozar y analizar en profundidad, que es lo más conveniente para 
todos. 


Damos al proyecto una calificación con el mayor de los respetos: arrancó malo, en mi opinión, porque causó 
alarma pública en la sociedad trabajadora, en la sociedad honesta y le dejó los pelos parados de punta a la 
gente que está desesperada por la situación de inseguridad. 


Somos padres, somos adultos, otros no tienen hijos pero sí hermanos y hermanas y sabemos que la situación 
es tremendamente complicada hoy, ya no solamente en horarios nocturnos sino cuando la noche da paso al 
día, cuando nuestros hijos tienen que ir a estudiar; o al revés, cuando el día da paso a la noche y nuestros 
hijos vuelven a casa. A tal punto es así que obliga a maniobras familiares de desplazamiento de padres por un 
lado y madres por el otro para que los chiquilines no recorran esas cuadras desde el ómnibus, el liceo o la 
casa de algún amigo, porque uno está verdaderamente con el corazón en la boca. 


Y lo que nos pasa a nosotros -ya no hablemos de las posibilidades de hablar con la gente, con nuestros 
dirigentes políticos, con la gente que trabaja en los supermercados, en las farmacias, los vecinos del barrio-, a 
nuestro entorno familiar y de nuestros vecinos es, verdaderamente, una realidad. 


Al proyecto lo calificamos de malo o le damos una mala calificación por la forma en que arranca. Claro, 
señor Ministro: yo no sé sí usted lo dijo o no; no sé si es un trascendido de prensa bien tomado o mal tomado, 
pero se habló -no me refiero a las declaraciones del Inspector Enrique Navas- en la prensa de que el proyecto 
de ley iba a dar la posibilidad de descongestionar las cárceles a través de la aplicación obligatoria de una 
facultad que hoy, si no me equivoco, solo compete al Juez; en caso de cumplirse media pena, sin importar el 
delito, los reclusos serían puestos en libertad. En ese momento, esa fue la gota que desbordó el vaso, porque 
la gente se sintió verdaderamente aterrorizada, muy mal, porque la gente está sufriendo por la delincuencia. 
¡Parece mentira! En el gobierno de facto había cierta seguridad. ¿Será que en el gobierno democrático hemos 
hecho las cosas mal todos en el sistema político, y que el pueblo no ha entendido? Lo planteo porque cuando 
tendría que haber más seguridad, no existe la que había hace veinte años. En democracia, con los institutos 
funcionando a pleno, ¿hemos tenido miedo de aplicar el rigor de la ley para defender a la gente honesta, a la 
gente trabajadora que es víctima de la delincuencia? 


Comparto y voy a apoyar el artículo relativo a la creación de un instituto de ayuda a las víctimas; creo que se 
habló de un patronato de víctimas. Estoy de acuerdo con su creación. Pero, ¿sabe qué deseo, señor Ministro? 
Que no sea necesario utilizarlo, que se tomen medidas para que, en lugar de pensar en descongestionar las 
cárceles, tengamos menos gente herida, lastimada muchas veces de forma irrecuperable desde el punto de 
vista psicológico. Pero así es la vida; esta es la realidad. 


La gran crítica que con todo respeto hago al señor Ministro tiene que ver con algo que le escuché decir en un 
medio de prensa. Él se refirió a la importancia de este proyecto de seguridad pública, que -según él- apunta a 
que la gente esté mejor y sufra menos; inclusive, menciona que no se olvidará de la delincuencia y que, si se 
necesita mano firme, la aplicará. A mi juicio, el error en todo esto consiste en poner la carreta delante de los 


bueyes y, en lugar de considerar la seguridad de la gente como eje central, lo primordial pasó a ser el 
descongestionamiento de las cárceles. Se han invertido los valores; el eje vertical pasó a ser horizontal. No 
puede ser que para lograr el descongestionamiento de las cárceles y para que se respeten de manera más cabal 
-según el señor Ministro- los derechos humanos de los reclusos -que obviamente los tienen- carguemos el 
fardo a la sociedad, que es la sufrirá si quinientos, ochocientos, mil o mil trescientos reclusos salen en 
libertad. Y aprovechamos para preguntar al señor Ministro cuántas personas se calcula que lograrán la 
libertad de acuerdo con el texto del proyecto de ley. 


Reitero: se han invertido los valores; se ha invertido el eje de la discusión. Tal vez quienes están en el 
Gobierno sepan que no alcanza con tener la voluntad de arreglar las cárceles y mejorar la situación de los 
presos. ¡Claro que queremos que en lugar de que los presos hagan un "master" de delincuencia en las 
cárceles, se rehabiliten y sean gente buena, en primer lugar para ellos mismos y sus propias familias -que 
tanto sufren cuando se enfrentan a esas "curiosidades" de sus parientes- y, sobre todo, para el resto de la 
población! Pero no alcanza con la voluntad; se necesitan recursos. Esto me trae a la memoria las veces en 
que, durante gobiernos anteriores, quisimos hacer cosas y nos dimos contra la terca realidad del pobre 
presupuesto que tiene nuestro pobre Estado. Ahora bien, si la realidad es terca, nos golpea la puerta todos los 
días y nos dice que no están los recursos -esa es la realidad-; si el nuevo Gobierno no tiene una varita mágica 
-que no la tiene-; si no se trata de Consejos de Salarios, sino de seguridad pública, ¿se va a superar la falta de 
recursos, la necesidad de tener más cárceles, de que haya menos hacinamiento y de que se logren mejores 
condiciones de vida para los reclusos a expensas de la población? Digo esto porque un número no 
determinado de los reclusos que salgan volverá a delinquir y retornará a las cárceles; el señor Ministro dijo 
que iban a volver a las cárceles. ¿Pero se van a descongestionar las cárceles a expensas de la pobre gente que 
está alambrada en sus propias fincas? Me parece que no es una buena política. 


El otro tema que con respeto reprocho al señor Ministro es la ideologización de la función. El semanario 
"Búsqueda", en una nota muy cortita, recoge expresiones del señor Ministro en las que manifiesta que desde 
el punto de vista social, el Gobierno representa "intereses distintos de los de gobiernos anteriores, que eran la 
expresión política de las clases dominantes". Eso no es así, señor Ministro. Los partidos tradicionales nunca 
fuimos la expresión política de las clases dominantes. ¡Las clases dominantes están siempre en los gobiernos! 
A ustedes también se les van a meter adentro; la oligarquía también se les va a meter a ustedes adentro, como 
lo hizo en todos los regímenes de todo el mundo, porque es la que mueve el comercio y la industria. El 
ejemplo más reciente -que hasta fue un alfil en el tablero político electoral del Frente Amplio- es el del 
empresario López Mena, de nacionalidad argentina, que por ahí... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cíñase al tema, señor Diputado. 
SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Estoy en el tema, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted es muy pícaro; yo lo quiero y lo respeto mucho pero, por favor, ciñase 
al tema. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Redondeo diciendo que alguien puede tener el yate y la casa más 
importantes y caros del país, que inclusive puede no ser uruguayo sino, por ejemplo, argentino, y que 
puede ser un empresario que algún tipo de incidencia tuvo y seguramente tratará de tener. 


Según publica "Búsqueda", el señor Ministro agregaba: "Desde ese punto de vista, nosotros somos la 
expresión política de las clases excluidas, postergadas, de los trabajadores, y por consiguiente pensamos las 
cosas desde esa perspectiva". Nosotros también; lo hemos sido siempre, porque lo que no puede hacer un 
Gobierno, un partido o un Ministro es gobernar en función de una clase social. Se ha dicho por ahí: "¡Qué 
mal hicimos las cosas los partidos tradicionales que veníamos gobernando desde 1971, que ahora la izquierda 
ganó el Gobierno!". En realidad, este proceso comenzó hace setenta años; tan bien hicimos las cosas que el 
pueblo produjo el cambio recién setenta años después. La gente del Uruguay, ¿es torpe, es tonta, 
permanentemente votó Gobiernos colorados y blancos sin darse cuenta de que le estaban tomando el pelo? 
No, señor Presidente; no es así. 


Insisto: lo que no puede hacer un Ministro ni un Presidente de la República es gobernar para una determinada 
porción de la ciudadanía, y en el Ministerio del Interior eso es particularmente sensible. El señor Ministro 


tiene que defendernos a todos: a los ricos, a los que empiezan a bajar la tabla, a los que están en el fondo y 
desde el punto de vista económico son el último orejón del tarro. Usted tiene que defendernos a todos porque 
esa es la función del Ministerio del Interior. En este tema, la ideologización no sirve. Esto va con lo que decía 
al principio, pero es la realidad. 


Vamos a dejar de lado el proyecto de ley porque, como bien dijo el señor Presidente de la Comisión, se 
convocó al señor Ministro para hablar de un montón de temas que hoy empiezan a arañarse, a los que recién 
se empieza a raspar el primer barniz. Quiero hacer referencia, entonces, al Instituto Policial, porque todo esto 
tiene como base el querido Instituto Policial, muchas veces denostado pero que cuando tenemos un problema 
es la primera puerta que golpeamos porque queremos que los funcionarios de la Comisaría vengan a 
defendernos. Esta es la realidad; esa es la cara fundamental que hay que ver del Instituto Policial. Estamos 
hablando de un Instituto Policial honesto. Cuando aparece un algo de corrupción, hay que sacarlo. Muchas 
veces es el propio Instituto y sus hombres y mujeres los que excluyen la mosca que le cambió la superficie al 
balde de diez litros de leche. 


Potenciar el Instituto Policial, ¡claro que sí! 


Por otra parte, debo recordarle al señor Ministro que se anota algunos garbanzos que no son de este Gobierno 
que recién empieza. Por ejemplo, la profesionalización en el nombramiento de los jefes de policía fue de 
nuestro Gobierno, el del doctor Batlle. Tradicionalmente, si alguien en un departamento del interior del país 
no accedía a una diputación, a una banca en el Senado o a la Intendencia, el cargo que esperaba era el de Jefe 
de Policía. Fue la primera vez que esto no sucedió. La corporación de oficiales hace muchas décadas que 
viene trabajando para que se reconozca su profesionalismo y que los Jefes de Policía sean todos profesionales 
de la Policía. Y esto se hizo en el Gobierno anterior. No fue el señor Ministro actual el que empezó con este 
tema; fue el Gobierno anterior y no se varió: todos fueron Oficiales de la Policía. 


Además, la profesionalización también se respeta y se le da virtud respetando la derecha. Cuando se provee 
el cargo de Director Nacional de Policía, que es muy importante -aunque no es la comandancia en jefe, 
porque la Policía no tiene Comandante en Jefe como las Fuerzas Armadas-, se pone a una persona que sin 
duda es de su confianza y con vinculación política a su fuerza, pero asciende alguien de la izquierda desde el 
punto de vista del escalafón. Créame, señor Ministro, que eso golpeó de una manera bastante importante a 
una parte de la oficialidad. 


Tampoco es nuevo lo de Asuntos Internos. Ya hace dos o tres Administraciones que se creó la Fiscalía 
Policial, a los efectos de seguir aquellos casos que deben ser combatidos dentro de la Policía. Si ahora se le 
cambia el nombre nada más, queda en lo mismo. Llámesele Asuntos Internos si se quiere, tal como lo vemos 
en las películas de la policía de Nueva York, porque en Estados Unidos se llama así: Asuntos Internos. 


Además, nos interesaría saber -no es para que lo conteste ahora porque hice un pedido de informes cuya 
respuesta tendré sin duda en los próximos días- respecto a la seguridad presidencial. Esto también tiene que 
ver con la profesionalización de la Policía. El señor Presidente de la República, cuya seguridad personal me 
preocupa, no solo por la del ciudadano sino fundamentalmente por la de institución Presidente de la 
República, tiene veintiún personas en su custodia personal que no son del Instituto Policial. ¿No tenía 
profesionales el Instituto Policial formados desde hace décadas para estar en esa situación? Me gustaría que 
nos hablara sobre ese tema en otra oportunidad pues, sin duda, el señor Ministro volverá a la Comisión. 


A su vez, los procedimientos exitosos a los que hacía referencia el señor Ministro es también un garbanzo 
que no hay que anotárselo así nomás, porque el señor Ministro hace treinta y pocos días que asumió. Hace 
veintiocho días, el señor Ministro salió a la prensa y dijo: "Cómo será la cosa, que este Gobierno prioriza la 
lucha contra las drogas". ¡Claro que eso es importante! Y habla de un procedimieto que incautó varios kilos 
de cocaína, si no me equivoco. ¡Ojalá hubiera de esto todos los días! Y queda como si fuera producto de este 
Gobierno y de este Ministerio en esta Administración que se logra este éxito. ¿Se sabe cuánto significa, desde 
el punto de vista profesional, el proceso de la información, qué tiempo estimado hay para la colecta de la 
información, para trabajar en un procedimiento y que sea exitoso? Tal vez años después de haberse 
comenzado a reunir la información. Entonces, no se puede dejar entrever -por no decir que se dice 
directamente- que el procedimiento exitoso de los 30 kilos de cocaína fue porque subió esta Administración. 
Mejor hubiera sido que se hubiera alabado directamente y se tuviera en cuenta al final del año policial a los 
funcionarios que actuaron en el tema. 


Por último, nos parece correcto que se revea lo que se había dicho originalmente en cuanto al delito de 
copamiento. En 1995, cuando se votó la Ley de Seguridad Pública, mucho tuvimos que luchar para que se 
creara la figura del copamiento, que no es otra cosa que una rapiña a domicilio. Si horrible es que a una 
persona la rapiñen en una esquina, peor es que la rapiñen en el seno de su hogar, porque en la esquina usted 
está con el rapiñero y es lo que dé cada uno, pero en su casa, con sus hijos, con sus padres, con sus hermanos, 
usted es triple víctima de rapiña. Entonces, el copamiento debe ser así, con el agravamiento necesario, porque 
esa gente peligrosa cuanto más tiempo esté fuera de circulación, más tiempo estará a salvo la sociedad 
respecto de esa persona. 


En realidad, preguntas para que conteste el señor Ministro solo es la que hoy referí. Con respecto a lo demás, 
con el mayor de los respetos y el aprecio que le tengo, queríamos dejar nuestra opinión en esta sala. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero procurar dar algunos aportes a la visita en lo que es nuestra perspectiva 
con respecto a este problema. 


Cuando procesamos la invitación al señor Ministro en la Comisión, discutimos una larga mañana respecto a 
cuál era el contenido de la convocatoria. Podemos discutir y discuto con el señor Presidente, y creo que se 
equivocó cuando en la mañana me corrigió. Pero, no importa, ahora no me va a volver a corregir. 


De lo que queríamos hablar era de esto. Sin perjuicio de que estemos muy interesados en todos los otros 
temas, queríamos hablar sobre qué era lo que estaban pensando y ver cómo se estaban comunicando las 
cosas. 


En el funcionamiento de nuestra democracia, las responsabilidades siempre son compartidas. Cuando un 
Gobierno se equivoca, también se está equivocando la oposición, que quizás no haya tomado las previsiones 
del caso para evitar ese error. Y viceversa, cuando la oposición se equivoca, quizás el Gobierno no haya 
sabido entender qué es lo que la oposición pudo haber evitado hacer. Y acá estamos ante una situación de 
esas características. 


Quiero aportar algunos comentarios desde distintos ángulos en lo que hace a todo el episodio, al contenido en 
sí mismo y al fondo de la cuestión. 


Pero no voy a hacerlo sin antes decir que, en primera instancia, estamos más tranquilos porque, 
indudablemente, se ha revisado lo que nosotros entendíamos a través de los medios que era una posición 
inicial, en que aparecía como una estrategia mucho más universal y amplia, con una condicionante de 
celeridad. En cualquiera de los dos casos vemos un grado mucho mayor de ponderación en la exposición del 
señor Ministro. Por lo tanto, nos quedamos tranquilos y, más allá de expresar conformidad -porque hay 
algunas cosas en las que no estamos conformes-, nos sentimos con un mayor grado de certeza respecto de 
cuál es la materia sobre la que estamos hablando y cuáles son los tiempos que estamos atendiendo; más aún, 
hubo algunos aportes que se han hecho acá y que suscribimos respecto de la posibilidad de ampliar una base 
participativa mayor, dando a todos los que podamos tener responsabilidades en estas cuestiones espacio para 
poder hacer escuchar nuestras opiniones. 


Con respecto a los enfoques, hay una cuestión que quizás no está dentro de la forma de pensar del señor 
Ministro, pero que es indudablemente lo que yo interpreto que la ciudadanía decodificó, teniendo en cuenta 
lo que los medios de comunicación brindaron a través de las declaraciones del señor Ministro, de subalternos 
del Ministerio y de las siempre inexistentes -pero existentes- fuentes de los organismos o institutos. La 
interpretación que se hizo fue: "Bueno, ¿qué es lo que tenemos? Un nuevo Gobierno. Este nuevo Gobierno 
tiene un nuevo Ministro. Es una persona que tiene mucho prestigio. Indudablemente, se abre una cuota de 
esperanza. La principal apuesta que hace es a la liberación de los presos". Con esto no estoy haciendo una 
imputación sino que entiendo que eso es lo que la gente interpretó a través de muchas páginas de diarios. A 
título de ejemplo, el 27 de marzo el diario "El País" dedicó a este asunto dos páginas enteras y la tapa. Y no 
fue el único medio. Este tema fue muy mediático y publicitado en todos los medios. No quiero asignar 
intencionalidades; por supuesto que cuando uno quiere promover alguna acción política lo que hace es tratar 
de generar el ambiente para que sea aceptada aunque se cuente con la mayoría en las Cámaras; es natural que 
así sea. Pero creo que se produjo un error y este estuvo en la comunicación que se produjo, entre otras cosas, 
porque no hubo un solo agente comunicador. Con esto voy a dar la derecha al señor Ministro; quien debe 
comunicar y expresarse es el responsable político de la cuestión, y ese es el Ministro. El Ministro se puede 


equivocar, puede acertar, ser inocuo, pero es el Ministro. Nuestra impresión es que hay gente a la que hay que 
decirle que se calle un poco la boca. El Director Nacional de Cárceles tiene que ocuparse de que en las 
cárceles los presos estén lo mejor posible y seguros. No podemos tener un Director de cárceles mediático. 
Creo que si medimos los minutos de televisión, los segundos en radio y los centímetros de diario con que ha 
contado, veremos que ha sobrepasado a muchos de los Ministros del actual Gobierno, y eso no es bueno. 
Entre otras cosas no lo es porque condiciona las posiciones del señor Ministro y las enreda puesto que no hay 
dos personas que piensen, que hablen y que comuniquen igual. Y cuando se lanzan dos voceros al escenario 
público va a aparecer este problema; alguien escucha que se dijo que se iba a liberar a tres mil y otra persona 
que el señor Ministro pensaba otra cosa. 


Por mi parte, siempre doy la derecha a quien es el responsable político y a esa persona le digo que mire hacia 
adentro del Ministerio y analice si hay que tomar alguna medida correctiva, sobre todo, en relación con la 
comunicación. Con esto no apunto contra el señor Navas, a quien ni siquiera conozco. Reitero sí que se ha 
dado una invasión mediática de este tema que ha hecho que otros Oficiales de Policía hicieran referencia al 
asunto. El otro día me pareció ver en televisión al señor Subdirector quien resultó ser en mi opinión una 
excelente persona, pero es evidente que no tiene preparación para hacer manifestaciones en la televisión, y no 
digo esto en tono denigrante; lo que quiero es aportar. A mi juicio, es preferible que haya una sola voz y que 
sea una sola persona la que hable. Y si en lugar de hablar el señor Ministro, lo hace el señor Subsecretario o 
algún Director Nacional, me parece bien, pero no deben sustituir a la figura del Ministro. Creo que con este 
tema se ha producido un gran enredo porque, claro, es un tema explosivo, llama mucho la atención de la 
prensa e interesa mucho a la opinión pública. Decía a los periodistas que es un tema fácil de decodificar y la 
gente lo simplifica. En el fondo de la cuestión, tengo muchas coincidencias con el planteo del señor Ministro, 
pero la forma en que se ha comunicado el tema ha hecho que el asunto se haya visto simplificado y termine 
en la frase: "Van a soltar a los presos". Esto hace que la discusión vaya en el sentido de preguntarse a cuáles: 
a los primarios, a los que no lo son, a los que han cometido delitos contra la propiedad, a los que tienen la 
mitad o los dos tercios de la pena cumplida. 


Una vez más digo que la prioridad se maneja a través de la comunicación y esta tiene que ser responsabilidad 
de la principal figura. Entonces, si se da -como creo que sucede en este caso- una exageración en los roles de 
algunos de los subalternos, hay que llamarlos al orden de la mejor manera, pidiéndoles que se ocupen de 
otras cosas. Diría más: si en esta Casa se quisiera hacer leña con este tema se podrían tomar declaraciones del 
Director Nacional de Cárceles que se inmiscuyen directamente en la actividad política; son expresiones 
políticas que, por lo que entiendo, le están vedadas. A través de los medios ha hecho apreciaciones respecto a 
las cuales tengo dudas sobre su procedencia y sobre la posibilidad que el jerarca tiene de hacerlas. Algunas de 
ellas se mencionaron hoy y hay muchas páginas escritas. Una de ellas, al pasar, se vincula al dicho de que no 
hay injerencia por parte del señor Ministro respecto a dónde van a ir a dar los presos, lo que sí sucedía en el 
Gobierno anterior, en el cual las decisiones para definir el destino de los presos eran políticas. ¿Será cierto o 
no? No sé; quizás sí, quizás no. Lo que no corresponde es que haya un juicio de valor hecho por un Oficial de 
la Policía respecto de los actores políticos que en su momento fueron sus superiores. Sería lo mismo que 
entrase a juzgar, en forma positiva o negativa, la actuación del actual Ministro, a quien yo defendería porque 
no se pueden hacer ese tipo de consideraciones. Este es mi primer aporte. 


Por otra parte, voy a hacer referencia a algunos aspectos en los que creo que vamos a coincidir, quizás no de 
fondo pero sí a nivel instrumental. Entiendo que una sociedad moderna y digna no puede tener el sistema 
carcelario actual del Uruguay; de ninguna manera. Creo que los niveles de descontrol de la situación a los 
que se ha llegado y que vienen de años atrás justifican que haya una decisión por parte de las autoridades 
públicas y un compromiso de toda la sociedad para resolverla. Para nosotros la solución no puede basarse en 
un punto de vista matemático y sé que esa no fue la intención del señor Ministro cuando hizo los 
señalamientos que hizo. Se dice: "Tenemos 7.500 penados y procesados y hay 3.000 plazas; por lo tanto, la 
resta da 4.500". No podemos tomar las decisiones -no digo que se esté haciendo-, no debemos tomar las 
decisiones teniendo en cuenta la infraestructura. No puede ser que la decisión se base en función de que 
sobran presos de acuerdo con las plazas que hay y que el problema de hacinamiento se resuelva soltando 
gente para que vivan mejor los que quedan dentro. No creo que la solución pase por ahí sino por otra vía. 
Concretamente, hay una situación a resolver, entonces, veamos quiénes y cuántos de los que tenemos en esta 
situación son rápidamente recuperables o reinsertables en la sociedad; es a partir de ahí que debemos 
desarrollar nuestro programa. Sé que este es un aspecto en el que se está de acuerdo, pero tenemos que 
aceptar que la comunicación muchas veces va en sentido contrario de nuestros pensamientos. Si esa es la 
estrategia, trabajemos. Si apuntamos a eso, analicémoslo. 


Tengo algunas dudas, que no son livianas sino pesadas, respecto a la capacidad que se puede llegar a tener 
para dar garantías a la ciudadanía en la vigilancia de los reclusos liberados, es decir, del seguimiento que se 
les pueda hacer a través de la figura del Patronato o de otra. No vamos a manejar cifras para que no queden 
registradas en la versión taquigráfica porque no me quiero hacer cargo de ellas, pero reconozcamos que 
cientos de casos hoy representarían cientos de problemas y tendríamos que tener una estructura armada como 
para hacer un seguimiento. Creo que lo peor que puede pasar, la peor forma de reventar que tiene esta 
historia, es que se tome la decisión, se avance sobre ella, se proceda a hacer algunas liberaciones y tengamos 
algún asesinato, violación, algún hecho delictivo en donde se pueda identificar al involucrado como uno de 
los liberados y ahí todos vamos a ser responsables. Por supuesto que esto está dentro de las posibilidades, 
pero tengo mis dudas respecto de la capacidad de reacción que se pueda tener en el corto plazo a los efectos 
de dotar a la sociedad de un rango de garantía lo suficientemente aceptable como para poner en marcha un 
plan de este tipo en forma exitosa. Por supuesto que como en todos los otros temas, estamos abiertos a 
discutirlo, a "vicharlo", a pensarlo y a hablarlo. 


Quiero agregar al planteamiento del señor Diputado Iturralde que en la Cámara hay una propuesta de 
conformación de la Comisión de Seguridad Ciudadana que funcionó en la Legislatura pasada y que produjo 
algunas propuestas parlamentarias interesantes. Además, sirvió como caja de resonancia y ámbito de 
discusión de los temas que se están hablando en cuanto a la posibilidad de diseñar estrategias del largo plazo 
y con la definición más amplia del diseño de políticas de Estado respecto de los temas vinculados a la 
seguridad. Debemos ser conscientes con respecto al hecho de que este tema hoy sigue siendo la principal 
prioridad de los uruguayos. Digo esto porque como la seguridad sigue siendo la principal prioridad -eso es 
así- es que este tema ha tenido tal estado público. Al revisar la secuencia de encuestas, nos vamos a encontrar 
con una constante a lo largo de los últimos veinte años. Algunas expectativas de la población pasan del 
segundo al tercer lugar y otras, del tercero al cuarto, pero siempre está primero el tema de la seguridad. La 
gente quiere estar segura y vivir con determinado grado de seguridad. Entonces, creo que la Cámara -lo 
podemos proponer para el martes que viene en el plenario- tendría que votar la conformación de la Comisión 
dándole una amplia representación para que ya se ponga a estudiar los temas que le parezcan pertinentes. 


Por último, una vez más quiero hacer referencia a lo que dije en la mañana de hoy en cuanto a que no 
pretendía ser descortés ni faltar el respeto al señor Ministro, sino circunscribir el tema a la principal urgencia 
que tenemos, que son los temas que generaron la comparecencia del señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere dejar bien sentado que jamás se le ocurrirá dudar de la 
caballerosidad del señor Diputado Alonso. Simplemente tuvimos una interpretación reglamentaria que 
de pronto creó alguna diferencia. 


Reitero señor Diputado Alonso que está fuera de duda su caballerosidad. Usted sabe que goza de mi amistad 
y lo digo públicamente. 


SEÑOR LORENZO.- No voy a extenderme porque los compañeros de mi Partido que han hablado ya 
han manifestado cuáles son nuestras preocupaciones o los distintos enfoques que tenemos sobre el 
tema, nuestro partido político y sus distintos sectores. Inclusive, eso ya fue manifestado en ocasión de 
discutir la convocatoria o no del señor Ministro a efectos de intercambiar opiniones. Simplemente 
reafirmo que el espíritu es tratar de contribuir a diseñar una política de seguridad que armonice 
valores y bienes jurídicos, y son muchos los que están en juego en estos temas. El Poder Ejecutivo tiene 
las condiciones, las potestades y hasta el respaldo parlamentario para diseñarla de manera solitaria, 
pero entendemos conveniente que eso se haga de una forma más amplia y de acuerdo con las 
manifestaciones del señor Ministro. Creemos que eso se puede recoger y nos parece de buena política. 


Quiero marcar dos o tres puntos, compartiendo lo que los compañeros manifestaron precedentemente. 
Evidentemente, este tipo de temas siempre tiene una integralidad que hace difícil encarar puntualmente cada 
situación sin caer en reduccionismos o sin irse al otro extremo, tratando de solucionar el tema de fondo, 
cuando la realidad cotidiana nos tira situaciones inconvenientes o indeseadas. Entonces, creo que hay que 
tratar de armonizar y de no caer ni en una cosa ni en la otra. Y para ello se deben generar ámbitos, ya sea 
dentro del Poder Ejecutivo, con Comisiones especiales o Comisiones parlamentarias -de la Cámara o 
bicamerales-, en los que se vuelquen las propuestas, las ideas y los proyectos de ley que en definitiva 


consagren las políticas que el Poder Ejecutivo pretende llevar adelante. Luego veremos si se puede acordar 
sobre ellas o hacia dónde vamos. 


También hay un punto que sería conveniente separar y resolver de manera inmediata o en función de los 
tiempos necesarios. Me refiero a las cárceles. No quiero adjudicar una única responsabilidad a la generación 
de esta situación -estas situaciones son multicausales-, pero lo cierto es que en base a alguna promesa 
preelectoral, a algún anuncio del Ministro o a alguna manifestación inoportuna de un jerarca de esa Cartera -a 
la que ya se ha hecho referencia- se generó una cierta inquietud a nivel de la población carcelaria que, en mi 
opinión personal, creo que habría que definir rápidamente. Con esto no pretendo plantear al Ministro que 
apure un proyecto de ley que, entiendo, está siendo estudiado, consultado, con dudas y búsqueda de 
soluciones. No obstante, me da la sensación, en función de la situación que describió el señor Ministro -de 
inquietud, que en algunos casos llevaron a algunas medidas adoptadas por algún grupo de reclusos, en algún 
establecimiento-, de que este es un tema que necesita, al contrario de lo que se ha hecho hasta ahora, una 
definición clara de hasta dónde va a llegar el corte de la medida gubernamental y legislativa tendiente a 
solucionar parcialmente el problema de congestionamiento y hacinamiento de la población carcelaria. De lo 
contrario, estaremos contribuyendo a que haya una inquietud que no le hace bien a la solución de fondo. Digo 
esto porque lo que lograremos será que, a raíz de consecuencias no deseadas dentro y fuera de las cárceles 
por decisiones o por ausencia de definiciones, estaremos polarizando innecesariamente una discusión que 
necesita mucho detenimiento y cuidado en su tratamiento. 


Entonces, más allá de reafirmar lo que otros compañeros han establecido, consultado y preguntado, me 
parece conveniente analizar la posibilidad de separar este punto en particular, sin dejar de considerar los 
aspectos vinculados a la temática, en una visión más integral, para tratar de evitar consecuencias no deseadas 
de una situación que puede generar inquietud e incertidumbre afuera. No quiero convertirme en lector ni 
intérprete del pensamiento de la gente, pero como uno está más o menos en contacto con distintas personas, 
instituciones o sectores, puede decir que en algunos ámbitos hay inquietud -no lo quiero calificar de alarma 
social o algo por el estilo- y dentro de la población carcelaria -confirmado por el señor Ministro- también se 
genera una inquietud o una expectativa que sería bueno acotar o definir en el corto plazo para dar certezas, 
porque la peor situación es la incertidumbre, que es lo genera este tipo de situaciones no deseadas. 


Cierro mi aporte diciendo que hay que tratar de que el encare de este asunto -que es muy profundo y que 
necesariamente debe ser tratado en forma integral- tenga ese punto en particular como un elemento a definir 
en el corto plazo, para que no se sigan generando situaciones que no hacen bien a la solución del tema de 
fondo ni al clima con el que debemos discutir estos asuntos en el Parlamento.. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Tourné) 


SEÑOR ORRICO.- Acá se ha empleado la expresión "estar del lado de la gente". No voy a aburrir a 
las señoras y señores Diputados con la integración de mi familia porque es un poco compleja, pero 
simplificando voy a decir que tengo cinco hijos de los cuales tres han sido rapiñados. Florencia - 
adelanto que tal vez por ser mujer- fue robada dos veces; la última vez, el martes de turismo. A otro de 
ellos, cuando tenía once años lo amenazaron con un cuchillo y le sacaron la campera; a otro le sacaron 
un reloj que costaba $ 70 y a Florencia le sacaron el "walkman" en dos oportunidades. O sea que voy a 
tener que comprarle un tercer "walkman". Además, los ladrones entraron dos veces en mi casa. Así 
que yo tuve la desagradabilísima sensación de entrar a mi dormitorio y encontrar todo dado vuelta. No 
se pueden imaginar lo que esto significa porque es como que a uno le han violado lo más íntimo de sí 
mismo. Apareció todo revuelto; no encontraron nada, pero de todas maneras es una situación muy 
desagradable. 


De modo que no se trata de estar del lado de la gente o del lado de los presos. Con los debidos respetos, hice 
este pequeño relato para decir: "Yo soy la gente, yo sufro las mismas cosas y también tuve que poner rejas y 
alarma". El problema es que hay un montón de gente que no puede poner ni rejas ni alarma. Entonces, tiene 
que quedarse en su casa porque no puede salir. Esa es la realidad. Yo no voy a adjudicar responsabilidades 
porque no vine a eso, pero esto es lo que la sociedad uruguaya ha venido desarrollando en los últimos años. 


De una vez por todas quiero aclarar lo que se ha dicho sobre el copamiento. No está en el proyecto de nadie 
suprimir el delito de copamiento porque se podrían crear algunos problemas técnicos puesto que en el caso de 
las personas que están procesadas o penadas por esa causa, si se elimina esa ley, su abogado defensor 


reclamaría su libertad. Sin embargo, ello no obsta a que yo diga que desde el punto de vista técnico-jurídico 
es un disparate -tal como lo señalé en 1995, cuando se sancionó la ley- porque el delito de copamiento tiene 
la misma penalidad que el de rapiña, en concurrencia fuera de reiteración, con violación de domicilio y con 
privación de libertad, más el uso de armas. Eso es un copamiento. Todo eso, aplicando los artículos 54 a 56 
del Código Penal da una penalidad que es la misma que hoy tiene el copamiento. Pero con esta característica: 
el proyecto de ley vino tan malo en la primera ley sobre seguridad del año 1995 que, en realidad, si se 
hubiera votado el delito de copamiento tal como vino del Poder Ejecutivo, la pena sería menor de la que 
acabo de decir. Demos por terminada esta discusión porque acá nadie habla de suprimir el delito de 
copamiento y, reitero, que esto se debe a que después de que ha sido establecido se crearían muchos más 
problemas que los que se pretende evitar. Entonces, no es con menudeos técnicos que vamos a solucionar 
este problema. 


Ahora bien, lo primero que debemos preguntarnos es qué hemos hecho en materia de seguridad pública en 
los últimos años. Según la información que tengo, en el año 1994, en Montevideo fueron denunciadas 2.911 
rapiñas; en 1995 se aprobó la ley sobre seguridad ciudadana con el loable propósito de dar seguridad a la 
población. Lo cierto es que las 2.911 rapiñas de 1994 -cito esta fecha para estar más o menos lejos de la 
actualidad y analizarlo con tranquilidad, pero aclaro que la cifra siguió subiendo- se transformaron en 5.913 
en 2000. Quiere decir que desde el punto de vista de la seguridad de los ciudadanos, acá no hay seguridad; 
absolutamente no la hay porque las cifras están claramente duplicadas, luego de la aprobación de una ley que 
se suponía que era para la seguridad de los ciudadanos. 


Además, si analizamos desde cuándo parte esto, notamos que surge de cifras como, por ejemplo, de 667 
rapiñas denunciadas en Montevideo. Entonces, ahora estamos hablando casi de diez veces más y tendríamos 
que pensar por qué pasa esto. Hay una tesis que no se dice pero que se reduce a lo siguiente: las madres 
uruguayas, por mutación genética, empezaron a parir mala gente. Esta no es una buena explicación, no es la 
que la Cámara ha dado y es lo que hay que tener en cuenta. Si traslado, por ejemplo, a Tacuarembó la cifra 
que doy para Montevideo, noto que en 1995 allí hubo menos de 800 denuncias por hurto, que en 2001 hubo 
más de 1.600, y no quiero saber qué sucedió en 2002 cuando se produjo la crisis bancaria y todo lo que vino 
después. 


La situación no es tan simple como para decir: "Agravo las penas y, en consecuencia, mejoro la seguridad". 
Todo esto es muy complicado. 


Y eso figura en un informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, integrada 
por todos los partidos políticos y votada por unanimidad; entre los legisladores estaba el señor Diputado 
Washington Abdala, el ex Diputado Vener Carboni, etcétera. Dicho informe empieza diciendo que la 
seguridad ciudadana es "un tema integral cuya responsabilidad le compete no solo al Ministerio del Interior, 
sino a todo el Estado y a la sociedad en su conjunto". Quiere decir que la primera tentación -desde el punto 
de vista del método- que debemos tratar de sacarnos de encima es pensar que la seguridad depende del 
Ministerio del Interior. En realidad, la gente está segura cuando sale a la calle y sabe que no le va a pasar 
nada, independientemente de cuántos policías haya. Esta es la seguridad que quienes lamentablemente 
peinamos canas -o no peinamos nada-, a veces, miramos con nostalgia. Me refiero a la época en que el 
diariero ponía el diario en la calle, la gente se servía a sí misma, se daba el vuelto, y a nadie se le ocurría 
robar nada. Esta es la seguridad que yo quiero. A mí la seguridad con el policía en la puerta, honestamente no 
me interesa, porque después tenemos otro problema: ¿quién cuida al cuidador? Esto es muy serio. 


Este informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana fue aprobado por unanimidad en la Cámara en la 
sesión del 6 de abril del año 1999 -¡Qué casualidad! Cumplimos seis años de esto- y figura en el Diario de 
Sesiones N* 2802; sería bueno leerlo. En dicho informe se expresa: "Deben señalarse las contradicciones del 
enfoque tradicional de la seguridad". Esto lo dice el informe, no lo digo yo. Más adelante, se señala: 
"Asimismo, la actual situación de la seguridad debe canalizarse hacia la búsqueda de un enfoque integrador. 
Es necesario llevar adelante una lectura integradora y sistemática de las distintas causas, a efectos de 
estructurar programas de respuestas coordinadas, que solo así tendrán la capacidad de impacto". 


Podría seguir leyendo este informe donde se habla de la multicausalidad de la delincuencia y demás, lo cual 
fue aceptado pacíficamente por todos luego de haber estado muchos años trabajando, recibiendo asesores de 
muy distinta naturaleza, tales como sociólogos, psicólogos sociales, catedráticos de las distintas materias 


involucradas de la Facultad de Derecho, la Policía, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Salud Pública, 
el INAME de entonces, etcétera. 


En el mismo informe, con relación a las cárceles, en la página 43 se dice: "Esta Asesora entiende que el 
actual sistema carcelario no satisface las necesidades requeridas". En este caso, se refiere concretamente a las 
necesidades de la población y al artículo 26 de la Constitución. También señala: "Locales de detención 
inadecuados y superpoblación carcelaria son dos factores que contribuyen decisivamente a la ineficacia del 
sistema". Reitero, esto es algo que dice la Comisión, no este Diputado que simplemente se limitó a apoyar. 


En este documento se proponen muchas medidas, entre ellas, se habla de actualizar la legislación 
penitenciaria, tomando como base el informe realizado por la Comisión Honoraria del Mejoramiento del 
Sistema Carcelario. Esta Comisión Honoraria fue nombrada por el doctor Julio María Sanguinetti cuando era 
Presidente de la República y presidida por el doctor Tommasino. Me consta que el Ministro hoy la ha 
mencionado repetidas veces porque es un texto básico donde se analizó a cabalidad la situación carcelaria, y 
lo único que podemos decir es que ese texto está atrasado en la medida en que hoy la situación es mucho peor 
que cuando se elaboró ese documento. Esa es la realidad. 


Entonces ¿qué se proponía? Ubicar el sistema carcelario fuera del Ministerio del Interior. No está planteado 
hoy; no es posible hacerlo hoy, pero sin duda en algún momento habrá que pensar en una solución de este 
tipo. 


En segundo término, actualizar la legislación penitenciaria en base a esta Comisión que yo había nombrado. 
Se deberá clasificar a los reclusos y establecer el sistema progresivo; esto no se puede hacer debido a la 
situación que hoy tenemos en las cárceles, es imposible. 


Los reclusos contarán con ámbitos de estudio, esparcimiento y trabajo, imprescindibles para su 
rehabilitación. Quiero repetir algo que dijo el doctor Langón hace un año y medio en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración en cuanto a que las cárceles uruguayas son 
universidades del crimen y catedrales del miedo. Esto no fue desmentido por nadie; en ningún congreso de 
Derecho Penal nadie desmentirá esto. 


De una vez por todas debemos reconocer -aquí tengo las cifras, pero puedo dar muchas más- que el problema 
es de la sociedad uruguaya como tal; no quiero adjudicar a tal partido o a otro, no me interesa, lo que me 
importa es solucionar el problema. Acá hubo expresiones, por lo menos de dos Diputados del Partido 
Nacional, que realmente me llenan de júbilo en relación con este tema porque creo que abren un camino para 
recorrer y solucionar el problema. 


Debemos hacernos la autocrítica de que, como sociedad, en este tema hemos fracasado porque cada vez 
tenemos más delitos, entre otras cosas -y todos lo sabemos-, por la descomposición social que padecemos, 
también sin culpa, es un hecho absolutamente claro. En el Uruguay existe un 35% de personas menores de 
diecisiete años que no trabajan ni estudian. En el informe referido a la parte carcelaria se habla de estudiar la 
implementación de leyes que permitan la reducción de la pena a los reclusos que dediquen su tiempo al 
trabajo o estudio. No es más que lo que propone el señor Ministro. 


También se mencionaba: "Sancionar el proyecto de ley de Medidas Alternativas a la Reclusión [...]"; debo 
decir que sí, que acá se aprobó un proyecto de medidas alternativas a la reclusión, pero también con mucha 
honestidad tengo que aclarar que lo votamos, pero manifestando que era absolutamente ineficiente. Era un 
buen mensaje, pero tenía poco contenido porque eran tantas las excepciones que no comprendía a nadie. El 
señor Ministro también lo presentó. 


A su vez se planteaba: "La creación del Hospital Penitenciario". Nadie está hablando de que lo crearemos 
mañana, pero es imprescindible hacerlo para solucionar los problemas que se dan adentro de la cárcel. 


Quiero que razonemos esto: acá hay Diputados del interior que van a poblaciones de 2.000 o 2.500 
habitantes, que tienen su socialización, su cultura, su forma de cebar el mate, de cantar, de divertirse, de 
trabajar y de vivir. ¡Caramba! Esa socialización también se da en una cárcel. El problema es que los presos 
son bastante más y los códigos de convivencia son muy complicados. Apelo a los abogados presentes que 
saben lo que es penetrar en una cárcel. 


Hemos caído en una situación muy complicada; estamos en una situación de emergencia humanitaria. No se 
puede hablar solo del tema carcelario, aislarlo del resto y simplificar, como se ha hecho. Admito que pudo 
haber dificultades de comunicación -creo que es honesto, intelectual y políticamente admitido-, pero también 
admitamos que no es correcto, cuando se está tratando de crear un sistema dentro del cual el penitenciario es 
una parte, ceñirnos nada más que a determinadas cosas y, sobre todo, a los bolazos que nos están tirando. 
Respeto mucho a la prensa, quiero que haya una prensa independiente, pero tengamos claro que se han 
barajado números que por lo menos yo no sé de dónde salieron. 


En definitiva, creo que acá debemos trabajar todos. Este no es un tema del Gobierno, sino de la sociedad 
uruguaya organizada jurídicamente, que es el Estado, y abarca no solo al Ministerio del Interior -no caigamos 
en simplismos- sino a todo el aparato del Estado, incluido el Ministerio de Desarrollo Social que creo que en 
definitiva será la solución de este tema que nos ocupa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Jorge Orrico) 


SEÑOR SALSAMENDI.- En primer lugar, quiero plantear una cuestión doméstica que lamento que 
los invitados tengan que escuchar, pero es inevitable comentarla. 


Tenía la convicción de que la decisión de invitar al señor Ministro del Interior la había tomado toda la 
Comisión y, posteriormente, ambas Comisiones integradas y no un señor legislador. Estaba absolutamente 
convencido de esto. Suponía que era así, pero el error debe haber sido mío. 


En segundo término, en esta materia y cuando vamos a analizar cualquier proyecto de ley que implique una 
eventual modificación en la legislación vigente, debemos interrogarnos acerca de si el camino por el que 
hemos transitado en los últimos tiempos, particularmente desde los noventa, ha resuelto los problemas de 
seguridad. En ese tiempo, estos problemas de seguridad eran invocados permanentemente para generar una 
legislación de derecho penal máximo o, para decirlo menos técnicamente, de endurecimiento de la legislación 
penal, lo que determinó, como se ha demostrado con todas las cifras, un brutal aumento de personas privadas 
de libertad y sometidas a proceso en el Uruguay. 


La conclusión que surge a partir de todos los relatos que se han hecho -en esto creo que han sido 
absolutamente coincidentes, más allá de los matices- es que por ese camino no hemos solucionado el 
problema de seguridad. Por ende, comparto plenamente lo que planteó el señor Diputado Orrico en cuanto a 
que en la discusión de un proyecto de ley de esta naturaleza y de una política de seguridad en general, deben 
estar integrados obviamente el Poder Judicial, el Ministerio del Interior, etcétera, pero no son los únicos que 
tienen que ver con situaciones vinculadas a la seguridad pública y mucho menos a la sensación de seguridad. 


En cuanto a la explicación de las políticas que ha venido llevando adelante el Ministerio, por donde podría 
encaminarse un planteamiento de modificación de la legislación vigente, me parece que debemos partir de 
algunas bases. La primera -lo hemos dicho hasta al cansancio; se ha dicho en todo el mundo y creo que está 
absolutamente comprobado- es que el aumento de la rigurosidad en la legislación penal no genera un 
descenso en los niveles de inseguridad de la población -que es un aspecto psicológico-, ni en la comisión de 
delitos, que es un aspecto que se puede tomar desde un punto de vista más fáctico. Por lo tanto, se dice: "El 
problema es que si tenemos hacinamiento carcelario deberíamos generar algún otro tipo de planteo, por 
ejemplo, construir más establecimientos para, eventualmente, llegar a una solución". Creo que esto es solo 
una parte del asunto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sobre la invitación al señor Ministro, recordarán los señores Diputados que 
quien habla fue el que la propuso y que la Comisión la hizo suya en muy buenos términos. 


Sobre las últimas expresiones del señor Diputado, entiendo que cuando se aumenta o reduce una pena, se está 
estableciendo una pena, y es porque la persona paga por un delito cometido, y no es para que no salga, para 
que no vuelva a cometer un delito, para que esté radiado de la sociedad. 


No interpretemos que las penas se establecen para que las personas queden adentro, para que no estén afuera, 
para que no hagan daño afuera; la pena asignada a un recluso es una privación de libertad por el delito 
cometido. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No quisiera tener que plantear este debate, pero no me queda otra 
posibilidad que hacerlo. 


Una sociedad -en este caso el Uruguay-, a través de su Poder Legislativo, define qué tipo de conductas 
constituyen delitos y qué penas se les aplican. Esto no es algo que surja de la nada. El ejemplo más claro lo 
tenemos con las penas de los delitos llamados "de cuello blanco" -básicamente, ilícitos de carácter 
económico-, pues si las comparamos con las penas de los delitos que agreden a la persona física y moral del 
hombre o a la propiedad, veremos que son absolutamente ridículas. ¡Ridículas! Para decirlo en términos 
técnicos: si comparamos dosimétricamente la extensión, el monto de las penas que tienen los delitos contra la 
propiedad o la vida, con las penas para los ilícitos que tienen que ver con determinado tipo de macro 
delincuencia -como se define habitualmente a los delitos económicos-, la proporción no resiste el menor de 
los análisis. Esto es una realidad. 


Entonces, la definición de qué es delito, qué conductas constituyen delitos y qué penas se aplican, es una 
decisión que adopta el Poder Legislativo -en el caso de Uruguay- a través de la forma que tiene para crear las 
leyes. Es una decisión que se va tomando en cada caso. 


Como formidablemente lo señalara el entonces señor Senador Millor en una discusión en 2001, aquí se 
adoptaron decisiones sobre las que ya se sabía que iban a generar este problema. Mucha gente lo anticipó, 
entre otros -lo reitero porque me pareció el más claro y porque me sentí muy sorprendido al coincidir casi 
plenamente con él-, el entonces señor Senador Millor. En esa ocasión él adelantó su oposición al aumento de 
penas que en aquel momento se planteaba, porque iba a generar una situación de mayor hacinamiento 
carcelario y porque no redundaría en una mejora de la seguridad de la población. Estuve absolutamente de 
acuerdo en aquel momento, y lo sigo estando ahora sin duda alguna. 


Además -insisto en esto-, cuando uno piensa en los temas de seguridad debe hacerlo en forma global. Si en 
algunos barrios conviven la mayor parte de los pobres y excluidos de este país -la segmentación en el 
Uruguay también ha sido espacial-, y además vemos que la mayoría de quienes están presos son jóvenes y 
pobres, podremos comprobar que el problema que tenemos es que los niños de esos barrios están 
socializando, no con la imagen del trabajador, sino con la de quien reiteradamente está yendo a la cárcel. 


No es un problema solo de quienes están presos sino de hacia dónde llevamos la política. Si hiciéramos una 
progresión, una proyección hacia adelante de la cantidad de presos que tenemos, terminaremos en cifras 
absolutamente monstruosas. 


Si ese es el planteo que se pretende desde el punto de vista de la seguridad pública para el Uruguay, debo 
decir que no tengo ningún punto de acuerdo; si el planteo para solucionar los problemas de seguridad pública 
en el Uruguay implica poder llegar a las cifras a las que inercialmente llegaría este país -si se siguieran 
dando-, definitivamente no tendríamos un acuerdo respecto a cómo encarar este problema. 


La mayor parte de los reincidentes son quienes han pasado más tiempo en una cárcel, o han ido muchas veces 
allí. Y esto también es totalmente demostrable con respecto a cualquier cifra que queramos tomar en el 
Uruguay y en el mundo. 


Por lo tanto, cuando nos acercamos a este tipo de cosas creo que el primer nivel imprescindible es el de 
definir desde dónde vemos los problemas de seguridad de una población. 


Permítaseme un aparte. Hoy se decía que a raíz de la derogación de un decreto a través del cual se permitía la 
detención de las personas por sospecha, existió un presunto aumento -digo presunto porque en lo personal lo 
desconozco; no dudo de los datos planteados- de los delitos cometidos. El gran tema es que el señor Ministro 
o el Ministerio del Interior lo único que hicieron fue adaptar la legislación a la Constitución. Entonces, si hay 
un problema con esto, también tenemos un problema con la Constitución de la República. Por ejemplo, en 
materia electoral yo tengo profundas diferencias, pero cumplo lo establecido, lo acato, lo acepto porque es el 
marco jurídico que este país se dio. 


El problema que tiene la detención por averiguaciones es que está reñida con los más elementales preceptos 
constitucionales. Por lo tanto, si se pretende asentar una política de seguridad sobre la base de la detención 
por averiguación, quien lo plantea debería proceder, sencillamente, a una modificación de la Constitución. 
Hay aspectos que pueden ser opinables. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Yo manejé esos datos porque son de la realidad. No quiero 
profundizar con el señor Diputado Salsamendi un debate sobre los alcances jurídicos de una detención 
por sospecha, pero, en definitiva, el Ministro ha derogado la disposición que permite la actuación de 
fuerzas dependientes del Ministerio del Interior en casos de ocupación de lugares de trabajo, basado en 
un precepto constitucional -he escuchado al señor Ministro cuando fundamentó su decisión-, y 
debemos decir que esto también atenta contra otro derecho constitucional como es el que concierne a la 
propiedad privada. 


Entonces, todos son temas jurídicamente discutibles. Creo que lo que debe primar hoy es la buena voluntad 
que cada uno pone y el sentido práctico. No era mi intención ingresar a una discusión en el sentido de si la 
detención por averiguaciones es o no constitucional. Simplemente dije que era un mecanismo muy práctico 
que usaba la Policía, y desde el momento en que se suspendió en el departamento de Maldonado hubo una 
disparada de delitos, fundamentalmente violentos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En aras de la brevedad que todos solicitaron y que la señora Diputada 
Tourné me acaba de recordar, no voy a ingresar en esa discusión. Señalar que la protección de algunos 
derechos constitucionales puede implicar la violación de otros es un debate que ni siquiera podemos 
dar. En todo caso, podemos discutirlo en cualquier otro momento. 


En cuanto al tema de liberar a la gente del miedo, del estado de conmoción pública, de la alarma pública, 
etcétera, como decía el señor Diputado Lorenzo, no puedo ser vocero de la absoluta mayoría de las personas. 
Entre la gente que conozco, en el barrio donde vivo y sus alrededores -Curva de Maroñas, Bella Italia, Flor 
de Maroñas-, que no se pueden considerar residenciales, las preocupaciones fundamentales de la gente son el 
precio de los alimentos, la posibilidad de un aumento de salario, el trabajo y, entre ellos, el tema de la 
seguridad, como mínimo, en el mismo plano. El principal problema de seguridad que vive mucha de nuestra 
gente y que es una de las preocupaciones fundamentales de este Gobierno tienen que ver con la seguridad de 
poder llegar a fin de mes, de que no le corten la luz o el agua, etcétera. Ahí sí hay un problema de seguridad 
que paulatinamente deberíamos ir resolviendo. 


Hoy se dijo que hay gente que en función de la vorágine de la vida moderna se informa por medio de los 
titulares, los que generan determinado tipo de alarma. Me ocurrió que una vez hice una declaración a un 
periodista y el titular que sacó, en mi modesta opinión, no tenía absolutamente nada que ver con lo que yo le 
había dicho. Esto me ocurrió a mí. Entonces, si el problema de la alarma pública, o el estado de conmoción 
pública se genera a partir de un determinado tratamiento que la prensa le dé al tema, obviamente, el problema 
es de la prensa. En lo personal, no comparto que eso sea así, porque considero que la seguridad es un tema de 
permanente preocupación de la gente y porque me parece que no ha existido una preocupación particular en 
esta materia. 


Estoy de acuerdo en que entre los procesados o penados privados de libertad se produce ansiedad. Por mi 
profesión, he trabajado durante mucho tiempo en lugares donde hay gente privada de su libertad, y sé que la 
ansiedad de saber cuándo se va a recuperar es permanente. No tengo ninguna duda de que un cambio de 
Gobierno, particularmente cuando el partido accede a él por primera vez, genera en toda la gente un 
determinado estado de ansiedad, optimismo, expectativa, etcétera. 


Puede entenderse que en algunos casos ese estado ha sido alimentado, pero esa es una opinión subjetiva y, 
como le gusta decir al señor Diputado Lacalle Pou -y yo lo comparto-, la libertad es libre y cada uno puede 
opinar lo que se le ocurre. 


La señora Diputada Tourné me acota que tiene el "copyright" de esa expresión, así que me disculpo. 


Finalmente, me parece correctísimo que antes de enviar cualquier proyecto de ley se analice el alcance que 
tiene en toda su extensión. Me parece absolutamente pertinente para cualquier situación que prevea la 
posibilidad efectiva de un acompañamiento, como mínimo, de la gente que sale de las cárceles donde cesa o 
recupera su libertad. Me parece que era un debe de este país y uno de los grandes problemas de seguridad que 
teníamos. Nunca se planteó resolverlo, desde aquella casi solitaria experiencia de 1985 o 1986 hasta el 
presente, y me parece que la incorporación de la víctima, no solamente en cuanto a la posibilidad de recibir 
una ayuda o un apoyo determinado sino, además, de incorporarla a ese conflicto social que se genera a partir 


del delito, es absolutamente plausible y está entre los formidables aciertos de los planteos que, a nombre del 
Ministerio, el señor Ministro ha traído a esta Comisión. 


SEÑORA TOURNÉ.- Quiero formular una exhortación a los estimados colegas. Creo que en la 
primera intervención del señor Ministro, que mucho agradezco, nos han quedado claras muchas cosas. 
Sé que por la importancia del tema todos quisiéramos formular reflexiones. Pienso que en el 
transcurso del debate ya ha habido avances de propuestas, por lo que exhorto a que en las 
intervenciones restantes podamos ir avanzando en el sentido de recoger lo ya planteado buscando 
acuerdos, y con las preguntas que aún nos restan -si las hay-, procurar la respuesta del señor Ministro, 
que, seguramente, clarificará aún más algunos aspectos. Soy la primera defensora de los debates y de 
la necesidad de exponer las diferencias -quienes me conocen lo saben y a quienes no me conocen se los 
adelanto-, pero creo que tenemos otros ámbitos para hacerlo. Sinceramente, una visita como esta - 
siempre son importantes las visitas del Poder Ejecutivo- debería culminar con el mismo marco de 
presentes con el que empezó. Sería un poco triste transitar por el camino de hablar, levantarse e irse. 
Entonces, preferiría que las propuestas que vayan concitando consensos fueran recogidas y se hicieran 
las preguntas que aún no se formularon, de forma de proceder a lo interesante, que es volver a 
escuchar al señor Ministro del Interior, doctor José Díaz. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera saber cuántos Diputados hay anotados y quiénes son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Están anotados los señores Diputados Cánepa y Ortuño, la señora Diputada 
Payssé, los señores Diputados Washington Abdala y Espinosa y la señora Diputada Tourné. 


SEÑORA TOURNÉ.- Yo me borro. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entonces, hay tres legisladores de la coalición de Gobierno y dos del 
Partido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa anota a quien pide la palabra, y le va a proteger el derecho que tiene 
a hablar. 


No me gusta dar cifras, pero quiero aclarar que todos los legisladores que hablaron antes que yo eran 
opositores. De todas maneras, hemos exhortado a los miembros de las Comisiones a que sean breves. Esta 
Mesa va a aplicar el Reglamento, por lo que quien pide la palabra va a hablar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Como de costumbre, estoy totalmente de acuerdo con la señora Diputada 
Tourné, que pertenece a la coalición de Gobierno. Simplemente, quiero hacer notar que hay tres 
anotados de la coalición de Gobierno, que da la casualidad de que son de la misma filiación política que 
el señor Ministro. Me surgió este pensamiento y quería esbozarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado coincide con la señora Diputada Tourné porque ella es 
socialista como hueso de bagual. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- A esta altura de la tarde, abusando de la buena voluntad del señor 
Ministro y de sus colaboradores, vamos a avanzar casi telegráficamente. Sin embargo, en un tema tan 
importante como este no podemos dejar de dar nuestro punto de vista, por lo menos en algunos 
asuntos, ya que lo central ya ha sido expresado por el señor Diputado Lacalle Pou. 


Quiero enfocar este tema desde otro punto de vista y reflexionar un poco al revés. El artículo 168 de la 
Constitución de la República dice lo siguiente: "Al Presidente de la República, actuando con el Ministro o 
Ministros respectivos, o con el Consejo de Ministros, corresponde: 1%) La conservación del orden y 
tranquilidad en lo interior, y la seguridad en lo exterior.[...]". 


Entonces, ya que hemos convocado al señor Ministro y ha tenido la buena voluntad de concurrir, debemos 
decir que el primer enfoque que nuestra bancada tiene del tema de la seguridad pública es que este es el 
primer deber del Estado oriental. Después vienen los otros, que naturalmente nos preocupan y a los cuales 


daremos nuestro espacio de discusión, pero lo primero es la conservación del orden y la tranquilidad en lo 
interior. Esto es fundamental. Además, a la luz de lo que el señor Ministro ha dicho en algunas de sus 
intervenciones públicas respecto del proyecto de ley que enviaría al Parlamento, en el sentido de que este 
estaría acompañado de medidas administrativas para tener más efectivos en la calle y más automóviles, 
decimos que estamos de acuerdo. Como se ve, no estamos discrepando sino que estamos acordando con el 
señor Ministro. Lo que sí digo es que cuando este proyecto de ley venga al Parlamento, se discuta y 
eventualmente se apruebe, deberá tener un correlato con esto que se ha dicho. De lo contrario, estaríamos 
atentando contra un bien preciado por todos y que debe ser conservado, que es la seguridad pública. 


Es sabido por todos que este bien, la seguridad ciudadana, ha venido siendo motivo de preocupación durante 
las sucesivas Legislaturas y que en el mundo, no solo en el Uruguay, han aumentado los delitos. Como el 
Derecho Penal no es ajeno al mundo, tiene que ser objeto de modificaciones, y lo ha sido en el Uruguay. No 
es demostrable científicamente que cuando se ha establecido una figura delictiva o se ha aumentado una pena 
no se ha producido ningún efecto. Tampoco es demostrable lo contrario. Como bien se ha dicho aquí, el 
delito es un fenómeno multicausal, debido a la drogadicción, a los medios de comunicación tan agresivos 
como los de hoy y también a la pobreza. Sin embargo, no podemos culpar solamente a la pobreza. No 
estigmaticemos a quienes no tienen elementos materiales diciendo que son los responsables de la 
delincuencia o los inmorales que agreden a la sociedad. Esto no es así. Me resisto a dar por bueno que esto 
sea así. 


Como dije, el fenómeno delictivo es multicausal y en nuestra sociedad contemporánea se da en todos los 
países del mundo. En esta misma Comisión se ha hablado con el ex Ministro Stirling en infinidad de 
oportunidades acerca de que en las sociedades más avanzadas del mundo, en las que tienen la mejor 
distribución de la riqueza y el mayor bienestar -el señor Presidente ha estado en esas discusiones- han 
aumentado los delitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No iba a hacer uso de la palabra, pero como fui aludido voy a decir que 
participé en esas discusiones pero nunca estuve de acuerdo. La sociedad con menos delitos es la de 
Noruega, que es la que tiene penalidades más bajas. Lo digo porque se aludió a lugares donde estuve y 
puede parecer que admití eso. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Es cierto que el señor Diputado Orrico ha dicho esto muchas veces, 
pero me parece que poner un solo ejemplo no es válido. Estoy seguro de que en el universo de naciones 
este fenómeno es así. Lo vemos en los medios de comunicación en forma permanente. 


El señor Ministro ha dicho que el proyecto de ley está en la etapa de borrador. Entonces, vamos a esperar el 
proyecto de ley. Como bien ha dicho el señor Diputado Lacalle Pou, estamos en una actitud constructiva. 
Ocurre que hemos visto la proliferación de declaraciones públicas como algo negativo, que sin duda ha 
generado alarma en la población. Vamos a esperarlo para hacerle agregados o supresiones, o para disentir. En 
este tema, nuestro sector siempre ha sido muy dinámico y ha participado en él. 


Quiero decir también que el ejemplo de 1985 no es traspolable a la situación de hoy. En 1985 se liberaron 
305 presos y hubo un 8% de reincidencia, según datos oficiales. Hoy la cifra de reincidencia es muy superior. 
Por lo tanto, ni en la cifra ni en los casos de reincidencia estaríamos en la misma situación, sino mucho peor. 
Yo, que viví la dictadura, la combatí, que fui detenido y que mi domicilio fue allanado en varias 
oportunidades, digo que la realidad no es la misma porque el Ministerio de aquel momento era ejercido por 
un Ministro designado por el gobierno de facto y la Justicia estaba sometida a un Ministerio que le quitaba la 
independencia que hoy, por suerte, tenemos. Por lo tanto, las situaciones no son equiparables. Si ya hay gente 
que estaría en condiciones de obtener libertades provisionales y anticipadas, sería bueno que se procediera a 
ellas; quizá ni siquiera haría falta una ley y bastaría con la actuación de un Poder independiente del Estado, 
que es el Poder Judicial. 


Como dije en la sesión pasada, quiero expresar mi total rechazo y preocupación por las declaraciones 
públicas del Inspector Navas. Creo firmemente que un funcionario sujeto a jerarquía, como lo es el Director 
Nacional de Cárceles, no puede hacer las afirmaciones que hizo respecto a favoritismos de los que tuvo 
conocimiento ni a la legislación vigente o a la que esté en trámite. Si ha habido favoritismos que llevaron a la 
violación de normas, hay normas muy claras en nuestra legislación que establecen la obligatoriedad de 
denunciarlas por parte del jerarca correspondiente, en este caso el Director Nacional de Cárceles. Hace dos 


años y medio que el Inspector Navas es Director Nacional de Cárceles. Durante dos años y cuatro meses 
respondió a un Poder Ejecutivo y a un Ministro de una orientación y, según él, ha servido a ese señor 
Ministro fuera de la ley. 


El artículo 177 del Decreto 500 de 1991 establece claramente: "La omisión de denuncia administrativa y 
policial o judicial configurará falta grave". El artículo 175 establece: "Todo funcionario público está obligado 
a denunciar las irregularidades de que tuviera conocimiento por razón de sus funciones, de las que se 
cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentara particularmente. Asimismo, deberá recibir y 
dar trámite a las denuncias que se le formulen al respecto. En uno y otro caso, las pondrá en conocimiento de 
sus superiores jerárquicos". El artículo 176 establece: "Lo dispuesto en el artículo anterior, es sin perjuicio de 
la denuncia policial o judicial de los delitos, de conformidad con lo establecido en el artículo 168 numeral 10 
de la Constitución de la República y en el artículo 177 del Código Penal". 


Quiere decir que si el Inspector Navas está en conocimiento de irregularidades tiene la obligación de hacerlas 
saber, según nuestro ordenamiento jurídico; de lo contrario, ha caído en falta grave. Si fuera así, solicito al 
señor Ministro que se inicie una investigación respecto a estas declaraciones del Inspector Navas. 


Además, se permite otras libertades. Quizá en el quinquenio que viene lo tengamos en alguna de las bancas, y 
lo digo fuera de toda ironía. El Inspector Navas ha opinado acerca del paquete de medidas del Poder 
Ejecutivo para paliar el hacinamiento de los penales, de la utilización de los edificios públicos como espacios 
de reclusión, de la disminución de las penas de algunos delitos y de que se facilitará las libertades de los 
presos primarios jóvenes o que no hayan reincidido en un delito. También expresó en la prensa que no menos 
de un 40% de los encarcelados del país -de aquí surge la cifra que alguien mencionó- protagonizó delitos 
leves que no causan conmoción pública. El 40% de 7.500 presos son los 3.000 que se ha dicho que saldrían 
en libertad, cosa que ha negado el señor Ministro, lo que nos satisface. Pero es innegable que esta intrusión, 
esta intromisión del Director Nacional de Cárceles en temas propios del Ministro y del Subsecretario, así 
como del Poder Legislativo, está fuera de lugar y de las funciones que le competen. Como funcionario sujeto 
a jerarquía, lo que tiene que hacer el Inspector Navas es administrar eficientemente las cárceles y nada más. 


Como dije al principio, el tema de fondo es el más amplio: la seguridad pública de los tres millones de 
uruguayos, que sé que todos coincidimos que debemos preservar. Por supuesto que tenemos que respetar los 
derechos humanos de los presos, pero también debemos salvaguardar los derechos humanos del resto de los 
uruguayos que no están presos y que están muy preocupados por la seguridad. No estoy de acuerdo con lo 
que ha dicho el señor Diputado Salsamendi respecto a que en los barrios más pobres solo se habla de algunas 
cosas; por lo menos yo camino por otra vereda, en la que se habla más de la seguridad pública. En los barrios 
residenciales es donde se pueden poner alarmas y rejas y no en Maroñas ni en Camino Maldonado. Allí es 
donde el drama se hace más latente cuando la hija o el hijo, el adolescente o el menor de edad vuelven de los 
lugares de diversión a determinadas horas de la mañana y están más inermes respecto de la violencia y de la 
delincuencia. En los barrios más ricos, más privilegiados eso pasa menos. Por lo tanto, para proteger a las 
capas más desprotegidas de nuestra población, tenemos que profundizar la seguridad pública. 


En cuanto a las cárceles, creo que podremos coincidir todos en que son un centro de posgrado del delito y 
tenemos que cambiar esa realidad. Quizás podamos hacerlo modificando en algo la legislación, puede ser, 
pero tal vez también pueda hacerse reciclando edificios viejos del Estado para dar a los presos la dignidad 
que debe tener todo ser humano, haya cometido o no un delito. En esto vamos a coincidir. El Gobierno debe 
emplear una política tendiente a tener más recursos. 


El señor Ministro ha dicho aquí que se podrán recuperar setecientas plazas en la Cárcel de Libertad, 
quinientas en Canelones, doscientas en CNR y trescientas en COMCAR, Esto totalizaría unas mil setecientas 
plazas a recuperar, lo que es un paso muy importante. Sugiero que así como se ha recurrido a empréstitos 
internacionales blandos, se realice algún tipo de acuerdo con el BID, con el Banco Mundial u otra 
organización internacional para buscar soluciones en este sentido, dando una infraestructura digna a estos 
edificios que albergan a ciudadanos uruguayos que han delinquido. Creo que podremos ir por la vía 
legislativa en algunos casos, pero tendremos que ir seguramente por el camino de solucionar 
irremediablemente, desde el punto de vista edilicio, este problema. De lo contrario, seguiremos siendo 
espectadores pasivos de un fenómeno que continuará en el tiempo. 


Termino mis precisiones con la solicitud que he hecho al señor Ministro respecto a un jerarca de esa Cartera 
y con esta sugerencia que seguramente nos va a encontrar coincidiendo y con menos diferencias de las que 


nos imaginamos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a tratar de cumplir con la exhortación realizada por la señora Diputada 
Tourné. 


Desde la mañana he escuchado con mucha atención, no solo la exposición del Ministro, sino la de todas las 
Diputadas y Diputados -la mayoría han sido de la oposición- que hicieron uso de la palabra. Ahora quisiera 
hacer algunas puntualizaciones. 


En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Ministro del Interior, doctor José Díaz, del señor 
Subsecretario, doctor Juan Faroppa, y de los asesores, doctora María Noel Rodríguez y doctores José Luis 
González y Miguel Migliónico. Creo que el ejemplo del señor Ministro de haber venido hoy de mañana y 
estar a disposición del Parlamento, como corresponde, escuchando a todos los señores legisladores -sabemos 
de las múltiples actividades y las urgencias que tiene un Ministro de una Cartera tan especial como la del que 
estamos recibiendo el día de hoy-, lo enaltecen aún más. 


Por lo tanto, quiero rescatar en unos pocos minutos algunos de los temas a que hizo mención el señor 
Ministro Díaz, que tuvo una extensa, minuciosa, muy clara y muy concreta exposición. Podremos discutir 
sobre el contenido, pero creo que todos estamos de acuerdo con que se ha explayado y ha tocado variados 
temas y casi todos los que refieren a su Cartera. El comienzo de todo esto es la disposición con la que el 
señor Ministro viene a conversar y a dar sus explicaciones y opiniones en esta Comisión. 


El señor Ministro dijo -voy a tratar de citarlo textualmente; no soy taquígrafo y, por lo tanto, quizás cometa 
algún error- que venía con una disposición abierta, flexible y transparente, e hizo alguna mención a sus 
características personales, manifestando que era un hombre de principios, pero que sabía escuchar y negociar. 


Quienes lo conocen más que yo sabrán que su larga trayectoria política hace honor a lo que ha dicho sobre su 
persona. Por lo tanto, no solo se lo reconocemos nosotros y la oposición, sino que es un hecho incontestable. 
Creo que esto es muy importante como punto de partida y una bisagra en el cambio del tratamiento de este 
tema hacia la opinión pública. Así como el señor Presidente reconoció que quizás había habido, no solo 
malos entendidos, sino algún teléfono descompuesto vía las comunicaciones que se dan en los titulares de 
prensa, creo que es muy importante esta oportunidad que se nos da aquí en que los actores -el Parlamento, el 
Poder Ejecutivo, el Gobierno y la oposición- estamos sentados juntos, escuchándonos y atendiendo las 
razones que tenemos. 


Por ello, señor Presidente, es muy importante para nosotros -lo quiero recalcar- la diferencia de talante, de 
tono y de estilo que hemos escuchado de la oposición en el día de hoy. No estoy haciendo valoraciones 
positivas ni negativas, pero me parece que es muy distinta a la que se dio el día 30 de marzo en la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, en la cual resolvimos invitar al señor 
Ministro del Interior para tratar estos temas. Como Diputado de Gobierno quiero rescatar en particular -esta 
es una de las cosas que marcaba la señora Diputada Tourné- las intervenciones de los señores Diputados 
Iturralde, Alonso y Lorenzo, pertenecientes al sector mayoritario del Partido Nacional, principal partido de la 
oposición, aunque creo que todas tuvieron un tono muy bueno. Sus exposiciones, con distintos estilos, fueron 
muy claras y se realizaron en el sentido de plantear términos de entendimiento, de búsqueda de acuerdos, e, 
inclusive, se presentó una propuesta muy concreta que el señor Ministro contestará. Adelanto que estoy muy 
complacido con ella y creo que deberíamos analizarla en forma más profunda. Me adelanto a opinar que 
seguramente el señor Ministro la haya recibido con beneplácito para poder conjugar y construir una política 
de Estado en materia de seguridad ciudadana. Si es a este Gobierno que le toca hacerlo, en buena hora lo va a 
intentar. 


Sepan que esta bancada de Gobierno tendrá la mejor disposición a nivel parlamentario y también, 
obviamente, a nivel del Poder Ejecutivo. Asimismo, creo que la propuesta que esbozó el señor Diputado 
Iturralde hoy, en su tan importante intervención, planteaba ir más allá de este tema puntual en momentos en 
que tenemos una realidad coyuntural muy significativa, como es la situación de las cárceles y la que se ha 
dado en la opinión pública, visto como se planteó el tema en los últimos días. Él adelantó que si el proyecto 
de ley se presentaba tal como venía -descuento que no han sido simplemente expresiones- seguramente 


votarían en contra. Voy a garantizar al señor Diputado Iturralde que nosotros vamos a hacer todos los 
esfuerzos cuando ese proyecto llegue aquí para -como dijo el señor Ministro- tener los más amplios 
consensos del sistema político y de la sociedad sobre este tema. Este Gobierno y esta bancada, a pesar de 
tener mayoría absoluta en las Cámaras, no creen que tengan la verdad encerrada en un puño ni la solución 
para todos los problemas. Hay temas en los que estamos convencidos -como lo trasmitieron estos tres 
Diputados que cité anteriormente- de que deberemos transitar por un camino de intento de mayores acuerdos 
y de un consenso lo más amplio posible. 


Dicho esto, no quiero extenderme más, pero me gustaría dejar dos o tres constancias. No voy a entrar en 
discusiones sobre el fondo del asunto. En la intervención que realicé en la sesión a que hice referencia dejé 
muy clara mi posición respecto a que aquí tenemos diferencias de concepciones. La señora Diputada Tourné 
dijo que no deberíamos caer en la tentación de entrar en ese debate y voy a hacer el esfuerzo, pero hay cosas 
muy claras; tenemos concepciones muy distintas con algunos sectores de los partidos tradicionales -no quiero 
englobar a todos- respecto a la seguridad ciudadana. Tenemos concepciones muy distintas de las causas, de 
las consecuencias y de la eficacia que tuvieron las políticas aplicadas por los Gobiernos anteriores en esta 
materia. ¡Por supuesto! Lo dijimos cuando éramos oposición y lo sostenemos hoy como Gobierno. Pero la 
actitud trasmitida desde el comienzo por el señor Ministro y hoy recogida por el planteo hecho por los 
señores Diputados que cité no obsta a que esta bancada busque los puntos de encuentro y de entendimiento 
para que en materia de seguridad ciudadana tengamos una verdadera política de Estado. 


El señor Ministro ha hecho referencia a la situación heredada. No voy a hacer consideraciones políticas sobre 
responsabilidades anteriores, pero estamos ante un Estado violador de derechos humanos. Esto, que en 
particular a todos nos indigna, como hombres de izquierda nos resulta inaceptable. El señor Ministro es un 
hombre de vasta trayectoria y de izquierda a cabalidad. Debe sentirse muy incómodo al frente del Ministerio 
al estar a cargo de cárceles que violan continuamente los derechos humanos. Por supuesto que esta violación 
se da también sobre las víctimas del delito. Por algo es este Gobierno el que plantea, a través del futuro 
proyecto de ley, la necesidad de crear ese Patronato o centro de atención específica para las víctimas del 
delito y la violencia. No digo que otros gobiernos no lo hayan intentado anteriormente, pero será este el que 
lo va a encarar, esperamos que con un amplio consenso del sistema político. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CÁNEPA.- Sí, señor Diputado. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Francamente, hoy olvidé plantear lo siguiente. 


Se ha hecho permanente referencia a las apreciaciones de la Suprema Corte de Justicia y particularmente de 
su señor Presidente, doctor Gutiérrez. En un reportaje que le hicieron hoy, al final le preguntan: "¿Pero a 
usted le parece que una parte de la solución pasa por liberar presos?". Y el doctor Gutiérrez responde: "Creo 
que sí, porque ha habido [...] en los últimos años una tendencia a severizar la sanción [...] eso ha sido un 
factor de superpoblación en la cárcel y como factor disuasivo del delito no ha operado porque ha aumentado 
la cantidad de delitos. Ese factor ha provocado un hacinamiento en las cárceles". 


Me parecía que debía quedar en claro cuál era, efectivamente, la opinión de la Suprema Corte de Justicia, 
más allá de los títulos. 


SEÑOR CÁNEPA.- Lo que nuestro Gobierno está tratando de hacer es lograr que se cumpla a 
cabalidad el artículo 26 de la Constitución que, en su inciso segundo -luego de prohibir la aplicación de 
la pena de muerte en el inciso primero-, establece: "En ningún caso se permitirá que las cárceles sirvan 
para mortificar, y sí sólo para asegurar a los procesados y penados, persiguiendo su reeducación, la 
aptitud para el trabajo y la profilaxis del delito". 


Todos los aquí presentes estamos de acuerdo con que hoy las cárceles son para mortificar. Son universidades 
del delito, y por el hacinamiento y distintas razones como la violación de derechos humanos, son para 
mortificar. Por lo tanto, nuestro Gobierno tiene la imperiosa necesidad de cumplir con el artículo 26 de la 
Constitución. Podremos discutir el cómo. 


Cuando digo que vamos a intentar arribar a consensos con todos, lo hago teniendo en cuenta las expresiones 
de los Diputados que mencioné anteriormente y también al señor Diputado Borsari Brenna, cuando al final de 
su intervención dijo que seguramente tendremos menos diferencias de las que parecen. Con ese espíritu que 
se ha trasmitido en el día de hoy, que es muy importante, volvemos a insistir en esa cuestión. 


No voy a entrar en el debate de qué es más importante para la gente ni en qué vereda caminamos. La 
seguridad es muy importante, pero no nos olvidemos de lo que significa el trabajo, la situación de emergencia 
social. Hoy estamos en este tema, pero por algo el Gobierno, con la casi unanimidad de los actores sociales y 
políticos, impulsó la creación del Ministerio de Desarrollo Social. Nosotros nos congratulábamos de que todo 
el sistema político reconociera que nos encontrábamos ante una emergencia social, lo que no se reconocía 
poco tiempo atrás. 


Hoy estamos ante una situación de emergencia humanitaria. El señor Ministro sostuvo que nunca en veinte 
años se vivió una situación tan explosiva en las cárceles como la que se vive hoy, por distintas razones. 


También quiero rescatar algo que creemos profundamente. El porqué de la situación ya lo explicó clara y 
sintéticamente el señor Ministro, y yo quiero reafirmarlo. El tema de las causas de la inflación penitenciaria 
es muy discutible, pero nosotros compartimos lo que dijo el señor Ministro y queremos subrayarlo. Una de 
las razones es, sin duda, el brutal impacto de la exclusión social de los últimos tiempos. En segundo lugar, la 
influencia de las drogas, en particular la tan maligna pasta base. Cada vez más las drogas generan situaciones 
de violencia mayor. En tercer término -esta es la posición de nuestro Gobierno-, también han impactado las 
leyes penales de los últimos años. No vamos a entrar al debate de fondo, pero algún señor Diputado aseguró 
que esta incidencia no se podía demostrar científicamente. Cuando entremos en ese debate de fondo, lo 
vamos a demostrar, no solo por opiniones ideológicas o filosóficas, sino porque científicamente está 
demostrado -en todo el mundo y no solo en Noruega- que a mayor cantidad de pena, no solo no hay 
disminución del delito sino que aumenta la violencia de los delitos, por muchas razones que no cabe explicar 
en este momento. 


La búsqueda de entendimientos y de acuerdos en este tema es sustancial, como he dicho hasta el cansancio en 
mi intervención. En este Gobierno intentaremos lograr los acuerdos y consensos para que haya una política 
de Estado. Pero que quede muy en claro que este Gobierno llegó para aplicar un determinado programa de 
gobierno que la población uruguaya votó por mayoría absoluta el 31 de octubre. Aquí se dice que no se puede 
gobernar por una clase social. Yo lo comparto y me alegro de que algunas personas utilicen esas categorías de 
análisis, que no habíamos escuchado con anterioridad. El señor Presidente de la República, doctor Tabaré 
Vázquez Rosas, dijo el día en que asumió el mando, el 1” de marzo, que era el Presidente de todos y para 
todos los uruguayos. Así actuará él y nuestro Gobierno. Pero que quede en claro que un gobierno progresista 
y de izquierda toma decisiones frente a determinada realidad social. Por supuesto que vamos a gobernar para 
todos, pero privilegiando a determinados sectores. Para eso fuimos elegidos. 


Nosotros tomamos la decisión política de intentar que los más infelices sean los más privilegiados. 


Finalizo mi exposición insistiendo en el espíritu de acuerdo, de intento de llegar a una política de Estado, y 
en la necesidad de trasmitir a la población un mensaje de tranquilidad, no solo de parte del señor Ministro 
sino de todo el sistema político. 


SEÑOR ALONSO.- Más que actuar con espíritu constructivo, se trata de ofrecer la posibilidad de 
discutir los temas de carácter político por fuera de la Comisión. Creo que todos tenemos la tendencia a 
caer en la dualidad: ofrecer en el mismo discurso el diálogo pero, al mismo tiempo, defender nuestra 
posición. Al respecto, ha habido algunos comentarios. Tengo mucha estima por el señor Diputado 
Cánepa, a quien conozco desde antes y lo he visto actuar, pero me parece que alguna de sus 
apreciaciones exceden lo que debería haber sido una presentación del oficialismo, dado el tenor de la 
discusión del tema en la tarde de hoy. 


SEÑOR ORTUÑO.- Voy a ser breve en la medida en que creo que el señor Ministro y su equipo han 
sido muy generosos con su tiempo y muy claros, poniéndose a disposición de esta Comisión y de la 
Cámara. Considero que es hora de liberarlos -no pretendo cercenar a nadie en el uso de la palabra- 
para que continúen trabajando. 


Quiero dejar algunas constancias políticas a modo de conclusión con respecto a lo que, a nuestro modo de 
ver, arroja esta fructífera sesión de la Comisión integrada. 


Creo que queda absoluta y totalmente claro que el Ministerio del Interior tiene -por lo tanto, tenemos los 
uruguayos- una política de seguridad ciudadana sólida, claramente planificada, que sabe a dónde va, que 
tiene objetivos definidos, que no dudo en afirmar que van a redundar en mejores condiciones de seguridad 
para nuestra población a lo largo del período de Gobierno. Esta es la primera conclusión que creo debe 
quedar clara: hay una política de seguridad ciudadana articulada e integral en el Ministerio del Interior en 
esta nueva Administración. Claro que debe tener -y tiene- una orientación distinta a la de los anteriores 
Gobiernos, tanto en lo teórico como en lo filosófico, y está bien que así sea. En primer lugar, porque hay un 
nuevo Gobierno que entró en funciones el 1* de marzo, y esto debe ser asumido. En segundo término -y tan 
importante como lo anterior-, porque el Uruguay debe hacer una autocrítica en cuanto a las políticas de 
seguridad ciudadana que ha llevado adelante en los últimos años, debe rectificarlas, cambiar y dar paso a 
nuevas orientaciones. Si en los últimos años no solo no disminuyeron los delitos ni bajó la sensación de 
inseguridad que tiene nuestra gente -que se ha recluido en sus casas tras las rejas- sino que, además, está 
demostrado que la población carcelaria se ha duplicado y se ha generado una situación absolutamente crítica 
en el sistema penitenciario, creo que debemos concluir en que hay una política que fracasó y que, entonces, 
debe dejarse ensayar nuevos caminos. 


Por otro lado, del trabajo del señor Ministro y de su equipo en el tiempo que llevan de actuación y de esta 
sesión surge que estamos ante un nuevo estilo de gestión de gobierno, que nosotros celebramos. Creo que 
juntos deberemos acostumbrarnos a este estilo de amplitud, de disposición al diálogo, que es el que ha puesto 
de manifiesto el señor Ministro en el día de hoy en la Comisión, que apunta a trabajar y construir 
colectivamente políticas que trasciendan una bandería política y que, en efecto, generen soluciones a los 
principales problemas del país. 


El señor Ministro manifestó disposición para generar espacios de diálogo, de intercambio a partir de cierta 
orientación y de un núcleo duro de ideas que tiene el Ministerio. Creo que el proceso de consultas, abierto a 
la hora de la elaboración de los borradores de los proyectos de ley que se están pensando, da muestra de ese 
nuevo estilo de gobierno que mucho reclamamos durante los últimos años y que está siendo reconocido. Lo 
digo porque se ha citado a la Suprema Corte de Justicia, al Poder Judicial, y quiero que quede claro que estos 
reciben con agrado el hecho de que, por suerte y por fin, se los consulte antes de incurrir en modificaciones 
legislativas que competen a su accionar. En el pasado esto no se había hecho y en ocasiones se actuó en 
contra de la opinión de las Cátedras y del Poder Judicial. Reitero que hay un nuevo estilo y que hay que 
celebrarlo, en particular, porque las ideas acerca del proyecto de descongestionamiento de las cárceles y la 
seguridad ciudadana hacen a la forma, a la responsabilidad y a la profundidad con que deben encararse estos 
temas. 


Por último, quiero dejar constancia de que con este accionar y de esta forma es como se debe proceder en 
estos temas. También deseo que quede claro que si hay algo que no hizo el señor Ministro en lo que va de su 
gestión fue generar alarma pública. Acá no hay alarma pública más que en la percepción de algunos 
legisladores, que legítimamente pueden sentirla. Sinceramente, no creo que haya argumentos para sostener tal 
cosa, y si alguna inquietud se ha generado en torno a estos temas ha sido por un mal manejo de la 
información por parte de algunos operadores de prensa y dirigentes políticos de la oposición. 


Agradecemos la comparecencia del señor Ministro, del señor Subsecretario y de sus distinguidos asesores. 
Asimismo, celebramos que se hayan despejado algunas dudas que, por mal manejo de la información o por 
erróneas interpretaciones políticas, se han extendido en los últimos tiempos sobre estas cuestiones. En el 
Parlamento debemos tener la tranquilidad de que hay un Gobierno y un Ministerio del Interior que tienen 
claro hacia dónde van y que ello significará un avance en la seguridad ciudadana en el período que 
transcurre. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Como integrante de la Comisión de Derechos Humanos quiero decir que no estoy 
participando de esta Comisión integrada a solicitud de un Diputado sino porque la Cámara así lo 
decidió. Esto no quita en absoluto que la Comisión de Derechos Humanos oportunamente haya 
invitado al señor Ministro y que él respondiera que gustosamente concurriría. 


Por otra parte, creo que el encare que el señor Ministro y su equipo han dado hoy a la presentación hace al 
espíritu de la moción que fue oportunamente votada. Extraer un tema de un contexto es lo que posiblemente 
genera no sé si alarma pero, por lo menos, preocupación. 


Me interesó, me interesa y me seguirá interesando el tema que se está considerando, y creo que el enfoque 
que el Ministerio le ha dado, en realidad encuadra las tres patas de la situación; en lo personal, es lo que 
puedo palpar en las veredas por las que camino. 


El señor Ministro comenzó su exposición hablando de la apuesta a la profesionalidad, la trayectoria y el perfil 
social de los Jefes de Policía que oportunamente designó. Hizo una reseña -importante para mí- de algunas de 
las medidas para colaborar con la seguridad pública que ya se tomaron desde el Ministerio. Este es un tema 
fundamental, titular -creo yo- de la presentación del señor Ministro en el día de hoy. Rescato solamente 
algunos títulos: potenciar las Comisarías y ordenar la casa, como dijo el señor Ministro. Esto es una cosa 
importante, porque cuando uno llega por primera vez a una casa tiene que ordenarla, y más si no lo está. Y 
ahí se refirió al parque vehicular, a los vales de combustible, a la irracionalidad del uso de los recursos 
humanos y a las mil doscientas personas del Ministerio que estaban cumpliendo tareas administrativas 
cuando, en realidad, lo que se precisa reforzar son las ejecutivas. 


El señor Ministro también habló de dignificar a la Policía y de humanizar al Instituto Policial, dato 
fundamental en este tema de la seguridad pública. Por eso, al hacer la síntesis de esta concurrencia me parece 
imprescindible no olvidarnos de estos temas, no focalizarla exclusivamente en un proyecto que vendrá y del 
que se supo hablar casi de una manera virtual durante mucho tiempo. 


También habló de la situación caótica en la que se encuentran tanto los funcionarios policiales como los 
presos en las cárceles. De alguna manera, como integrante de la Comisión de Derechos Humanos, esos temas 
me son muy caros y vamos a tener que seguir estudiando y avanzando en ellos. 


Además, el señor Ministro dio muchos datos, que son importantes, que están registrados en la versión 
taquigráfica y que no voy a repetir. Solo voy a mencionar uno con respecto a la cantidad de guardias por 
reclusos. Los datos del COMCAR son realmente alarmantes: hay un funcionario cada ciento treinta reclusos, 
con un régimen laboral que es bastante complicado. 


Con respecto a las causas que el Ministro maneja y que reiteró el señor Diputado Cánepa, se hizo una síntesis 
a la que, lamentablemente, en el día de mañana quizás haya que agregar algunas otras. No quiero 
extenderme, pero pensando en cosas del futuro, en un mundo de tecnologías y avances, quizás el día de 
mañana tendremos algunos delitos vinculados a la informática que vamos a tener que incorporar en las causas 
que provocan este tipo de situaciones. La sociedad es dinámica y los delitos van cambiando, adquiriendo 
modalidades que tienen que ver con los avances tecnológicos. 


A su vez, el señor Ministro se refirió al nuevo plan alimentario, lo que es fundamental porque la situación 
realmente es tétrica. Dijo que ese nuevo plan alimentario tiene que superar la crisis humanitaria que existe y 
que además del componente alimentario tiene uno sanitario muy importante. Inclusive, hablando con algunos 
técnicos del Ministerio de Salud Pública, me han llegado a decir que pueden aparecer algunas epidemias 
nuevas en los propios establecimientos carcelarios. Me quedo tranquila sabiendo que ya hay una 
intercomunicación y una gran coordinación con el Ministerio de Salud Pública, a los efectos de tratar estos 
temas. 


Por supuesto que el sistema único penitenciario nos parece una buena cosa y también una ley sobre el 
Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Termino diciendo que, como tercera pata de este tema, me parece muy importante abarcar la situación 
carcelaria con un proyecto de ley que creo que el Ministerio está tratando con profundidad y suma 
responsabilidad. 


Vivimos en un país en el que las filtraciones a la prensa son el pan de todos los días y, en general, asistimos a 
mal informarnos a través de los medios. No hay peor cosa que una información a medias, ya que no es 
información sino una deformación. Diría que cuando tengamos el proyecto que el Ministro esbozó, con la 
buena voluntad manifiesta en esta sesión -ayer en el plenario de la Cámara asistimos a incorporar una nueva 
figura, la de la reflexión, que también estuvo hoy acá porque estuvimos reflexionando juntos- vamos a 


estudiarlo, aunque no podremos solucionar todo porque esto lleva tiempo; hay políticas a largo plazo y 
situaciones estructurales cuya modificación requiere mucho tiempo. 


Lo cierto es que estamos ante una sociedad fragmentada que, de alguna manera, tiene que volver a integrar a 
sus componentes en su totalidad: los que estamos fuera del sistema carcelario, los que están adentro y 
también nuestra Policía, a la que tenemos que ayudar a sentirse parte de nuestra sociedad y a que esta 
también la sienta parte de sí misma. 


SEÑOR ESPINOSA.- A esta altura de la jornada, va a ser muy difícil hilvanar conceptos en virtud de 
todo lo que se ha dicho. 


En principio, quiero agradecer la presencia al señor Ministro y a su equipo. Puede el señor Ministro tener 
certeza de que tengo la convicción de que es una persona honrada, de bien y muy firme en sus pensamientos. 


Creo que el señor Ministro también trasmite profundos sentimientos y, por lo que he leído de su persona, es 
algo que compartimos. Hablando de sentimientos, quisiera desviarme un segundito para manifestar mi 
tristeza porque no están presentes algunos miembros de la Comisión de Derechos Humanos. No vamos a caer 
otra vez en una discusión bizantina, como establece el Reglamento, pero uno de los cometidos de esa 
Comisión es específicamente el tema carcelario. 


Entrando en el asunto que nos convoca en el día de hoy, tengo que ser muy honesto con el señor Ministro. En 
cuanto a sentimientos y convicciones, debo decir que soy gente del Partido Colorado, soy gente política. Y 
cuando leo por ahí una manifestación del señor Ministro que dice que hay gente de los partidos de la 
oposición que en lugar de abordar este grave problema hace política con el tema y que hacer política con este 
tema es una barbaridad, y si a este comentario de prensa agrego lo que se ha dicho acá en sala en cuanto a 
estas comunicaciones parecidas a un teléfono descompuesto y la desviación de algún concepto por medio de 
la prensa, me atrevo a decir que no ha sido el Partido Colorado, ni gente que lo integra, el que ha provocado 
esta conmoción, que esta preocupación o sensibilidad esté hoy instalada en el país. 


También quiero decir que estamos totalmente de acuerdo con el señor Ministro cuando dice textualmente: "El 
tema requiere consenso de todas las fuerzas políticas del país". Comparto ese criterio, pero lamentablemente 
tengo que aferrarme a los propios dichos del señor Ministro a través de la prensa. Cuando un periodista le 
pregunta si está dispuesto a solucionar el tema por otra vía que no sea la liberación de los presos, el señor 
Ministro responde categóricamente que no. Y luego agrega: "¿Qué esperan? ¿Que seamos como aquellos 
Gobiernos de izquierda que llegan al poder y traicionan sus compromisos?" Yo, señor Presidente, no asumí el 
compromiso de liberar presos. 


A lo dicho quiero agregar otras expresiones del señor Ministro que, ante la pregunta de un periodista sobre 
algunas medidas que el Ministerio ha tomado, manifiesta que no está casado con nadie más que con la 
Constitución, la ley y los compromisos políticos, y que todos eran compromisos preelectorales, haciendo 
referencia a la decisión adoptada. Esto me parece correcto porque es el Partido ganador, es la mayoría. Pero 
eso marca una diferencia y creo que corta la posibilidad de que existan consensos, si nos atenemos a lo 
expresado por el señor Ministro a la prensa. 


Quiero dejar este tema por aquí porque pienso que el señor Ministro ha tenido una actitud muy noble, que es 
la que yo voy a conservar y guardar, que es la de haber admitido que quizás hubo algún error y que se ha 
reflexionado sobre esta ligereza que se ha producido, pero indudablemente "el daño ya está hecho" -entre 
comillas. 


En tal sentido, vuelvo a expresar mi dolor personal. Me hubiera gustado haberme retirado de esta sesión por 
lo menos con un borrador; comparto con los señores legisladores que fue muy oportuno que se haya enviado 
al Poder Judicial a modo de consulta. De todos modos, me habría gustado que el Ministerio también nos 
hubiera acercado algún borrador. 


Para que el señor Ministro entienda lo que está pasando en la calle, en los pueblos, en las chacras, en los 
barrios, en todo el país, debo decir que la gente hace la misma lectura que yo, que es la de la prensa, porque 
todavía no hay nada oficial ni decidido y son todas propuestas que se han largado por ahí y la prensa ha 
recogido, no voy a discutir si bien o mal. 


En los informes de prensa se dice que obtendrán su libertad los penados que al 1% de marzo hayan cumplido 
la mitad de su pena. En este sentido, puede quedarse tranquilo el Ministerio que ya hay varios reclusos 
haciendo fila para saber a qué hora salen. Inclusive, ya están numerados los artículos. El artículo 10 refiere a 
la reducción de la pena por trabajo o estudio. Este mecanismo prevé que el Juez estará facultado para 
contabilizar un día de reclusión por dos días de trabajo o de estudio; reitero que me apoyo en los medios de 
prensa. 


Por su parte, el artículo 12 deroga el régimen de hurto agravado, que hasta la ley de urgencia tenía como pena 
mínima dos años de prisión. No voy a leer todo el articulado porque no es lo que está en cuestión. En lo 
personal, nos gustaría haber discutido cada uno de estos artículos con el proyecto remitido al Parlamento. 


Estoy firmemente convencido de que al Gobierno electo hay que desearle lo mejor porque lo mejor para su 
gestión es lo mejor para su gente. Independientemente de los matices y de las diferencias ideológicas, hay 
temas en los que a todos nos interesa que le vaya muy bien. Este es uno de los temas en los que al Gobierno 
le tiene que ir muy bien. 


Lamentablemente -esto no pretende ser ninguna sutileza- creo que por una alineación temática difundida a 
través de los medios de comunicación, esto se ha elevado a nivel de Gobierno. Inclusive, podría abundar en 
varias columnas y comentarios de prensa que indudablemente no solo hablan de una responsabilidad del 
Gobierno sino también de nuestro Presidente. 


En este sentido, podrían leer la opinión del secretario de la Asamblea Solidaria para los Derechos Humanos 
que apareció en "Brecha" -puedo dar la fecha- para darse cuenta que hay una correlación en lo que quiero 
apuntar. 


En definitiva, creo que absolutamente todos los partidos tenemos la convicción de que existieron 
apresuramientos y de que lo importante es comprometernos en el esfuerzo para corregirlos. Creo que temas 
tan importantes y sensibles como el hacinamiento y la superpoblación carcelaria y la seguridad ciudadana, 
tienen que analizarse juntos. Hacer referencia a un detonador tan importante como el de la superpoblación 
carcelaria y la liberación -con todos los requerimientos que ha explicado el señor Ministro, en los que 
tenemos matices, ya que consideramos algunos como positivos y otros como negativos- no ayudó a que la 
ciudadanía actualmente transite por un camino de tranquilidad sino que, por el contrario, generó total 
expectativa y profunda preocupación. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Agradezco nuevamente a todas las legisladoras y legisladores 
aquí presentes por sus apreciaciones críticas y constructivas al mismo tiempo, en especial a los de la 
oposición, si bien estoy muy congratulado con los puntos de vista que expusieron los compañeros de la 
fuerza política que integro. Fundamentalmente, voy a dar cumplida y breve respuesta a los señores 
legisladores de la oposición. 


Voy a empezar por quien hizo uso de la palabra en esta seguda ronda, el señor Diputado Iturralde. Espero que 
cuando el proyecto llegue, más allá de diferencias puntuales, encontremos en lo fundamental tantas 
coincidencias como para que él y su sector acompañen en el Plenario esta iniciativa debidamente concertada 
y ajustada. 


En uso de una breve interrupción ya anticipé que antes de asumir en el Ministerio habíamos determinado la 
creación, entre otras Comisiones asesoras, de una de carácter multipartidario y multisocial para abordar las 
políticas de Estado, empezando por lo que él con todo acierto llama política nacional en seguridad ciudadana. 
Buscaremos la forma de conversar con los liderazgos partidarios respectivos sobre la mejor manera de 
integrar una Comisión de este tipo. Pensamos que si el número de integrantes es excesivamente grande la 
funcionalidad se tornará muy pequeña. Creemos que debería ser una Comisión asesora no muy numerosa en 
la que estén representados todos los partidos y organizaciones sociales implicadas, debidamente 
seleccionadas, porque son una gran cantidad. Habría que organizar plenarios departamentales, porque los 
problemas de la seguridad no solo hay que discutirlos acá sino también en el interior, donde existen 
componentes diferenciales importantes. Debe tratarse de plenarios en los que, bajo las distintas modalidades 
de talleres o seminarios, podamos hacer discusiones, reflexiones y propuestas de más amplia composición y 
participación; es decir: unir la participación sin cortapisas con la eficacia de un equipo que centralice el 
esfuerzo y recoja, sumando, sintetizando, los distintos aportes que recojamos a lo largo y ancho del país. 


No me resulta tan sencillo, sin afectar el estilo parlamentario, responder al señor Diputado Germán Cardoso. 
Él empezó situando el centro de este debate en la posible alarma social que habría creado este proyecto; pero 
ese no era el centro de esta reunión; el centro era discutir las políticas generales del Ministerio del Interior, 
entre las que se encuentra este proyecto. 


También cayó en algunas atribuciones de intencionalidades en las palabras que yo había dicho y en los 
enfoques que había defendido, haciendo una dicotomía -que creo es equivocada- entre la liberación de los 
presos y la seguridad de los vecinos, la seguridad ciudadana. Él se atribuye la defensa, la priorización de la 
seguridad ciudadana y a mí me atribuye, falsamente, que priorizo el tema de las cárceles. Eso no surge de lo 
que dije aquí, aclarando e informando lo más detalladamente posible, ni surge de ninguna de las 
intervenciones del Ministerio del Interior. 


Hay un tema que introdujo en esta segunda etapa el señor Diputado Germán Cardoso y que se ha repetido por 
parte de otros señores legisladores y que tiene que ver con las tal vez demasiadas intervenciones mediáticas 
del señor Director Nacional de Cárceles. 


Cuando el equipo decidió mantenerlo en esa función sopesamos todos los elementos que rodean a este 
funcionario de carrera, de larga y prestigiosa trayectoria en el Instituto Policial y sabíamos de sus 
características. En ese sentido, creo que tenemos que distinguir -por lo menos ese es mi humilde punto de 
vista- las opiniones de las apreciaciones como las que señalaban los señores Diputados Alonso y Borsari 
Brenna, que no son solo opiniones sino que rozan aspectos de la disciplina de un funcionario público. Se dijo 
que si, por ejemplo, conoce la existencia de una actividad irregular o delictiva, le corresponde hacer la 
denuncia pertinente y no una manifestación mediática. Vamos a estudiar ese tema, lo vamos a investigar y a 
tomar las medidas del caso. 


A fuer de transparente y franco, también quiero decirles que en un momento dado nos dimos cuenta de esa 
exposición inconveniente del señor Director Nacional de Cárceles en los medios de comunicación y le 
advertimos, le ordenamos bajar la pelota al piso -usando términos futbolísticos-, inclusive porque como 
sabemos todos los que hacemos política o la hemos hecho, si nos exponemos mucho a la participación de los 
medios, no hay tiempo siquiera de descansar y de trabajar. Cuando uno está en un Ministerio o en la función 
legislativa tiene que trabajar y necesita tiempo para estudiar, para prepararse, para hacer proyectos, etcétera. 
¡Qué puedo decirles a ustedes que no sepan! De manera que ese es un tema que advertimos en su momento y 
estuvimos discutiendo un poco en el equipo la manera de manejar los medios de comunicación. 


Escuché con mucha atención a todos en aspectos relacionados con lo comunicacional, pero me impactó 
gratamente el desarrollo que hizo el señor Diputado Alonso. Es cierto que hay que trabajar mejor en eso. Mi 
idea inicial era que los temas de política ministerial eran del Ministro, pero había temas profesionales - 
llamémosle así-, de episodios del servicio policial en distintas jefaturas o en diferentes Direcciones 
Nacionales, en los que no estaba bien que el Ministro saliera "a echar pecho" a lo que hacían otros. Inclusive 
-lo he dicho en más de una oportunidad- ellos estaban en mejores condiciones técnicas de explicarlos. Pero, 
claro, ahí hay una zona friccional: hasta dónde es algo meramente técnico o profesional y cuándo pasa a ser 
político, sobre todo por la incidencia que los medios tienen en los interrogatorios que formulan a los 
funcionarios. 


Ninguno de ellos debe tener militancia político-partidaria, aunque sí formación, pero a veces se escapa 
alguna cosa. A veces, uno dice cosas que no estaba en su disposición. De manera que también en eso hay que 
tener cierta comprensión con respecto a los funcionarios policiales. Trataremos de mantener con firmeza el 
criterio de que todos los temas políticos, de propuestas políticas, se trasmitan a través del Ministerio, sea por 
parte del Ministro, del Subsecretario o de algún otro jerarca. 


Siguiendo con los planteos hechos por el señor Diputado Germán Cardoso, cuando refiere a posibles 
ideologismos o desviaciones ideológicas de quien habla, tomando como base algunas declaraciones mías en 
"Brecha", el hecho de que yo sea Ministro del Interior y, por consiguiente, el Ministro de todos los 
uruguayos, no quiere decir que deje de expresar mis ideas socialistas, frenteamplistas. En ese sentido -lo 
siento en profundidad-, me pesan mucho experiencias que he visto en otros países en donde gente de 
izquierda, cuando llega al Gobierno actúa como si no lo fuera. Por eso pongo mucho el acento en las ideas, 
porque soy un convencido de que esas son las que mueven la historia, las que hacen la historia. Así que un 
debate de este tipo puede darse en muchos ámbitos. 


Personalmente, estuve trabajando durante diez años para crear un ámbito institucional privado para el debate 
ideológico entre todos. 


Con respecto a algunas medidas concretas que tomamos, se ha dicho que la derogación del decreto sobre 
"razzias" habría generado un plus de rapiñas en Maldonado y quizás en otras partes del país. Ese es un tema 
para ver. Como ya lo dijo un compañero legislador de mi sector político, desde que empecé la Legislatura en 
el año 1985 vengo planteando este tema referido al Decreto N* 690. Simplemente, he sido consecuente con 
una profunda convicción. Hablé prácticamente con todos los Ministros del Interior que desfilaron para que 
dejaran sin efecto este decreto porque entiendo que es abiertamente contrario a la Constitución de la 
República. Si un jerarca policial o la ciudadanía entiende que también por sospechas se puede detener, 
entonces hay que cambiar la Constitución, pero mientras esté vigente, hay que cumplir con ella porque eso le 
hace bien a la democracia. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- En ningún momento dije nada infamemente, como entendí en 
términos del señor Ministro... 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No, yo no dije "infamemente". 


SEÑOR GERMÁN CARDOSO..... o que no era cierto lo que yo decía. Puedo tener mi visión y mi 
posición y formarme un concepto sobre un determinado tema que, seguramente, no va a coincidir con 
la visión ni el concepto que tiene el señor Ministro. Para eso estamos en democracia. ¡Qué bueno es que 
eso pueda suceder! 


El señor Ministro dice que yo hice alusión a la ola de delitos con violencia, fundamentalmente de rapiñas en 
Maldonado, lo que tiene profundamente preocupada a toda la población, pero sobre todo al comercio y al 
turismo. Cuando me referí a este decreto que el Ministro derogó, es porque creo -como mucho se ha hablado 
aquí en la tarde de hoy- que utilizar el concepto de "razzia" es manejar información mediáticamente para 
politizar los temas. Hace muchos años que no se aplican "razzias" indiscriminadamente; en lo que sí se ha 
profundizado por parte del Ministerio del Interior y sus efectivos es en detener por presunta sospecha. Y lo 
digo de frente y mirando al Ministro: soy un convencido de que es una política que en la medida en que se 
use gradualmente y con responsabilidad, con la supervisión debida, es muy efectiva para combatir el delito. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero hacer dos aclaraciones sobre el Decreto N* 690. 


En primer lugar, quiero decir que el plus de rapiñas en Maldonado habría que cuantificarlo. Le voy a pedir a 
la señora Jefa de Policía que nos envíe la información pertinente. 


(Dialogados) 


En segundo término, voy a referirme al tema -que también mencionaba el señor Diputado Germán 
Cardoso- relativo a la presunta disolución de los grupos de alto contacto y al tema de la policía montada y el 
plantel de perros. Yo soy un convencido de los valores disuasivos que tienen la policía montada y el plantel 
de perros. A veces, haciendo chistes entre nosotros, decimos que voy a pasar a la historia como el Ministro 
que promovió a los perros en la seguridad pública. Creo que un agente con un perro debidamente preparado 
puede cumplir una labor disuasiva, de pronto, mucho mejor que cinco funcionarios policiales en un mismo 
lugar. 


Respecto del decreto sobre ocupación de lugares de trabajo y estudio, efectivamente allí había una facultad 
que nosotros nos quitamos, como Ministerio del Interior, por entender que ese conflicto de derechos entre los 
trabajadores, ejerciendo el derecho constitucional de huelga, y las empresas, ejerciendo su derecho a la 
propiedad, no era un tema de Gobierno o administrativo, sino judicial. Es la Justicia la que debe resolver ese 
conflicto de intereses y, naturalmente, el Ministerio estará a lo que resuelva el Poder Judicial en la materia. 


En cuanto a los relevos en las Jefaturas de Policía de Rivera y Artigas, quiero señalar que yo no los hice por 
meros comentarios. Créame, señor Diputado, que es cierto lo que le dije en el sentido -es mi apreciación, 


puedo estar equivocado- de que esas designaciones habían creado muchos problemas en las respectivas 
sociedades y que ese fue el factor determinante. No me quise meter en indagaciones y en vueltas para atrás 
con respecto a estos funcionarios, sino que me bastaba con que violentaba un criterio de designación, que 
esas designaciones no habían caído bien en el conjunto de la sociedad. No mandé hacer encuestas. En esta 
materia uno se mueve con cierta intuición política. Obviamente, uno se informa, se asesora, ve en los medios 
de comunicación qué cosas se estaban planteando, muy especialmente en Rivera, y eso daba un cuadro de 
situación que, más allá de su capacidad profesional, no aconsejaba el mantenimiento de ese Jefe de Policía. 


También se planteó el traslado de los Peirano, y eso me da pie para explicar el uso de la Cárcel Central. Sin 
duda, históricamente este establecimiento ha sido una cárcel de tránsito. Después de procesado el recluso, se 
fichaba y se ordenaba a qué sistema penitenciario iría, si a Punta Carretas o a Miguelete, en los viejos 
tiempos. Ustedes conocen que hubo una decisión política en el sentido de trasladarlos, porque estaban en una 
situación comparativamente privilegiada respecto de los demás -no solo ellos, naturalmente-, y hubo que 
seleccionar un lugar común. El lugar donde están los Peirano no es como se imagina el señor Diputado. No 
es la granja donde se trabaja y se está en un régimen de casi libertad; es un lugar que tiene las mismas 
características generales de los celdarios de los otros establecimientos, con la seguridad, por el régimen 
establecido en esa parte de Libertad, de que no les va a pasar nada. Pero no es cierto lo que se ha dicho en 
cuanto a que están en mejores condiciones que en la cárcel Central; no están en ninguna situación inhumana, 
pero sí en la condición severa de cualquier reclusión penitenciaria. 


Con respecto a lo publicado por "Búsqueda" sobre uno de los borradores que cayó en sus manos, qué 
> 
plantearon algunos señores Diputados, aprovecho para contestar al conjunto. 


Nosotros estuvimos trabajando durante bastante tiempo en equipo, inclusive llamando a distintos operadores 
del sistema penitenciario, y las cosas habían permanecido relativamente en la reserva de la proyección de 
cualquier proyecto de ley. Cuando llegamos a un determinado momento de la evolución, cuando estábamos 
redondeando los contenidos de la ley, dijimos: "Bueno, vamos a consultar". Y al consultar, obviamente, 
abrimos el juego a que se escaparan esos borradores, en los que no se ponía lo que decía la nota que los 
acompañaba. Por ejemplo, a la Suprema Corte de Justicia le decíamos: "Mire que esto es un borrador de 
nuestros asesores, que no compromete la opinión final del Ministerio". Precisamente, consultábamos para 
tener en cuenta la opinión del Poder Judicial, del Patronato, de la Dirección Nacional de Cárceles, de todos 
los que están implicados en la situación penitenciaria. Entonces, si nosotros abrimos el juego a la consulta, 
perdemos el control; perdimos el control. Por lo tanto, lo que hay que evaluar -también lo vamos a hacer 
nosotros- es cómo nos manejamos ante los medios, porque si no, nos cerramos y no consultamos a nadie y 
traemos, como es tradicional en la historia política del Uruguay, el proyecto a secas. A veces han venido aquí 
proyectos que los propios legisladores de los partidos de Gobierno ni tenían idea de ellos. Si lo hacemos así, 
no se nos escapa; si lo hacemos participativo, se nos escapa. Hay que sopesar los pro y los contra. 


Ahora voy a contestar a mi viejo y apreciado amigo García Pintos, a quien le agradezco sus consideraciones 
personales. Le aclaro que erra en cuanto a ubicarme en la generación de los 60 porque, lamentablemente para 
mí, soy de la generación de los 50. Quiero decir que efectivamente yo sigo consecuente, firme en los 
principios que fui desarrollando en los años 50 y, a partir de ellos, tuvimos aciertos y errores, como todos los 
luchadores sociales. Y yo me siento fundamentalmente un luchador social. Pero la historia ha cambiado. No 
es lo mismo el Uruguay de los 50 que el Uruguay de hoy. Hemos tenido una serie de fases distintas en el 
desarrollo histórico. Y, naturalmente, sin abandonar esos principios, hemos ido entre todos construyendo una 
concepción, un programa, que es el que triunfó en las últimas elecciones y con el cual yo me siento 
consustanciado; para que me ubique correctamente: soy un firme partidario del programa del Frente Amplio- 
Encuentro Progresista-Nueva Mayoría. Y en función de esa concepción, de ese programa, es que yo a veces 
hago análisis políticos o político-ideológicos, como este de la representación de clase que hice en un 
reportaje. También lo hice en el primer discurso ante todos los Oficiales de Policía en la Escuela Nacional de 
Policía, advirtiéndoles de dónde veníamos nosotros, no ocultándoles eso, la perspectiva de clase que tenemos 
los hombres y las mujeres de la izquierda. Eso no va en desmedro de nuestra obligación como Gobierno 
Nacional y como Ministro de ese Gobierno Nacional de trabajar por todas y todos los uruguayos. Sin 
embargo, la perspectiva de clase que tenemos, la base de ideas que esa perspectiva nos da, no la 
abandonamos ni la dejamos fuera de la puerta de entrada de honor del Ministerio del Interior. 


El señor Diputado García Pintos dice que en estos primeros treinta días hemos generado con nuestras 
actuaciones alarma social, quizás un mayor número de delitos. Esto ya lo han analizado nuestros 


compañeros; en cualquier caso, es una apreciación personal. Nosotros no tenemos esa apreciación, y el 
tiempo dirá quién tiene razón en este sentido. 


Respecto del carácter de urgente consideración de este proyecto de ley que todavía no hemos terminado de 
elaborar, todos deben saber que hasta que el Consejo de Ministros no determine ese carácter, no hay urgente 
consideración. Tal vez me pude haber trampeado en esa expresión el lunes 21 de marzo en un llamado que 
hice a los reclusos, cuando hablé de una ley urgente, porque creo que sí es urgente y el tratamiento que habría 
que dar a ese proyecto tendría que ser el de la más amplia rapidez en su gestación parlamentaria. Pero en ese 
caso son ustedes los dueños de esos tiempos. 


También comprendí que eso desataba un problema más formal que real y, sensible a esa situación, no hizo 
falta que nadie viniera a verme o a persuadirme para darme cuenta de que la urgente consideración de este 
proyecto de ley no era lo más positivo. 


Después, el señor Diputado García Pintos incursionó en la seguridad en la dictadura y en la democracia. Este 
es un tema de debate que seguramente en ese ámbito de política nacional de seguridad podremos discutir, 
porque tiene mucho filo filosófico, tal vez político-ideológico importante, y es un debate que nos debemos 
entre todas las uruguayas y los uruguayos. 


El señor Diputado dice -y lo comparto- que preferiría que no hubiera un centro de asistencia a las víctimas 
del delito, que no hubiera víctimas del delito; pero eso es un imposible histórico. Habrá delincuencia y 
víctimas de la delincuencia, y tener un centro debidamente equipado para esos menesteres es importante, 
sobre todo -no únicamente- para las víctimas de la violencia en las barriadas populares, las víctimas pobres 
de la violencia que a veces es ejercida por otros que integran el mismo sector social. 


El señor Diputado García Pintos habló de que en el debate o en la presentación de las políticas ministeriales 
se ha invertido el eje; lo mismo dijo el señor Diputado Germán Cardoso. ¿Quién lo invirtió? Lo dijimos en la 
intervención inicial: a nuestro entender, el eje permanente y primordial del Ministerio del Interior es la 
seguridad pública, la defensa del orden público y de la tranquilidad de las uruguayas y los uruguayos. Lo 
hemos dicho de múltiples maneras. Creo que ha habido desde el punto de vista mediático una inversión de 
ese eje, pero no la promovió el Ministerio. Nuestra Cartera jamás entró en ese error de apreciación, por más 
que sentimos en carne propia haber heredado un Ministerio que administra cárceles violadoras de los 
derechos humanos. Y aunque eso me afecta profundamente, no me hace perder de vista que lo esencial, lo 
primordial y permanente de un Ministerio del Interior es la seguridad pública. 


Con respecto a las Jefaturas de Policía -en este punto veremos quién es el más pícaro de los dos-, es verdad 
que en la Administración anterior del doctor Batlle se eligieron dieciocho Jefes de Policía de carrera, pero no 
el de Lavalleja, que no era ni siquiera policía, el señor Pose San Martín, y así le fue. Tuvieron que pasar 175 
años para que el Partido Colorado tomara esa decisión y confiara en la profesionalidad de nuestros oficiales 
de policía. A nosotros nos bastó el primer día de gobierno para establecer ese criterio. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Es un eufemismo, porque con ese criterio también yo podría decir que 
ustedes piensan que a Montevideo no lo fundó Zabala, sino el Frente Amplio cuando llegó al Gobierno 
municipal en 1990. Esto no es así, y lo mismo digo ahora que llegaron al Gobierno. Por ejemplo, este 
celular, dentro de unos meses, dejará de tener funcionalidad. Estos tiempos corren tan rápido que los 
175 años de Gobierno del Partido Colorado no se pueden utilizar eufemísticamente, porque si no el 
Frente Amplio se llevaría todo el crédito, y no es así. Hoy todo avanza tan rápido en materia de 
tecnología y de ciencia que uno no se puede sorprender. Lo mismo se aplica a las cuestiones políticas, 
porque tampoco es culpa de los partidos tradicionales que el Frente Amplio se haya fundado en 1971; 
en todo caso, demoraron mucho tiempo en llegar. En otros países se llega más rápido. Entonces, los 
blancos y los colorados no fuimos tan malos. 


La verdad es que quien dio la profesionalización a los cargos de Jefes de Policía fue el Gobierno anterior y el 
actual la continúa, lo que nos parece correcto. De todas formas, señor Ministro, no se me anote el garbanzo 
de que esto lo haya inventado usted. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No dije que el Frente Amplio haya inventado la 
profesionalización de los cargos. 


Con respecto a la Comisión de Asuntos Internos, efectivamente existe una Fiscalía, que nosotros queremos 
transformar en una Comisión de Asuntos Internos con cometidos mayores, para que sea más eficaz; en eso 
consistirá el cambio. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Cuando el señor Ministro encare el tema de la Fiscalía Policial, o 
Comisión de Asuntos Internos, como él la llama, no debería olvidarse de que existe una Defensoría 
Policial en lo Penal, cuya función es tan importante que hace la diferencia cuando un funcionario 
policial a veces puede ser procesado al filo de un tecnicismo por no tener el asesoramiento adecuado. 
Ese es un tema capital para propender a la profesionalización de la Policía y a la defensa de esos 
funcionarios que la inmensa mayoría de las veces llegan al Juzgado por haber cumplido debidamente 
con sus obligaciones. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Coincido totalmente con lo expresado por el señor Diputado 
García Pintos. Simplemente quiero decir que una Comisión de Asuntos Internos, debidamente 
integrada y con cometidos perfectamente delimitados, supone tener personal ejecutivo para investigar, 
lo que en el sistema actual no ocurre. Hablo de personal ejecutivo con suficiente mandamiento 
ministerial, para que pueda llegar a todos los escalones de la jerarquía y no lo topeen las diferencias de 
grado. 


Sobre las drogas y los funcionarios, no me quiero anotar ningún garbanzo; en todo caso, es para el Inspector 
Mayor Guarteche y su equipo. 


Quiero mencionar algunas cosas sobre diferencias de comportamientos, porque hicimos algunos cambios. 

Antes de asumir este cargo nosotros visitamos esa importante Dirección General, y nos dimos cuenta de la 
necesidad de realizar cambios a nivel del comando, no del propio Director, y por este motivo le dimos luz 

verde para proceder en forma intensa. 


Cada uno de los tres procedimientos que se realizaron en el mes de marzo fue seguido de una llamada de 
estímulo y en el último, que fue un golpe muy grande a uno de los reyes de la pasta base, no solo lo llamé a 
los treinta minutos de ocurrido el suceso, sino que el lunes siguiente concurrí a la Dirección General. Él me 
esperó con todo el equipo con el que había trabajado y allí, junto al Director Nacional de Policía, tuvimos una 
especie de clase ampliada, de conversación acerca de la importancia que tenía para el país el trabajo que ellos 
venían haciendo, más allá de las tremendas dificultades y de la pésima relación de fuerzas que hay entre la 
actual Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas y el peso económico que tienen los 
narcotraficantes para corromper, no solo abajo, sino también a los mandos medios. ¡Y quién sabe hasta dónde 
llegan hacia arriba! 


Con respecto a las dudas del señor Diputado Alonso -más allá de que tengo coincidencias con casi todas las 
manifestaciones que hizo-, debo decir lo siguiente. Creo que es muy razonable su duda con respecto a la 
capacidad del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados para contener debidamente, con la ayuda del 
Plan de Emergencia Social y demás, a la cantidad de personas que finalmente dispongamos liberar por el 
procedimiento de libertad anticipada y de libertad provisional preceptiva de la ley, en el esquema de la ley de 
1985, del cual no salimos. 


Últimamente, nosotros hemos estado trabajando en una norma para dar gradualidad a las salidas; esta ha sido 
una sugerencia del Presidente de la Suprema Corte de Justicia -si no recuerdo mal-, que nos ha parecido de 
recibo. Es decir, la salida se daría por orden alfabético, de forma tal que esa gradualidad permitiera al propio 
Patronato realizar esa labor de asistencia y vigilancia que, reitero, sabemos que tenemos que potenciar con 
personal y con recursos materiales. Inclusive, creo que hay que pensar si no debería ser ese el procedimiento 
normal -quizás esto venga en la reforma del Código del Proceso Penal- para atender a los liberados, no a 
estos, de una sola vez y excepcionales, sino en forma permanente. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me parece que hay algo que escucho por primera vez, quizás porque soy 
medio díscolo y a veces pierdo la capacidad de atención. Recién el señor Ministro habló de libertad 
anticipada preceptiva. Yo no había captado esto en la respuesta que inicialmente diera el señor 
Ministro. 


La diferencia vendría a ser sustantiva -esto es una afirmación pregunta- con la libertad anticipada que hoy 
existe, en la cual es la Justicia la que decide el otorgamiento, si entiende que se cumplen las condiciones que 
están establecidas. En cambio, si pasa a ser preceptiva, se va a estar ordenando al Poder Judicial que, cuando 
se cumplen ciertos elementos de carácter objetivo, otorgue esa libertad anticipada. 


Creo que esto -que lo escucho por primera vez; no sé si va a estar presente este aspecto- es sustancialmente 
distinto. Pongamos, como un ejercicio de laboratorio, un ejemplo: el de un primario imputado de un delito no 
grave, y en ese caso caben dos posibilidades: tiene buena conducta, asiste a la chacra policial, practica una 
religión, es visitado asiduamente por su familia, estudia y es lector; o es alguien que organiza motines, quema 
colchones, insulta a los policías, etcétera. ¿Se tendrá en cuenta en la ley, especificamente -desde el momento 
en que se trata de algo preceptivo-, la conducta carcelaria que haya tenido este individuo? Si la libertad 
anticipada es preceptiva, el Poder Judicial no va a poder analizar las condiciones, pues este reo estará dentro 
de los requisitos objetivos manejados por la ley. El Juez no tendrá entonces la discrecionalidad eventual de 
decir "No, este muchacho es demasiado conflictivo y no debe ser liberado", sino que se verá compelido a 
darle la libertad aun cuando no la merezca. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En mi primera intervención yo leí la fuente de inspiración, 
que es la ley de 1985. Nosotros no modificamos ese criterio, no lo inventamos, sino que ya se aplicó en 
el país. Por lo tanto, en el momento en que traigamos definitivamente el proyecto y veamos su alcance, 
podría darse un debate más explicativo de por qué la técnica jurídica que hemos elegido es la mejor 
entre otras que pueden plantearse en esta materia, y de por qué a través de la vía legal -como dice la 
Suprema Corte de Justicia, no puede ser por otra vía que no sea la legal- se puede contribuir, por lo 
menos en parte, a la descompresión del sistema penitenciario. Esta no es la única medida, tal como 
hemos explicado. 


En su breve, pero muy interesante intervención, el señor Diputado Lorenzo manifestó que esta propuesta, 
estos anuncios sobre una ley para aligerar las libertades, ha generado inquietud en los reclusos. Creo que la 
persona presa siempre está inquieta y pensando todos los días cómo y cuándo va a salir. La asunción del 
nuevo Gobierno genera más expectativas, sobre todo sabiendo que nosotros -de acuerdo con los anuncios del 
primer discurso presidencial del 1% de marzo- estamos apuntando a la crisis humanitaria del sistema 
carcelario, que suponía la asunción de responsabilidades a superar. 


El señor Diputado Lorenzo también decía si no sería mejor parcializar la ley en este tema para dar 
rápidamente certezas a los privados de libertad y así saber a quién le toca y a quién no. Obviamente, cada uno 
de ellos tendrá que hablar de esto con su abogado, con su defensor de oficio. 


Yo creo que lo que va a demorar más el debate, el ponernos de acuerdo para conseguir el más amplio 
consenso, será este tema de las libertades anticipadas y provisionales. No creo que los otros temas que 
incorporamos generen mayores problemas, entre otras cosas, porque algunos son de carácter programático, 
sobre los que aquí todo el mundo ha manifestado sus coincidencias. El escollo que tenemos en el debate entre 
todos los sectores parlamentarios es este; resuelto este punto, me parece que lo otro andará sobre rieles. 
Reitero que me parece, pues estoy prejuzgando y no dando lecciones parlamentarias. 


El señor Diputado Borsari Brenna empezó leyendo una norma constitucional que mandata no solamente al 
Ministerio del Interior sino también al Poder Ejecutivo a mantener como primera y alta responsabilidad el 
orden público y demás. Obviamente, me parece que es un punto de arranque compartido por todos nosotros. 


Con respecto a la futura ley de liberación por una sola vez, de carácter excepcional, etcétera, como eso va a 
generar ciertos riesgos de reincidencia, repito aquello que analizaba la doctora Reta: con este procedimiento 
se bajó el porcentaje de reincidencia del 16% al 8%. Hoy, por la vía normal, tenemos aproximadamente el 
50%. Cuando hablamos de estos resultados excepcionales, nos olvidamos de que siguen saliendo 
delincuentes, muchos de ellos peligrosos, y no están contenidos por nada. En este caso, les damos esa doble 
garantía del Patronato y del Plan de Emergencia. Pero, de cualquier manera, habrá que tomar medidas 
especiales, como sucedió en La Aguada, en el momento en que se empiece a complementar la futura ley. 


Coincido totalmente con respecto al tema de la delincuencia y los pobres. No debemos estigmatizar la 
pobreza como la fuente del delito, cuando, seguramente, los delincuentes que más daño han hecho al país no 
son, precisamente, los pobres. 


En cuanto al tema que plantea el señor Diputado Borsari Brenna sobre la libertar anticipada y provisional, 
son mejoras que ya tiene el sistema penal uruguayo para los delincuentes procesados o condenados. Para 
ellos, no basta con que intervenga el Poder Judicial. Ahí están los datos. Tenemos gente procesada con la 
preventiva, gente que, seguramente, desbordará la pena que en su momento se le aplique. Hay penados que 
tienen muchos años de pena, más de la mitad, o las dos terceras partes, y no salen, y no es porque no tengan 
abogado porque son pobres. No, los defensores de oficio hacen un abnegado trabajo de defensa de los 
reclusos. No es por eso que fallan las cosas sino debido al sistema procesal penal del Uruguay que tenemos 
que cambiar. Lo que estamos haciendo es sacar los escollos, por una sola vez, para ver si por esta vía legal 
contribuimos en una parte al descongestionamiento, que será relativamente pequeña en comparación con las 
perspectivas de aumentar la capacidad locativa que ya tenemos, con recursos que ya tenemos, en términos 
que no son breves, porque en este país, las empresas de construcción no están muy modernizadas y todos 
saben lo que significa poner 700 plazas del celdario de Libertad en condiciones de ser habitadas. De todas 
maneras, no van a faltar recursos para ello. 


El último tema planteado por el señor Diputado Borsari Brenna que yo anoté es la posibilidad de utilizar 
préstamos blandos para esta política de ampliación locativa. No hablamos de nuevas cárceles, porque en lo 
personal produce cierto escozor aunque eso no tiene importancia. Preferimos utilizar muchos inmuebles en 
desuso -que es más económico-, reciclarlos y convertirlos en lugares que nos permitan la adecuada 
clasificación, gradualidad y progresión en el tratamiento de los reclusos. No precisamos grandes locales, sino 
muchos, que nos faciliten un tratamiento penitenciario moderno y adecuado. Lamentablemente, no es fácil 
conseguir préstamos blandos para esta materia, aunque no vamos a escatimar esfuerzos. Debemos tener una 
política lo suficientemente austera en cuanto a los gastos de funcionamiento del conjunto del Estado, ya que 
se despilfarran los dineros. Debemos conducirnos con una gran austeridad republicana en el aspecto 
presupuestal para disponer de recursos e invertir donde el país los necesita, como en este caso. No hay otra 
manera de ampliar la capacidad locativa y dar a los reclusos un alojamiento que nos permita cumplir con el 
precepto constitucional del tratamiento al delincuente. Eso requiere recursos y lo más probable es que 
debamos sacarlos de nuestro propio Presupuesto quinquenal. Para este Ejercicio ya tenemos una partida, no 
muy grande, para inversiones, y pienso que de ahí vamos a poder rascar para ir resolviendo estos temas. De 
todas maneras, requerirán los meses que requieren todos los trabajos de obras públicas en nuestro país. 


Registré también la intervención del señor Diputado Espinosa, a quien agradezco los conceptos sobre mi 
persona. Él hizo hincapié acerca de algo que ya expliqué al comienzo de mi exposición. Me refiero al alcance 
de mis palabras acerca del problema penitenciario y la política correspondiente. Me remito a esa aclaración 
que ya formulé. 


El duda de las posibilidades de lograr un consenso. Tal vez no logremos unanimidad con respecto a esta ley, 
pero tengo la ilusión de que en el debate parlamentario alcancemos un amplio consenso, de la misma manera 
que en otras iniciativas mucho más importantes que esta como la nueva Ley Orgánica Policial. 


Dice que ya se ha producido el daño en la opinión pública. Es una opinión muy respetable. También hizo 
referencia a cómo se enteró la prensa y no se enteraron otros actores de la sociedad. Bueno, fue en esa 
apertura de consulta al Poder Judicial y otras instancias que se nos escapó el control del proyecto. Pero si no 
hacíamos la consulta, la Suprema Corte de Justicia iba a decir: "Otra vez se manda un proyecto de ley que 
nos implica y no se nos consulta previamente". 


Aclaro que no quiero decir con esto que la Suprema Corte de Justicia haya sido la válvula de escape, ni 
mucho menos, porque enviamos el proyecto a muchas otras instituciones; vamos a entendernos. 


También agradezco sus palabras finales al desearnos buena suerte, porque la buena suerte de este Ministerio, 
de los otros y del Gobierno, es la buena suerte de todo el país. Me parece una manifestación de grandeza que 
me congratulo en destacar. 


SEÑOR ESPINOSA.- No está en nuestro ánimo dudar de que se puedan lograr consensos. 
Simplemente, señalaba expresiones del señor Ministro en cuanto a las comunicaciones cuando se le 
preguntó si estaba dispuesto a solucionar el tema por otra vía que no fuera la liberación. Seguramente, 
el tema merece un debate, y nuestro Partido aún no ha decidido si estará o no a favor, pero usted 
tajantemente dice que no. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Dije algo más: que si no se reconoce el estado de emergencia 
humanitaria de nuestras cárceles y no se buscan medidas como ésta -entre otras- que ya habíamos 
utilizado en otra situación histórica, pero con mucho menor gravedad que la situación explosiva que 
hoy tenemos en el sistema penitenciario, no podemos dialogar. Es simplemente eso. No podemos 
avanzar. Debemos partir de algunas premisas para los consensos. Y si hay gente que no se hace carne 
de esas premisas, es muy difícil avanzar en una ley de amplio consenso. Yo espero que no sea así; aquí 
nadie ha desconocido la gravedad de la situación del sistema penitenciario. Puede ser que la técnica 
jurídica que empleamos, que tuvo tan amplio acuerdo en 1985, nos sirva, no solo de fuente de 
inspiración, sino de camino para alcanzar el consenso, como lo logramos el mencionado año. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Seguramente, mi pregunta pasó desapercibida, porque no fue 
contestada. Algunos miembros de esta Comisión hicieron varias referencias al tema; inclusive, el 
propio Presidente habló de bolazos de prensa. Permanentemente, se dijo que para formarnos opinión 
sobre el punto no podíamos hacer caso a lo que salía en la prensa. 


Pero quiero reiterar que el señor Director Nacional de Cárceles, Inspector Navas, dijo en el informativo de 
Canal 12 -yo lo vi, no me lo contó nadie- que el problema se solucionaba liberando a 3.500 presos. Quiero 
saber si esa es la opinión del Ministro, si es su palabra y si el Inspector Navas hizo esas declaraciones en 
nombre del titular de la Cartera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la pregunta del señor Diputado fue contestada varias veces. 
Además, considero que un Director Nacional de Cárceles, que se enfrenta a un hacinamiento brutal, 
con todos los problemas que eso le crea, puede llegar a decir eso, lo cual no implica que haya que 
hacerlo. Es como decir: "yo soluciono esto, si el número de presos es tal". 


Como decía, el señor Ministro ya contestó esto varias veces; de todos modos, la Mesa le va a ceder la palabra 
para que terminemos con este asunto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Simplemente, quiero decir que mis opiniones son mis 
opiniones; son las que he dado en este ámbito y públicamente. 


Con respecto a la interpretación que hizo el señor Presidente de la Comisión acerca de las manifestaciones 
del Inspector Navas, hago acuerdo con lo que ha dicho el Presidente, señor Diputado Orrico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo agradecer a las señoras Diputadas y a los señores Diputados por el 
hecho de que en esta sesión tan larga haya habido pocos tiroteos, lo cual me ha facilitado bastante la 
tarea. 


Asimismo, como parlamentario vocacional que soy, quiero mucho a esta Casa, al igual que el señor Ministro. 
Entonces, en nombre del Parlamento, quiero agradecerle por su actitud, porque creo que en los diez años que 
llevo aquí, esta es la primera vez que un Ministro está durante ocho horas seguidas contestando preguntas en 
una Comisión. Naturalmente, las señoras Diputadas y los señores Diputados podrán hacer las evaluaciones 
que les parezcan pertinentes sobre lo que el señor Ministro ha dicho, pero es claro que ha tratado de 
contestarnos a todos. Esa es una muestra de respeto hacia el Parlamento que, reitero, agradezco mucho. 


(Apoyados) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


